
Valparaíso, 16 de diciembre de 2009.

CERTIFICADO

Proyecto de ley sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la
Calidad de la educación parvularia, básica y media, y su fiscalización 

(Boletín Nº 5083-04 S)

El Abogado Secretario  de la Comisión de Educación,
Deportes y Recreación, que suscribe, CERTIFICA:

Que el  proyecto  de ley,  originado en un Mensaje  de
S.E.  la  Presidenta  de  la  República,  sobre  el  sistema  nacional  de
aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media, y su
fiscalización (boletín Nº 5083-04), ha sido despachado con fecha de ayer en
segundo  trámite  constitucional  y  primero  reglamentario,  estimándose
pertinente, para una mejor comprensión de sus disposiciones, anexar a este
certificado un texto comparado en el cual se contiene el articulado del proyecto
despachado por el H. Senado y el que resultaría de aprobarse las enmiendas
que la Comisión somete a consideración de la Sala.

Que  para  el  despacho  de  esta  iniciativa  la  Jefa  de
Estado ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”
para todos los trámites constitucionales, por lo que la H. Cámara cuenta con
un plazo de tres días corridos para afinar su tramitación, plazo que vence el
18 de diciembre en curso, por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala
el día 15 del mismo mes. 

A  continuación,  se  exponen  los  aspectos  más
relevantes del proyecto en informe.

1.- IDEAS MATRICES O CENTRALES DEL PROYECTO.

La idea matriz o central del proyecto se orienta a crear
un  sistema  nacional  de  aseguramiento  de  la  calidad  de  la  educación
parvularia, básica y media, y a regular tanto los órganos que lo componen
como  la  supervigilancia  y  control  del  desempeño  de  las  instituciones
educativas  y  de  sus  actores.  Se  trata  de  dotar  al  país  de  una  nueva
institucionalidad  --conformada  por  el  Ministerio  de  Educación  (con
redefinición  de  funciones  y  reestructuración  de  su  organización  interna  y
plantas  funcionarias),  una Superintendencia  de  Educación (que  crea  este
proyecto), una Agencia de Calidad de la Educación (que también crea esta
iniciativa),  y  un  Consejo  Nacional  de  Educación (ex  Consejo  Superior  de
Educación)--, y su correspondiente marco normativo, del cual se espera que
sea capaz de velar y garantizar que --en nuestro sistema escolar-- todos sus
educandos, sin excepción, puedan acceder a una formación de calidad.



2.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL.

a) La Comisión de Educación de esta H. Corporación
comparte plenamente la declaración de la Cámara de Origen en cuanto a
que los artículos 5°, 6°, 7°, 15, 30, 31, 32, 33, 36, 39, 40, 41, 43, 45, 46, 47,
80,  81,  82,  94,  97,  98,  99,  100,  104 y 112,  permanentes,  y  los artículos
primero,  tercero,  cuarto,  quinto  y  undécimo,  transitorios,  del  texto  del
proyecto que aprobara en este trámite tienen rango orgánico constitucional.
Ello, en consideración a que las materias que abordan dichos preceptos --
como lo sostiene el H. Senado-- dicen relación con la creación, organización
y funcionamiento de los servicios públicos y de la carrera funcionaria, y por
establecer  una especie de recurso administrativo y judicial.  Todo esto en
virtud de lo dispuesto en los artículos 38 y 77 de la Constitución Política de la
República  y  en  el  decreto  con  fuerza  de  ley  Nº  1-19.653,  de  2001,  del
Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de
Bases Generales de la Administración del Estado.

Asimismo,  esta  Comisión  ha considerado que también
tienen  idéntico  carácter  orgánico  constitucional  los  artículos  28;  69,  inciso
primero, letra f); 90, inciso primero, y 93, permanentes, por cuanto las materias
que abordan tienen directa relación con lo preceptuado en el párrafo quinto del
número 11, del artículo 19 de la Carta Fundamental, el cual encarga a una ley
orgánica constitucional establecer los requisitos para el reconocimiento oficial
de los establecimientos educacionales de todo nivel.

b) El proyecto no contiene normas que requieran quórum
calificado.

3.- NORMAS QUE REQUIEREN TRÁMITE DE HACIENDA. 

Requieren ser conocidos por la Comisión de Hacienda
los artículos 1°; 2°, letra e); 5°; 6°; 7°, letra o); 12; 13; 14; 18; 19; 24; 26; 27; 30;
31; 33, letra b); 39, incisos primero y segundo letra i); 40; 41; 43; 44; 45; 46,
inciso primero; 47, letras b), c), n) y r); 50; 57; 60; 61; 65; 69, letras b), c) y d);
73, inciso segundo; 74, inciso tercero; 76, inciso segundo; 78; 94; 95; 98; 99;
100; 107; 110 y 112 números 1, 3, 7 y 8, permanentes, y artículos primero,
tercero, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y undécimo transitorios.

4.- APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

La iniciativa fue aprobada en general por la unanimidad
de las diputadas y diputados presentes (10 votos a favor).

5.- DIPUTADO INFORMANTE.

Se designó diputado informante al señor Venegas, don
Mario.

* * * * *
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TRAMITACIÓN DE LA INICIATIVA.

La Comisión destinó al tratamiento de esta iniciativa sus
sesiones de fechas 19 de mayo; 2, 9, 16 y 30 de junio; 7, 14 y 28 de julio; 4, 6,
11 y 18 de agosto; 1,  8,  15 y 29 de septiembre; 6 y 13 de octubre; 3 de
noviembre,  y  15  de diciembre,  todas de 2009,  a  las  cuales  asistieron sus
miembros titulares,  diputados señores Sergio Bobadilla  Muñoz (Presidente),
Germán  Becker  Alvear,  Rodrigo  González  Torres,  José  Antonio  Kast  Rist,
Manuel Monsalve Benavides, Manuel Rojas Molina, Gabriel Silber Romo, Mario
Venegas  Cárdenas,  Germán  Verdugo  Soto,  y  diputadas  señoras  Marcela
Cubillos Sigall, Clemira Pacheco Rivas, María Antonieta Saa Díaz y Ximena
Vidal Lázaro; y acudieron, en calidad de reemplazantes, los diputados señores
Sergio Correa De la Cerda, Andrés Egaña Respaldiza, Maximiano Errázuriz
Eguiguren, Ramón Farías Ponce, Juan Lobos Krause y Eugenio Tuma Zedan.
Concurrieron, además, el diputado señor Alberto Robles Pantoja y la diputada
señora Denise Pascal Allende.

Durante la  tramitación del  proyecto,  la  Comisión contó
con la presencia y colaboración de la Ministra de Educación, señora Mónica
Jiménez De la Jara; el Subsecretario de Educación, señor Cristian Martínez
Ahumada; la Jefa de la División Jurídica, señora Regina Clark Medina; el Jefe
de  la  Unidad  de  Currículum  y  Evaluación,  señor  Pedro  Montt  Leiva;  los
abogados asesores de la División Jurídica, doña María José De las Heras Val,
y  los  señores  Xavier  Vanni  y  Sebastián  Farías,  todos  del  Ministerio  de
Educación;  el  Ministro  Secretario  General  de  la  Presidencia,  señor  José
Antonio  Viera-Gallo  Quesney;  el  Subdirector  de  Racionalización  y  Función
Pública,  señor  Enrique  Paris,  y  los  abogados  asesores,  señora  Macarena
Lobos y señor Patricio Espinoza, todos de la Dipres, y la Coordinadora de
Políticas  Sociales  del  Ministerio  de  Hacienda,  señora  Tania  Hernández.
Asistieron también, en forma regular, el investigador de la BCN, señor Luis
Castro  Paredes,  y  los  asesores parlamentarios señores Francisco López y
Gustavo Rosende, ambos de la Fundación Jaime Guzmán; y Sebastian Soto y
Pablo Eguiguren, ambos de Libertad y Desarrollo.

Fueron especialmente invitados a exponer sus opiniones
sobre la iniciativa los señores Rodrigo Bosch, Presidente; Alejandro Hasbún,
Vicepresidente, y Leonardo Giavio, Secretario, todos de la asociación gremial
Colegios Particulares de Chile (CONACEP), acompañados por otros dirigentes
de la entidad; el Decano de la Facultad de Educación de la Universidad Alberto
Hurtado, señor Juan Eduardo García Huidobro; el Coordinador Nacional del
Movimiento  Educación  2020,  señor  Mario  Waissbluth,  acompañado  por  la
Directora  de  Estudios,  doña  Valentina  Quiroga;  la  Presidenta  del  Consejo
Nacional de Certificación de la Calidad de la Gestión Escolar, de la Fundación
Chile, señora Mariana Aylwin Oyarzún; el Presidente Nacional de la Federación
de Instituciones de Educación Particular (FIDE), señor Jesús Triguero Juanes;
su Primer Vicepresidente, señor Guido Crino Tassara, y el abogado Jefe del
Departamento Jurídico, señor Rodrigo Díaz, acompañados por el  Secretario
Ejecutivo Nacional, señor Carlos Veas Gamboa, y el  Director señor Alfredo
Budrovich; la Presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria (SIP), señora
Patricia Matte Larraín; el  Presidente Nacional de la Asociación Nacional de
Funcionarios del  Ministerio  de Educación (ANDIME),  señor  Nelson Viveros,
acompañado  por  otros  dirigentes  nacionales  y  regionales  de  la  misma
organización;  el  Director  del  Programa  Legislativo,  señor  Sebastián  Soto
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Velasco,  y  el  investigador  del  área  de  Educación,  señor  Pablo  Eguiguren,
ambos del Instituto Libertad y Desarrollo; el Presidente Nacional del Colegio de
Profesores de Chile,  señor Jaime Gajardo Orellana, acompañado por otros
dirigentes  nacionales  del  gremio  y  por  el  abogado  asesor  del  Directorio
Nacional, señor Patricio Bell; el Presidente de la Federación de Estudiantes
Secundarios de Santiago Sur (FESSS), señor David Arce, acompañado por la
Encargada  de  Centros  de  Estudiantes  del  Departamento  Provincial  de
Educación Santiago Sur,  del  Mineduc,  señora Viviana Soto;  el  investigador
asociado  del  Centro  de  Investigación  Avanzada  en  Educación  de  la
Universidad  de  Chile,  señor  Cristian  Bellei;  el  Contralor  General  de  la
República,  señor  Ramiro  Mendoza  Zúñiga,  acompañado  por  el  Jefe  de  la
División Jurídica, señor Julio Pallavicini Magnere, y la Contralora Regional de
Valparaíso,  señora  Dorothy  Pérez;  el  Subdirector  del  Centro  de  Políticas
Comparadas  de  Educación,  señor  Gregory  Elacqua,  y  la  investigadora  en
Educación señora Loreto Fontaine, ambos de la Universidad Diego Portales.

La  síntesis  de  las  exposiciones  efectuadas  por  los
personeros de Gobierno y de las opiniones vertidas por los demás invitados a
la Comisión se encuentra en documento anexo a este certificado.

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN GENERAL DEL PROYECTO.

La  Comisión  de  Educación,  Deportes  y  Recreación,
compartiendo plenamente los fundamentos y objetivos generales tenidos en
consideración por el Ejecutivo para legislar en el sentido propuesto, y luego de
escuchar la presentación que sobre esta iniciativa hiciera la Ministra del ramo,
procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de
las diputadas  y diputados presentes,  en sesión de 2 de junio de 2009
(señoras Pacheco, Saa, Vidal y señores Bobadilla, González, Kast, Rojas,
Silber, Venegas y Verdugo).

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN PARTICULAR DEL PROYECTO.

Durante  el  debate  pormenorizado  del  proyecto,  la
Comisión adoptó los siguientes acuerdos en relación con el texto despachado
por el H. Senado:

a) Artículos aprobados sin enmiendas, por unanimidad.

Se encuentran en esta situación los artículos 1º; 9º al 11;
14; 15; 17; 19 al 21; 24; 26; 33; 36; 40; 42; 44; 45; 48 al 64; 66 al 71; 73 al 85;
87 al 92; 94 al 105; 107 al 110 y 112, permanentes; y los artículos tercero,
cuarto, sexto, séptimo, octavo y noveno, transitorios.

b) Artículos aprobados sin enmiendas, por mayoría.

Es el caso de los siguientes artículos:

- 5º (por 5 votos a favor y 3 abstenciones).
- 30 al 32 (por 7 votos a favor y 1 voto en contra).
- 37 (por 5 votos a favor, 1 voto en contra y una

abstención).
- 38 (por 6 votos a favor y 1 voto en contra). 
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- 41 (por 6 votos a favor y 1 voto en contra).
- 43 (por 6 votos a favor y 1 voto en contra).

c) Artículos nuevos.

Son tales  los  artículos  47 bis  y  duodécimo transitorio.
Ambos  tuvieron  su  origen  en  sendas  indicaciones  del  Ejecutivo  y  fueron
aprobados por unanimidad).

d) Artículos aprobados con modificaciones.

Se  encuentran  en  esta  situación  las  siguientes
disposiciones:

Artículo 2º.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 2º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad
de la Educación Parvularia, Básica y Media considerará:

a) Los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los
objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y estándares
indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores, de los
docentes y directivos.

b)  Requisitos  del  reconocimiento  oficial  que  deben  cumplir  los
sostenedores  y  los  establecimientos  educacionales  para  ingresar  y  mantenerse  en  el
sistema educacional, según lo establecido en la ley.

c)  Políticas,  mecanismos  e  instrumentos  para  apoyar  a  los
integrantes de la comunidad educativa y a los establecimientos educacionales en el logro de
los estándares.

d) Evaluaciones de desempeño y mediciones de los resultados de
aprendizaje para determinar el logro de los estándares.

e) Fiscalización del uso de los  recursos y del cumplimiento de
los  requisitos  del  reconocimiento  oficial y  de  la  normativa  educacional  por  los
sostenedores y administradores del servicio educativo.

f) Evaluaciones del impacto de políticas y programas educativos.
g)  Sistemas de información pública referidos al  resultado de las

evaluaciones de logro de los estándares, a la clasificación de  los establecimientos y sus
consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las evaluaciones de las políticas y
mecanismos de apoyo implementados.

h)  Sistemas de rendiciones de cuenta,  de reconocimientos y  de
sanciones relacionadas con el logro de los estándares y con el cumplimiento de las normas
aplicables a los establecimientos y sostenedores.”

El Ejecutivo formuló indicación para intercalar en la letra
e), entre la palabra “recursos” y la frase “y del cumplimiento de los requisitos
del reconocimiento oficial”, la expresión “, de conformidad a lo establecido
en el Título III de esta ley,“.

Fue aprobada la indicación por unanimidad (9 votos
a favor).

En  sucesivas  votaciones,  el  encabezamiento  del
artículo en comento y sus letras a) b)  y c)  fueron aprobados por 13
votos a favor; las  letras d),  e) –con la indicación precedente- y f),  lo
fueron por 10 votos a favor, y las letras g) y h), por 11 votos a favor.
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Artículo 3º.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  3º.-  Los  estándares  de  aprendizaje  referidos  a  los
objetivos  generales  establecidos  en  la  ley  y  en  sus  bases  curriculares  definirán  los
conocimientos, habilidades y competencias que se espera alcancen los alumnos en diversas
etapas del proceso educativo, en relación con las bases curriculares nacionales.”

Los diputados señores Silber y Venegas formularon una
indicación para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

"Los estándares de aprendizaje servirán de base para realizar
las evaluaciones que dan origen a la clasificación de establecimientos educacionales
y consecuencialmente a los demás efectos que determina la ley."

Fue aprobada la indicación por mayoría (8 votos a
favor, 2 votos en contra y una abstención).

El  artículo  3º,  con  la  indicación,  fue  aprobado
también por mayoría (10 votos a favor y una abstención).

Artículo 4º.

El Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  4º.-  Los  estándares  indicativos  de  desempeño
considerarán:

A) A  nivel  de  los  profesionales  de  la  educación,  estándares
indicativos de desempeño para los docentes de aula, directivos y técnicos pedagógicos.

B)  A  nivel  de  los  establecimientos  educacionales  y  sus
sostenedores:

1. gestión curricular;
2.  indicadores  de  calidad  de  los  procesos  relevantes  de  los

establecimientos educacionales;
3. estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;
4. liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo, y
5.  convivencia  escolar,  en  lo  referido  a  reglamentos  internos,

instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la
diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático
por los miembros de la comunidad educativa. 

Los estándares señalados precedentemente, cuyo incumplimiento
no  dará  origen  a  sanciones,  constituirán  orientaciones  para  el  trabajo  de  evaluación
contemplado en esta ley.”

Los  diputados  señores  Silber  y  Venegas  formularon
una indicación para  agregar en la letra A del  inciso primero, después del
punto  final  que  pasa  a  ser  seguido,  la  siguiente  oración:  "Estos
considerarán  los  conocimientos,  habilidades  y  actitudes  necesarios
para el desempeño profesional competente.

Fue  aprobada  la  indicación  por  asentimiento
unánime (11 votos a favor).

El encabezamiento del inciso primero y su letra A),
con la indicación, fueron aprobados también por unanimidad (11 votos a
favor).
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Los  diputados  señores  Silber  y  Venegas  formularon
indicación  para agregar  en la  letra  B)  un  número 6,  nuevo,  del  siguiente
tenor: "6. resultados educativos.".

Fue aprobada  la  indicación  precedente  por
unanimidad (11  votos  a  favor),  con  la  enmienda  de  sustituir  en  ella  la
expresión “educativos” por la frase “del proceso educativo”, quedando por
tanto  el  nuevo  numeral  6  como  sigue:  “6.  resultados  del  proceso
educativo.”. 

Adicionalmente,  por  razones  de  concordancia,  se
acordó, también por unanimidad, reemplazar en el numeral 4 de la letra
B) la expresión “, y” por un punto y coma (;),  y el punto final (.)  del
numeral 5 por la expresión “, y”.

Puesta en votación la letra B) del artículo 4º, con la
indicación aditiva,  y  el  inciso segundo del  mismo,  fueron aprobados
ambos preceptos por simple mayoría (12 votos a favor y una abstención). 

Artículo 4º bis.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 4º bis .- Corresponderá al Presidente de la República, por
decreto  supremo  dictado  por  intermedio  del  Ministerio  de  Educación,  previo   informe
favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e
indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 2°, letra a), los cuales tendrán una
vigencia de 6 años.”.

Los  diputados  señores  Becker,  Bobadilla,  Correa,
Egaña,  González,  Lobos,  Monsalve,  Silber,  Venegas  y  Verdugo,  y  las
diputadas  señoras  Pacheco,  Saa  y  Vidal,  con  la  conformidad  de  los
representantes del Ejecutivo, formularon una indicación para reemplazar el
artículo 4º bis por el siguiente:

“Artículo 4º bis.- Corresponderá al Presidente de la República,
por  decreto  supremo  dictado  por  intermedio  del  Ministerio  de  Educación,  previo
informe favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de
aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 2º, letra a), de esta
ley. 

Los estándares de aprendizaje durarán seis años. Con todo, si
durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o en
las bases curriculares, estos estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas
modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años. 

Los nuevos estándares que se fijen tendrán igualmente una
duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.”

Fue aprobada la  indicación  sustitutiva  precedente
por asentimiento unánime (13 votos a favor).

Artículo 6º.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 6º.- El objeto de la Agencia será evaluar y orientar para
el  mejoramiento de la  calidad de la  educación,  considerando las particularidades de los
distintos niveles y modalidades educativas.
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Para  el  cumplimiento  de  dicho  objeto,  tendrá  las  siguientes
funciones: 

a) Evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos de acuerdo al
grado de cumplimiento de los estándares, referidos a los objetivos generales señalados en la
ley y sus respectivas bases curriculares, por medio de instrumentos y procedimientos de
medición estandarizados y externos a los establecimientos;

b) Realizar evaluaciones del desempeño de los establecimientos
educacionales  y  sus  sostenedores,  de  los  docentes  y  sus  directivos  en  base  a  los
estándares indicativos; 

c)  Clasificar a los establecimientos educacionales en función del
grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales
señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y

d) Proporcionar información en materias de su competencia a la
comunidad en general.”

Los diputados señores Becker, Kast, Monsalve, Rojas,
Silber  y  Verdugo,  y  las  diputadas  señoras  Saa  y  Vidal,  formularon  una
indicación para sustituir el inciso primero del artículo en comento, por otro
que difiere del texto original en que intercala, a continuación  de la palabra
“orientar”, la frase “el sistema educativo”.

Fue  aprobada  la  indicación  precedente,  por
unanimidad (8 votos a favor).

Fue  aprobado  el  artículo  6º,  con  la  indicación
precedente, por unanimidad (8 votos a favor).

Artículo 7º.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 7º.-  Para el  cumplimiento de sus funciones,  la Agencia
tendrá  las  siguientes  atribuciones  (se  reproducen  sólo  las  disposiciones  que  resultaron
enmendadas por la Comisión): 

g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula,
docente directivos y del  personal técnico pedagógico que presenten los establecimientos
educacionales particulares subvencionados. Para validar ante la Agencia sus sistemas de
evaluación  docente,  los  sostenedores  de  establecimientos  educacionales  particulares
subvencionados deberán  utilizar  de  referencia  los  estándares  indicativos  de  desempeño
elaborados en conformidad a la ley.

h) Poner a disposición del público la información que, con motivo
del  ejercicio  de  sus  funciones,  recopile  respecto  de  establecimientos  educacionales,
sostenedores, docentes y alumnos.

En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los
alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los
resultados  obtenidos  por  sus  hijos  o  pupilos  cuando  las  mediciones  tengan  validez  y
confiabilidad  estadística individual,  sin  que  tales  resultados  puedan  ser  publicados  ni
usados  con  propósitos  que  puedan  afectar  negativamente  a  los  alumnos,  tales  como
selección, repitencia u otros similares.

k)  Ingresar a los establecimientos educacionales y dependencias
docentes del sostenedor,  en coordinación con la Superintendencia, con el fin de evaluar la
calidad de la educación y realizar las mediciones, visitas evaluativas y ejercer las demás
atribuciones  que  le  encomienda  la  ley,  sin  alterar  el  normal  desenvolvimiento  de  las
actividades pedagógicas del establecimiento educacional. 
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l) Requerir  a  los  sostenedores  de  los  establecimientos
educacionales u otros organismos públicos y privados relacionados con la educación,  la
información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.”

Los diputados señores Becker, Kast, Monsalve, Rojas,
Silber  y  Verdugo,  y  las  diputadas  señoras  Saa  y  Vidal,  formularon  una
indicación para sustituir la letra g) de este artículo por la siguiente:

“g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de
aula,  docentes  directivos  y  del  personal  técnico  pedagógico  que  presenten
voluntariamente los sostenedores de los establecimientos educacionales particulares
subvencionados. Para validar ante la Agencia sus sistemas de evaluación docente,
éstos  deberán  utilizar  de  referencia  los  estándares  indicativos  de  desempeño
elaborados en conformidad a la ley.”

Fue  aprobada  la  indicación  precedente  por
asentimiento unánime (8 votos a favor).

Los diputados señores Silber y Venegas formularon una
indicación para agregar en el párrafo segundo de la letra h), después de la
expresión “confiabilidad estadística”, la frase “a nivel” y, después del vocablo
“repitencia”,  la  palabra  “expulsión”,  precedida  de  una  coma  (,).  Fue
aprobada en forma unánime (8 votos a favor).

Los diputados señores Kast  y  Correa  formularon una
indicación para  agregar en la letra k), después de la palabra “Ingresar”, la
frase  “previo  aviso”,  entre  comas  (,).  Fue aprobada  también  por
unanimidad (10 votos a favor).

Los  diputados  señores  Becker,  Monsalve,  Verdugo  y
diputada señora Saa formularon una indicación para eliminar en la misma
letra k) la frase “en coordinación con la Superintendencia” y la coma (,) que le
sigue. Fue aprobada por mayoría (5 votos a favor y 4 votos en contra).

Puesta en votación la letra k) del artículo 7º, con las
indicaciones  precedentemente  aprobadas,  fue  aprobada  en  forma
unánime (10 votos a favor).

El  diputado  señor  Monsalve  y  las  diputadas  señoras
Pacheco  y  Saa,  formularon  una  indicación,  concordada  con  los
representantes de Ejecutivo,  para agregar  en la  letra  l)  un nuevo párrafo
segundo del siguiente tenor:

“Quienes  sean  requeridos  en  virtud  de  este  literal  podrán
solicitar por escrito a la Agencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere
dicha  petición,  cuando  fundadamente  acrediten  que  dicho  requerimiento,  por  su
volumen o complejidad,  les  impide dar  cumplimiento a sus labores habituales.  La
Agencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de
diez días, contados desde la respectiva presentación.”

Fue aprobada la indicación por unanimidad (9 votos
a favor).
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Sometido  a  votación  el  artículo  7º,  con  las
indicaciones  aprobadas,  exceptuando  su  letra  k),  fue  aprobado  por
asentimiento unánime (9 votos a favor).

Artículo 8º.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  8º.-  La  Agencia  evaluará  el  desempeño  de  los
establecimientos de educación parvularia,  básica,  media y  especial,  y  sus sostenedores,
basándose en estándares indicativos elaborados de conformidad a la ley. 

El  objeto  de  esta  evaluación  de  desempeño  será  fortalecer  las
capacidades  institucionales  y  de  autoevaluación  de  los  establecimientos  educacionales,
orientar sus planes de mejoramiento educativo y promover la mejora continua de la calidad
de la educación que ofrecen. 

La  evaluación  de  desempeño  considerará,  entre  otros,  los
resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los
alumnos  y  otros  indicadores  de  calidad  de  procesos relevantes  de  los  establecimientos
educacionales,  que  permitan  una  evaluación  integral  referida  a  los  objetivos  generales
establecidos en la ley, los resultados de la autoevaluación institucional, el proyecto educativo
y las condiciones de contexto del establecimiento educacional.” 

Los diputados señores Silber y Venegas formularon una
indicación para reemplazar el inciso tercero de este artículo por el siguiente: 

"La  evaluación  de  desempeño  considerará,  entre  otros,  los
resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de
los alumnos, que permitan una evaluación integral referida a los objetivos generales
establecidos en la ley, los estándares indicativos de calidad del desempeño de los
establecimientos  educacionales  y  las  condiciones  de  contexto del  establecimiento
educacional." 

Fue aprobada la indicación precedente por mayoría
(9 votos a favor y una abstención). 

Los  mismos  señores  diputados  formularon  una
indicación para agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:

"Los  establecimientos  educacionales  deberán  aplicar
procedimientos de autoevaluación institucional, cuyos resultados, junto al proyecto
educativo  institucional,  serán  antecedentes  de  la  evaluación  del  desempeño  que
realice la Agencia." 

Fue aprobada esta indicación también por mayoría
(6 votos a favor y dos abstenciones). 

Por  su  parte,  la  diputada  señora  Pacheco  formuló
indicación para agregar el siguiente inciso final, nuevo: 

“Adicionalmente, la Agencia considerará las características de
los  establecimientos  educacionales  uni,  bi  o  tri  docentes,  así  como  de  aquellos
multigrado,  con  el  fin  de  adecuar  los  procesos  de  evaluación  que  se  apliquen  y
desarrollen en estos establecimientos.” 

Fue aprobada la indicación por mayoría (8 votos a
favor y una abstención). 
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Puesto  en  votación  el  artículo  8º,  con  las
indicaciones antedichas, fue también aprobado por mayoría (8 votos a
favor y una abstención). 

Artículo 12.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 12.- La Agencia administrará un registro de personas o
entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas. Un reglamento
determinará los requisitos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y
permanencia en el registro, el procedimiento de  selección de las mismas, el tiempo de
duración en el  registro,  sus inhabilidades y  las causales que originan la  salida de éste,
destinadas a asegurar la calidad técnica y eficacia de su apoyo.” 

Los diputados señores Silber y Venegas formularon una
indicación para:

a) Agregar, después de la expresión “los requisitos”, la
palabra “objetivos”; 

b)  Agregar,  luego  de  la  expresión  “selección  de  las
mismas”, la frase “cuidando que éste sea transparente y objetivo”, y

c) Agregar, a continuación del punto final, que pasa a
ser seguido, la frase “La Agencia deberá abrir al menos una vez cada año
el registro para el ingreso de personas o entidades acreditadas.”. 

Fue  aprobada  la  indicación  precedente  por
asentimiento unánime, lo mismo que el artículo con ella (9 votos a favor).

Artículo 13.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  13.-  La  Agencia  clasificará,  mediante  resolución
fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo
a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los
estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus
respectivas bases curriculares, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el
Consejo Nacional de Educación.

Para  llevar  a  cabo  esta  clasificación,  la  Agencia  deberá
considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en las
mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación a los
estándares  de  aprendizaje  y  las  características  de  los  alumnos  del  establecimiento
educacional y, cuando sea posible, indicadores de valor agregado. La Agencia determinará
la metodología de clasificación, la que será oficializada por decreto supremo del Ministerio
de  Educación,  suscrito  además  por  el  Ministro  de  Hacienda.  Dicha  metodología  se
actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de ocho años.

Esta  metodología  podrá  considerar  resguardos  que
aseguren que los cambios de categoría no ocurran por un cambio en la composición del
alumnado.

Para  dichos  efectos,  los  establecimientos  educacionales
serán clasificados en alguna de las siguientes categorías de desempeño decreciente, según
los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los
estándares de aprendizaje:

a) Establecimientos Educacionales de Buen Desempeño;
b)  Establecimientos  Educacionales  de  Desempeño

Satisfactorio;
c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Regular,

y
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d) Establecimientos Educacionales de Mal Desempeño con
Necesidad de Acciones Intensivas de Mejoramiento.”

Los  diputados  señores  Bobadilla,  González,  Kast,
Rojas, Silber, Tuma, Venegas y Verdugo, y las diputadas señoras Pacheco y
Saa, formularon una indicación para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  13.-  La  Agencia  clasificará,  mediante  resolución
fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de
acuerdo a los resultados de aprendizaje  de los alumnos,  en función del  grado de
cumplimiento de los estándares de aprendizaje,  referidos a los objetivos generales
señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, propuestos por el Ministerio
de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

Para  llevar  a  cabo  esta  clasificación,  la  Agencia  deberá
considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en
las  mediciones  nacionales,  la  distribución  de  los  resultados  de  los  alumnos  en
relación  a  los  estándares  de  aprendizaje  y  las  características  de  los  alumnos  del
establecimiento educacional y, cuando sea posible, indicadores  de progreso y, o de
valor  agregado.  Con  todo,  gradualmente,  la  clasificación  de  los  establecimientos
propenderá  a  ser  realizada de  manera  independiente  de  las  características  de  los
alumnos  y  alumnas,  en  la  medida  que  el  sistema  corrija  las  diferencias  en  su
desempeño atribuibles a dichas características.

La Agencia determinará la metodología de clasificación, la que
será oficializada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además
por  el  Ministro  de  Hacienda.  Esta  metodología  podrá  considerar  resguardos  que
aseguren que los cambios de categoría no ocurran por un cambio en la composición
del alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de
ocho años.

Para  efectos  de  la  clasificación,  existirán  las  siguientes
categorías de establecimientos, según los resultados de aprendizaje de los alumnos,
en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje:

a) Establecimientos Educacionales de Buen Desempeño;
b)  Establecimientos  Educacionales  de  Desempeño

Satisfactorio;
c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Regular, y
d) Establecimientos Educacionales de Desempeño Deficiente.”

Fue  aprobada  esta  indicación  sustitutiva  por
asentimiento unánime (10 votos a favor).

Artículo 16.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  16.-  La  Agencia  deberá  informar  al  Ministerio  de
Educación,  y  a  los  padres  y  apoderados,  la  clasificación  de  los  establecimientos
educacionales. 

Asimismo,  procurará  que  los  establecimientos  educacionales
informen a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido
clasificados. 

Los  padres  y  apoderados  recibirán  información  de  fácil
comprensión sobre los establecimientos educacionales de mejor clasificación de la misma
comuna o de las comunas aledañas. 

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  clasificación  de  todos  los
establecimientos  del  país  deberá  estar  disponible  en  la  página  web  del  Ministerio  de
Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.”

El diputado señor Kast formuló indicación para sustituir
este artículo por el siguiente:
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“Artículo 16.- La Agencia deberá dar a conocer y dar amplia
difusión a los resultados de las mediciones de cumplimiento de estándares de los
establecimientos  educacionales  y  de  la  clasificación  de  éstos  al  Ministerio  de
Educación y a los padres y apoderados.

Asimismo, procurará que los establecimientos educacionales
informen a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han
sido clasificados.

En el caso de los padres y apoderados, recibirán información
relevante,  de  fácil  comprensión,  comparable  a  través  del  tiempo  para  el
establecimiento. Además, se deberá incluir información sobre los establecimientos de
mejor calificación de la misma comuna y de comunas cercanas.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  clasificación  de  todos  los
establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio de
Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.”

Fue aprobada la indicación precedente por simple
mayoría  (7  votos  a  favor,  1  voto  en  contra  y  una  abstención),  con  la
enmienda  de  sustituir  en  el  inciso  tercero  la  palabra  “calificación”  por
“clasificación”. 

Artículo 18.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 18.- Los establecimientos educacionales subvencionados,
o que reciban aportes del Estado, de Mal Desempeño serán objeto de visitas evaluativas, al
menos cada dos años; los de Desempeño Regular, en ciclos periódicos de dos a cuatro
años.

Los demás establecimientos educacionales podrán ser objeto de
visitas evaluativas por parte de la Agencia con la frecuencia que ésta determine. 

Para los efectos de esta ley, se considerarán establecimientos que
reciben aportes del Estado a los regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980.”

Fue probado el  artículo  18  por  simple  mayoría (7
votos a favor y cuatro abstenciones), con la sola enmienda de sustituir, en su
inciso primero, la expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”,
a fin de concordarlo con la enmienda introducida en la letra d) del inciso final
del artículo 13.

Artículo 22.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 22.- Una vez realizada la evaluación a que se refieren los
artículos  anteriores,  los  sostenedores  de  los  establecimientos  educacionales  deberán
elaborar o revisar su plan de mejoramiento educativo,  incluyendo acciones que permitan
hacerse cargo de las debilidades identificadas en el informe elaborado por la Agencia. Dicho
plan deberá, además, explicitar  las acciones que  aspira llevar adelante para mejorar los
aprendizajes de sus estudiantes y contener, a lo menos, las estrategias, actividades, metas
y recursos asociados a él.

El  plan  será  de  conocimiento  público  y  será  informado  a  la
Agencia,  al  Ministerio  de Educación  y  a  la  comunidad educativa  en  el  plazo  que fije  la
Agencia en el informe respectivo.

La Agencia  tendrá que tomar en consideración este  plan en su
próxima evaluación y en el informe respectivo.”

El  diputado  señor  Kast  formuló  una  indicación  para
reemplazar, en el inciso primero de esta disposición, las frases “, incluyendo
acciones que permitan hacerse cargo de las debilidades identificadas en el
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informe elaborado por la Agencia. Dicho plan deberá, además, explicitar”, por
el vocablo “explicitando”. 

Fue aprobada la indicación precedente por mayoría
(6 votos a favor y 4 votos en contra). 

Puesto en votación este artículo, con la indicación
aprobada, fue igualmente aprobado por mayoría  (7 votos a favor y tres
abstenciones), con las siguientes enmiendas adicionales: a) sustituir la forma
verbal “aspira” por “aspiran”; b) agregar un punto seguido (.) a continuación
del vocablo “estudiantes”, y c) reemplazar la conjunción “y” que precede a la
palabra “contener” por la expresión “Además, dicho plan deberá”.

Artículo 23.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  23.-  Los  sostenedores  de  los  establecimientos
educacionales  podrán  solicitar  apoyo  técnico  pedagógico  para  la  elaboración  e
implementación de su plan de mejoramiento educativo al Ministerio de Educación o a una
persona o entidad del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del
Ministerio de Educación, a su elección.”

El  Ejecutivo  formuló  indicación  para  agregar  en  este
artículo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente
oración:  “sin  que  ésta  signifique  una  alteración  de  las  condiciones  en  que  el
Ministerio  de  Educación se  relacione con los  sostenedores  en el  ejercicio  de  sus
demás funciones.”.

Fue  aprobada  la  indicación  por  unanimidad,  lo
mismo que el artículo con ella (8 votos a favor).

* * * * *

Párrafo 5º
De las medidas especiales para los establecimientos educacionales de Mal

Desempeño

En concordancia con la enmienda introducida en la letra
d) del inciso final del artículo 13, se acordó –por unanimidad– reemplazar, en
el epígrafe de este párrafo, la expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño
Deficiente”.

* * * * *

Artículo 25.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  25.-  La  Agencia  procurará  que  los  establecimientos
educacionales en la categoría de Mal Desempeño informen a todos los padres y apoderados
y  al  Consejo  Escolar  del  establecimiento  educacional  la  categoría  en  la  que  han  sido
clasificados.”
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El  Ejecutivo  formuló  indicación  para  sustituirlo  por  el
siguiente:

“Artículo 25.- La Agencia informará a los padres y apoderados
y al  Consejo Escolar  cada vez que el  establecimiento al  que envían a sus hijos o
pupilos sea clasificado en la categoría de Desempeño Deficiente.”.

Fue aprobada la  indicación  sustitutiva  precedente
por unanimidad (8 votos a favor).

Artículo 27.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  27.-  Los  establecimientos  educacionales  que  en  la
siguiente clasificación no logren ubicarse en una categoría superior, pero que muestren una
mejora significativa, deberán continuar recibiendo apoyo hasta por dos años más.

En  el  caso  de  aquellos  establecimientos  educacionales  que  no
exhiban una mejora significativa luego de dos años de haber sido clasificados como de Mal
Desempeño,  la  Agencia  deberá  informar  a  los  padres  y  apoderados  de  dichos
establecimientos educacionales sobre la situación en que éstos se encuentran.

La comunicación a que alude el inciso anterior, se enviará por carta
certificada y contendrá información relevante sobre los establecimientos educacionales de
mejor clasificación de la misma comuna y de comunas contiguas. 

Asimismo, se les otorgarán facilidades de transporte para que los
alumnos  accedan  a  tales  establecimientos  educacionales.  La  Agencia  propondrá  al
Ministerio de Educación la dictación de un decreto supremo, que deberá ser suscrito también
por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.

La Agencia definirá, en normas de carácter general,  los criterios
para determinar  la “mejora significativa” de un establecimiento educacional.  Éstos deben
guardar  relación  con  los  estándares  de  aprendizaje  referidos  a  los  objetivos  generales
señalados en la ley y en sus bases curriculares.”

Fue aprobado el artículo 27 por unanimidad (7 votos
a favor), con la enmienda de sustituir en su inciso segundo la expresión “Mal
Desempeño”  por  “Desempeño  Deficiente”,  en  concordancia  con  la
modificación introducida en la letra d) del inciso final del artículo 13.

Artículo 28.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  28.-  En  cualquier  caso,  si  después  de  cuatro  años,
contados de la comunicación señalada en el artículo 25, el establecimiento educacional se
mantiene en la categoría de Mal Desempeño, la Agencia deberá informar esta situación a la
Superintendencia para que ésta inicie el procedimiento administrativo destinado a revocar el
reconocimiento oficial del establecimiento educacional.”

El  Ejecutivo  formuló  indicación  para  agregar,  a
continuación  del  punto  final,  que  pasa  a  ser  punto  seguido,  la  siguiente
oración:

“Dicho  procedimiento  no  podrá  exceder  en  caso  alguno  el
inicio del año escolar siguiente, salvas las excepciones establecidas en la ley.”.

Fue  aprobada  la  indicación  precedente  por
asentimiento unánime, lo mismo que el artículo con ella (8 votos a favor),
con las enmiendas adicionales de reemplazar en él la preposición “de”, la

15



segunda vez que aparece, por la preposición “desde”, y  la expresión “Mal
Desempeño”  por  “Desempeño  Deficiente”,  en  concordancia  con  la
modificación introducida en la letra d) del inciso final del artículo 13.

Artículo 29.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  29.-  En  el  caso  de  los  establecimientos  particulares
pagados clasificados en la categoría de Mal Desempeño y transcurrido el plazo de cuatro
años contado desde la comunicación mencionada en el artículo 25, la Agencia informará a la
comunidad educativa para todos los efectos legales.”

Fue aprobado por simple mayoría (7 votos a favor y
una abstención),  con la  enmienda  de reemplazar  en él  la  expresión “Mal
Desempeño”  por  “Desempeño  Deficiente”,  en  concordancia  con  la
modificación introducida en la letra d) del inciso final del artículo 13.

Artículo 34.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 34.- No podrán ser miembros del Consejo:
a)  Los  sostenedores,  representantes  legales,  gerentes,

administradores  o  miembros  de  un  directorio  de  la  entidad  sostenedora  de  algún
establecimiento  educacional  que  imparta  enseñanza  en  los  niveles  parvulario,  básico  y
medio, o de alguna asociación de sostenedores.

b) Los senadores y diputados, ministros de Estado, subsecretarios,
intendentes o gobernadores; los secretarios regionales ministeriales de Educación o los jefes
de Departamentos Provinciales de Educación; alcaldes o concejales; consejeros regionales;
miembros  del  Escalafón  Primario  del  Poder Judicial;  secretarios o  relatores del  Tribunal
Constitucional;  fiscales  del  Ministerio  Público;  miembros  del  Tribunal  Calificador  de
Elecciones  o  su  secretario-relator;  miembros  de  los  tribunales  electorales  regionales,
suplentes o secretarios-relatores, y miembros de los demás tribunales creados por ley.

c) Los inscritos en el registro de personas naturales acreditadas
como evaluadores.

d)  Los  que  formen  parte  del  registro  de  administradores
provisionales, a cargo de la Superintendencia.”

El  Ejecutivo  formuló  indicación  para  sustituir  este
artículo por el siguiente:

“Artículo 34.- Es incompatible con el cargo de Consejero: 
a) Ser sostenedor, representante legal, gerente, administrador

o  miembro  de  un  directorio  de  la  entidad  sostenedora  de  algún  establecimiento
educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de
alguna asociación de sostenedores.

b) Ser senador o diputado; Ministro de Estado, Subsecretario,
Intendente  o  Gobernador;  Secretario  Regional  Ministerial  de  Educación  o  Jefe  de
Departamento  Provincial  de  Educación;  Alcalde  o  Concejal;  Consejero  Regional;
miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal
Constitucional;  Fiscal  del  Ministerio  Público;  miembro  del  Tribunal  Calificador  de
Elecciones o su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales,
suplente o secretario-relator, y miembro de los demás tribunales creados por ley.

c)  Estar  inscrito  en  el  registro  de  personas  naturales
acreditadas como evaluadores.

d) Formar parte del registro de administradores provisionales
a cargo de la Superintendencia.”
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Fue  aprobada  la  indicación  sustitutiva  por
unanimidad (7 votos a favor).

Artículo 35.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 35.- Los Consejeros deberán informar inmediatamente al
Presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que le reste imparcialidad en sus
decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual
se configure la causal.

En  particular,  estarán  inhabilitados  de  intervenir  en  aquellos
asuntos que afecten a[…]”

Fue aprobado el artículo por asentimiento unánime
(7 votos a favor), con la enmienda formal de sustituir en su inciso primero el
vocablo “le” por “les”, por razones de redacción.

Artículo 39.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  39.-  El  Secretario  Ejecutivo  será  el  Jefe  Superior  del
Servicio, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882.

Corresponderán al Secretario Ejecutivo las siguientes atribuciones
(se reproduce sólo la letra que resultó enmendada por la Comisión):

g)  Informar  a  la  Superintendencia  de  la  clasificación  de  un
establecimiento como de Mal Desempeño y del hecho de que alguno de éstos, a pesar de
los apoyos y habiéndose cumplido los plazos establecidos en la ley, no logre los estándares
mínimos exigidos;”

Puesto en votación el artículo 39, fue aprobado por
simple mayoría (6  votos a favor  y  una abstención),  con la enmienda  de
reemplazar,  en  la  letra  g)  de  su  inciso  segundo,  la  expresión  “Mal
Desempeño”  por  “Desempeño  Deficiente”,  en  concordancia  con  la
modificación introducida en la letra d) del inciso final del artículo 13.

Artículo 46.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 46.-  El  objeto de la Superintendencia será  fiscalizar el
uso  de  los  recursos por  los  sostenedores  y  los  establecimientos  educacionales
reconocidos oficialmente por el Estado, y que éstos cumplan con las leyes, reglamentos e
instrucciones  que  dicte  la  Superintendencia,  en  adelante  “la  normativa  educacional”.
Asimismo, proporcionará información, en el ámbito de su competencia, a las comunidades
educativas y otros usuarios e interesados, y atenderá los reclamos y denuncias de éstos,
estableciendo las sanciones que en cada caso corresponda.

Si  en  el  ejercicio  de sus  atribuciones  la  Superintendencia  toma
conocimiento  de  infracciones  a  otras  normas  legales  que  no  integran  la  normativa
educacional,  deberá  informar  a  los  órganos  fiscalizadores  correspondientes.  La
Superintendencia no podrá iniciar procesos sancionatorios por infracciones a otras normas
legales que no integran la normativa educacional.” 

El  Ejecutivo  formuló  indicación  para  intercalar  en  su
inciso primero, entre la palabra “fiscalizar” y la frase “el uso de los recursos”,
la frase “de conformidad a la ley”, entre comas (,).
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Fue  aprobada  la  indicación  unánimemente,  lo
mismo que el artículo con ella (7 votos a favor).

Artículo 47.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  47.-  Para  el  cumplimiento  de  sus  funciones,  la
Superintendencia  tendrá  las  siguientes  atribuciones  (se  reproducen  sólo  las  letras  que
resultaron enmendadas por la Comisión):

b)  Fiscalizar  la  rendición  de  cuenta  del  uso  de  los  recursos,
mediante procedimientos contables simples, generalmente aceptados, de acuerdo al Párrafo
3° de este Título.

f)  Citar  a  declarar  a  los  sostenedores,  representantes,
administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho
que  estime  necesario  para  resolver  alguna  denuncia  o  reclamo  que  esté  conociendo  o
cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus
funciones. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia
respecto  de  los  terceros  que  administren  y  presten  servicios  a  los  establecimientos
educacionales.”

El Ejecutivo formuló las siguientes indicaciones:

1. Para sustituir la letra b) por la siguiente:

“b) Fiscalizar la rendición de cuenta del uso de los recursos,
de acuerdo al Párrafo 3º de este Título, a través de procedimientos contables simples
generalmente aceptados.”, y

2. Para agregar en la letra f) un nuevo párrafo segundo
del siguiente tenor:

“Respecto de los establecimientos educacionales particulares
pagados,  el  ejercicio  de  esta  atribución  exigirá  la  existencia  de  una  denuncia  o
reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III, salvo que se trate de la verificación del
cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del
Estado.”.

La indicación Nº 1 fue aprobada por asentimiento
unánime (7 votos a favor), en tanto que la Nº 2 lo fue por simple mayoría
(6 votos a favor y una abstención). 

Puesto  en  votación  el  artículo  47,  con  ambas
indicaciones, fue aprobado por unanimidad (7 votos a favor).

Artículo 65.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  65.-  Una  vez  notificado  el  sostenedor,  de  acuerdo  al
artículo  anterior,  el  Director  Regional  podrá  proponer  al  Superintendente,  como  medida
precautoria,  ordenar  mediante  resolución  fundada la  retención  inmediata,  ya  sea  total  o
parcial,  del  pago  de  la  subvención  y  proporcional  al  daño  causado,  sólo  en  los  casos
señalados en las letras f),  g)  ,  h) y l)  del artículo 72. El Ministerio de Educación deberá
proceder en el sentido dispuesto por la Superintendencia. Las medidas precautorias tendrán
una vigencia  de hasta  quince días corridos,  pudiendo ser  decretadas nuevamente si  se
mantienen las circunstancias que le dieron origen.
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Esta medida sólo podrá ser dispuesta oyendo al afectado, y podrá
ser impugnada dentro de los cinco días hábiles siguientes, sin suspender la tramitación del
procedimiento administrativo principal. En tal caso, la Administración tendrá igual plazo para
resolver.”

El Ejecutivo formuló indicación para modificar el artículo
en comento en el sentido de:

a) Eliminar, en su inciso primero, la expresión “, h)” y

b) Agregar en el mismo inciso primero, a continuación
del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 

“En todo caso, la medida precautoria de retención total en el
pago de la subvención, solo podrá ser decretada si durante el mismo año escolar y
por los mismos hechos, se hubiere dispuesto previamente la  medida de retención
parcial respecto del mismo establecimiento educacional.”.

Fue  aprobada  la  indicación  precedente  en  forma
unánime, lo mismo que el artículo 65 con ella (11 votos a favor), con la
enmienda de reemplazar en su inciso primero la expresión “le” por “les”.

Artículo 72.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  72.-  Son  infracciones  graves  (se  reproducen  sólo  las
letras enmendadas por la Comisión):

f)  Impedir,  entorpecer  u  obstaculizar la  fiscalización  de  la
Superintendencia.

i) Hacer obligatorio el pago de matrícula u otros cobros que tengan
carácter voluntario.

k) Incurrir en atraso reiterado en el pago de las remuneraciones,
cotizaciones  provisionales y de salud de su personal, sin perjuicio de las facultades que
sobre la materia detentan otros órganos.”

El Ejecutivo formuló indicación al  artículo en comento
para:

a) Intercalar en la letra f), entre la palabra “obstaculizar”
y la frase “la fiscalización”, el término “deliberadamente”, y

b) Agregar en la letra i), a continuación del punto aparte
(.),  que  pasa  a  ser  coma  (,),  lo  siguiente:  “en  los  establecimientos
educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado.”.

Fue  aprobada  la  indicación  precedente  por
asentimiento  unánime,  lo  mismo que el  artículo  con ella (11  votos  a
favor),  con  la  enmienda  adicional  de  sustituir  en  su  letra  k)  la  palabra
“provisionales” por “previsionales”,  en virtud de un acuerdo general de la
Comisión en orden facultar al Secretario para salvar errores formales en la
redacción del proyecto, conforme al artículo 15 del Reglamento.

Artículo 86.
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Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 86.- Sólo se podrá nombrar un administrador provisional
en los siguientes casos:

a)  Cuando  el  establecimiento  educacional  se  mantenga  en  la
categoría de  Desempeño Insatisfactorio por más de cuatro años consecutivos y exista
riesgo de afectar la continuidad del año escolar.

b) Cuando el sostenedor se ausente injustificadamente, poniendo
en riesgo la continuidad del año escolar.

c)  Cuando,  por  razones  imputables  al  sostenedor,  se  haga
imposible  la  mantención  del  servicio  educativo  a  consecuencia  de  sanciones,  medidas
precautorias, embargos, ejecuciones, retiros que afecten al establecimiento educacional o a
su mobiliario.

d)  Cuando  exista  atraso  reiterado  en  el  pago  de  las
remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud del personal del establecimiento. Se
entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos
o de tres en un período de seis.

e) Cuando, por causa imputable al sostenedor, se suspendan los
servicios  básicos  para  el  buen  funcionamiento  del  local  escolar.  Se  entenderá  por
suspensión reiterada la  no disponibilidad del  servicio  básico en un período de tres días
hábiles consecutivos o cinco días hábiles en un período de seis meses. 

El  nombramiento  del  administrador  provisional  en  los  casos
señalados  en  las  letras  b),  c)  y  d),  será  una  atribución  privativa  e  indelegable  del
Superintendente.”

El Ejecutivo formuló indicación para modificar el inciso
primero de este artículo en el siguiente sentido:

a)  Sustituir,  en  la  letra  a),  la  expresión  “Desempeño
Insatisfactorio” por “Mal Desempeño”;

b) Intercalar en la letra b), entre la palabra “sostenedor”
y la expresión “se ausente”, la frase “, los socios, el representante legal, o
el administrador de la entidad sostenedora”, y

c) Reemplazar, en la letra b), la expresión “ausente” por
“ausenten”.

Fue aprobada esta  indicación  por  unanimidad (12
votos  a  favor),  con  la  enmienda  de  reemplazar  la  expresión  “Mal
Desempeño”,  que propone  en su  letra  a),  por  la  expresión  “Desempeño
Deficiente”, en concordancia con la modificación introducida en la letra d) del
inciso final del artículo 13.

Asimismo, el Ejecutivo formuló indicación para agregar
el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:

“Tratándose de las causales señaladas en las letras b), c) y e)
precedentes,  una  vez  que  la  Superintendencia  haya  nombrado  al  administrador
provisional,  notificará por carta certificada al  sostenedor para que éste,  dentro del
plazo  de  cinco  días  hábiles  contados  desde  dicha  notificación,  pueda  reclamar
administrativamente ante el Superintendente de esa designación.”

Fue  aprobada  la  indicación  precedente  por
unanimidad (11 votos a favor). 
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Puesto  en  votación  el  artículo  86,  con  las
indicaciones  antes  aprobadas,  fue  también  aprobado por  mayoría (8
votos a favor, 1 voto en contra y dos abstenciones).

Artículo 93.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  93.-  Ningún  establecimiento  podrá  ser  objeto  de
reestructuración más de dos veces en un período de diez años.

Si  el  establecimiento  educacional  resulta  clasificado  como
insatisfactorio después de finalizada la segunda reestructuración dentro de tal período, la
Agencia de Calidad comunicará la situación a la Superintendencia para que ésta inicie el
procedimiento administrativo para revocar el reconocimiento oficial del establecimiento.”

El Ejecutivo formuló indicación para sustituir, en el inciso
segundo  de  este  artículo,  la  expresión  “insatisfactorio”  por  “de  Mal
Desempeño”.

Fue  aprobada  la  indicación  precedente  en  forma
unánime (11  votos  a  favor),  lo  mismo que el  artículo  con ella,  con la
enmienda  de  reemplazar  la  expresión  “Mal  Desempeño”,  sustituida  en  el
inciso  segundo  del  artículo  en  comento,  por  la  expresión  “Desempeño
Deficiente”, en concordancia con la modificación introducida en la letra d) del
inciso final del artículo 13.

Artículo 106.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  106.-  La  Superintendencia  estará  sometida  a  la
fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al
examen de las cuentas de entradas y gastos.”

El  Ejecutivo  formuló  indicación para  agregar,  a
continuación del punto final, que pasa a ser coma (,) la frase “sin perjuicio
de las atribuciones propias de dicho órgano de control.”.

Fue  aprobada  dicha  indicación  por  asentimiento
unánime, lo mismo que el artículo con ella (11 votos a favor).

Artículo 111.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  111.-  Un reglamento establecerá  los  mecanismos que
permitan una coordinación eficaz entre los órganos del Estado que componen el Sistema.

Las visitas inspectivas, evaluativas o de fiscalización que realicen
los órganos mencionados deberán realizarse coordinadamente.

La Agencia deberá informar a la Superintendencia de Educación, la
exclusión indebida de alumnos de bajo rendimiento de las mediciones, filtración de pruebas
o cualquier otro intento de manipulación de los resultados de las mediciones de aprendizaje,
con el objeto que adopte las medidas pertinentes y aplique las sanciones que corresponda
de conformidad a la ley.

Para la elaboración, mantención y actualización de los Registros
que se creen en virtud de esta ley, el Ministerio, la Superintendencia y la Agencia de Calidad
tendrán libre acceso a la información que cada uno posea, recíprocamente.”
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El  Ejecutivo  formuló  indicación  para  intercalar  en  el
inciso  primero,  después  de  la  expresión  “mecanismos”,  la  frase
“procedimientos y en general toda acción”, precedida de una coma (,).

Fue aprobada esta indicación en forma unánime, al
igual que el artículo con ella (11 votos a favor).

Artículo 113.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo 113.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, del
Ministerio  de  Educación,  de  1998,  sobre  Subvención  del  Estado  a  Establecimientos
Educacionales, en el siguiente sentido (se reproduce sólo el primero de sus 10 numerales,
todos los cuales fueron aprobados sin enmiendas):

1. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 5°:
a) Derógase su inciso tercero.
b) Sustitúyese su inciso cuarto, por el siguiente:
‘El incumplimiento de la obligación señalada en el inciso segundo

se considerará infracción menos grave.’.”

El  Ejecutivo  formuló  indicación  para  anteponer  un
nuevo número 1,  pasando el  actual  1 a ser  2;  el  actual  2 a ser  3,  y  así
sucesivamente:

“1. Agrégase en el inciso cuarto del artículo 2°, a continuación
del punto aparte que pasa a ser seguido, la oración “Con todo, el requisito señalado
en la letra a) del inciso anterior no se aplicará a los socios.”.

Fue  aprobada  la  indicación  por  unanimidad,  lo
mismo que el artículo con ella (9 votos a favor).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  primero.-  Facúltase al  Presidente de la  República para
que,  mediante  un  decreto  con  fuerza  de  ley  expedido  por  intermedio  del  Ministerio  de
Educación,  que además deberá ser  suscrito por el  Ministro  de Hacienda,  establezca las
Direcciones  Regionales de  la  Superintendencia  de  Educación  definiendo sus
potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.”

El Ejecutivo formuló indicación para:

a)  Intercalar,  entre  las  palabras  “Direcciones”  y
“Regionales”, la frase “y Oficinas”, y

b)  Intercalar,  entre la  expresión  “Superintendencia  de
Educación” y la palabra “definiendo”, la frase “y de la Agencia de Calidad
de la Educación”, seguida de una coma (,).

Ambas fueron aprobadas por unanimidad, al  igual
que el artículo con ellas (9 votos a favor).
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Artículo segundo.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo  segundo.-  El  Ministerio  de  Educación  tendrá  un  plazo
máximo de un año desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares
de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación.

La Agencia de Calidad tendrá un plazo máximo de un año, contado
desde la  aprobación de  los  estándares que señala  el  inciso anterior,  para  determinar  y
aplicar  la  metodología  para  la  clasificación  de  los  establecimientos  en  las  categorías  y
criterios señalados en el artículo 13.”

Los  diputados  señores  González,  Monsalve,  Silber;
Venegas,  don  Mario;  Verdugo  y  diputadas  señoras  Pacheco  y  Saa,
formularon  una  indicación  para  reemplazar  el  artículo  en  comento  por  el
siguiente:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo
de tres años, desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares
de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación. Con
todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de aprendizaje de, a lo
menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de medición.”

Fue  aprobada  la  indicación  sustitutiva  por
asentimiento unánime (10 votos a favor).

Artículo quinto, inciso segundo.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Conforme  a  lo  anterior,  la  Subsecretaría  de  Educación
directamente o utilizando el  procedimiento que  establece por el  artículo 23 del  Estatuto
Administrativo,  llamará  a  un  concurso  abierto  a  los  funcionarios  de  las  instituciones
enumeradas en el inciso precedente, sean de planta o a contrata, los que deberán cumplir
los requisitos de los cargos concursados y estar calificados en listas 1 o 2 de distinción o
buena,  respectivamente.  Los  funcionarios  a  contrata  deberán,  además,  haberse
desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al concurso.”

Artículo décimo, inciso primero.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo décimo.- Las categorías indicadas en el artículo 9º de la
ley Nº 20.248 se entenderán equivalentes a las categorías establecidas en el artículo 13 de
la presente ley, de acuerdo a la siguiente tabla:

Autónomo De Buen Desempeño
Emergente De Desempeño Satisfactorio

De Desempeño Regular 
En Recuperación De Mal Desempeño

Puestos en votación los artículos quinto y décimo
transitorios,  fueron aprobados por  asentimiento  unánime (10  votos  a
favor),  con  las  enmiendas  de  eliminar,  en  el  inciso  segundo  del  artículo
quinto,  la  preposición  “por”  que  sigue  a  la  forma  verbal  “establece”,  y
reemplazar, en la tabla del inciso primero del artículo décimo, la expresión
“Mal  Desempeño”  por  “Desempeño  Deficiente”,  en  concordancia  con  la
modificación introducida en la letra d) del inciso final del artículo 13.
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Artículo undécimo.

Texto propuesto por el H. Senado:

“Artículo undécimo.- Facúltase al Presidente de la República para
que,  mediante  uno  o  más  decretos  con  fuerza  de  ley,  expedidos  por  el  Ministerio  de
Educación,  que  además  deberán  ser  suscritos  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  dicte  las
normas necesarias  para  modificar  la  organización del Ministerio  de  Educación con el
objeto de adecuarla a las normas de esta ley. En dichas normas se procederá, además, a
efectuar la adecuación de las plantas de personal que de dicha reorganización se deriven.”

El Ejecutivo formuló indicación para intercalar en este
artículo, entre la palabra “organización” y la conjunción “del”, la expresión “y
funciones”; y entre la expresión “Educación” y la preposición “con”, la frase
“y  de  aquellas  instituciones  relacionadas  con  éste  que  desarrollen
educación regular”, seguida de una coma (,).

Fue aprobada la referida indicación por unanimidad,
lo mismo que el artículo con ella (10 votos a favor).

INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES. 

Fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la
Comisión, durante la discusión particular, las siguientes indicaciones:

1) Del diputado señor Kast para intercalar, en la letra f)
del  artículo  2°,  la  palabra  “anuales”,  a  continuación  del  vocablo
“Evaluaciones”.

2) Del diputado señor Enríquez-Ominami para agregar,
en el inciso primero del artículo 5°, después de la palabra “funcionalmente”,
el vocablo “territorialmente”.

3) Del diputado señor Verdugo para sustituir, el inciso
tercero del artículo 5º, por el siguiente:

“El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago
sin  perjuicio  de  las  oficinas  que  deberá  establecer  en  cada  una  de  las
capitales regionales.”

4) De la diputada señora Pacheco, para reemplazar el
inciso tercero del artículo 5º por el siguiente:

“El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago.
Establecerá,  además,  sin  perjuicio  de  las  oficinas  locales  que  exijan  las
necesidades del servicio, a lo menos, las siguientes oficinas zonales:

Norte: Regiones  XV, I, II y III; 
Centro Norte: Regiones IV y V; 
Región Metropolitana;
Centro Sur: Regiones VI, VII y VIII y
Sur: Regiones IX, XIV y X; y
Austral: Regiones  XI y XII.”
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5) De  los  diputados  señores  Kast  y  Correa  para
intercalar en párrafo tercero de la letra (a) del artículo 7°, después de la frase
“a lo menos en algún curso”, la expresión “cada año,”.

INDICACIONES RECHAZADAS.

Fueron rechazadas durante la discusión en particular,
por los quórum que se señalan, las siguientes indicaciones: 

1) Del diputado señor Enríquez-Ominami para agregar,
después del artículo 1°, el siguiente artículo nuevo:

“La finalidad del sistema nacional de aseguramiento de la calidad
de la educación parvularia, básica y media es apoyar a los profesores en la conducción de la
diversidad de los procesos de enseñanza aprendizaje.”.  Por unanimidad (12 votos
en contra).

2) Del diputado señor Enríquez-Ominami para agregar,
en la letra a) del artículo 2°, después del vocablo “estándares”, la palabra
“flexibles”.  Por unanimidad (13 votos en contra).

3) Del diputado señor Enríquez-Ominami para sustituir,
en la letra c) del artículo 2°, la frase “logro de los estándares”, por la palabra
“aprendizaje”.  Por unanimidad (13 votos en contra).

4) Del diputado señor Enríquez-Ominami para sustituir,
en  la  letra  d)  del  artículo  2°,  la  frase  “para  determinar  el  logro  de  los
estándares” por la oración “para favorecer los procesos de aprendizaje”.  Por
unanimidad (13 votos en contra).

5) Del diputado señor Montes para agregar, al final de
la letra d) del artículo 2°, lo siguiente:  “Los estándares de aprendizaje procurarán
medir el desarrollo integral de los alumnos y estarán referidos al cumplimiento de cada uno
de los objetivos generales establecidos,  según el  nivel  educativo y el grado respectivo.”.
Por mayoría (10 votos en contra, 1 voto a favor y 1 abstención).

6) De  los  diputados  señores  Kast  y  Correa  para
modificar la letra e) del artículo 2º del siguiente modo:

a)  sustituir  la  frase  “Fiscalización  del  uso  de  los
recursos” por “Fiscalización de la adecuada rendición de cuentas del uso de
los recursos públicos”;

b) agregar después de la frase “del uso de los recursos”
otra que diga “en los establecimientos subvencionados”, y

c)  intercalar  después  de  la  palabra  “Fiscalización”  la
frase entre comas (,) “en conformidad a la ley”.  Por mayoría (8 votos en
contra y dos abstenciones).

7) Del diputado señor Becker para eliminar, en la letra
e) del artículo 2º, la frase “del uso de los recursos y”, agregando, después de
la expresión “de los recursos”, la palabra “públicos”. Por mayoría (1 voto a
favor, 8 votos en contra y una abstención).
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8) Del diputado señor Enríquez-Ominami para sustituir,
en la letra g) del artículo 2°, la palabra “pública” por la expresión “y bases de
datos.  Por unanimidad (11 votos en contra).

9) Del diputado señor Enríquez-Ominami para eliminar,
en  la  letra  h)  del  artículo  2°, la  frase “de  reconocimiento  y de  sanciones
relacionadas con el logro de los estándares”. Por unanimidad (11 votos en
contra).

10) Del diputado señor Enríquez-Ominami para agregar
en el artículo 3°, después de la palabra “estándares”, el vocablo “flexibles”.
Por unanimidad (11 votos en contra).

11) Del  diputado  señor  Montes  para  agregar,  en  el
artículo 3°, después de la palabra “competencias”, la expresión “cognitivas y
no cognitivas”. Por unanimidad (10 votos en contra).

12) Del diputado señor Becker para eliminar, en la letra
B) del artículo 4°, los números 3 y 5. Por mayoría (9 votos en contra y dos
abstenciones).

13) Del diputado señor Becker para  reemplazar, en el
inciso segundo del artículo 4º, la frase “de evaluación contemplado en esta
ley” por la expresión “de los establecimientos educacionales”.  Por mayoría
(2 votos a favor, 8 votos en contra y dos abstenciones).

14) Del diputado señor Kast para eliminar, en el artículo
4º bis, la frase “los cuales tendrán una vigencia de 6 años”. Por unanimidad
(13 votos en contra).

15) Del  diputado  señor  Enríquez-Ominami  para
eliminar,  en  el  inciso  tercero  de  artículo  5º,  la  expresión  “cuando  las
necesidades del servicio así lo exijan”. Por unanimidad (7 votos en contra).

16) Del  diputado señor  Enríquez-Ominami,  al  artículo
6°, para:

a) Agregar, en el inciso primero, después del vocablo
“considerando”  la  siguiente  frase:  “los  diferentes  ritmos  y  estilos  de
aprendizaje de los estudiantes, los distintos contextos y”.  Por mayoría (7
votos en contra y una abstención).

b) Sustituir en la letra a), en el inicio, “evaluar los logros
de  los  alumnos”  por  lo  siguiente:  “apoyar  la  evaluación  de”)…  los  logros  de  lo
alumnos…  (eliminar  “DE  ACUERDO  AL  GRADO  DE  CUMPLIMIENTO  DE  LOS
ESTÁNDARES”)…  (agregar  “Y  EVALUACIÓN)  (eliminar  “ESTANDARIZADOS  Y
EXTERNOS A LOS ESTABLECIMIENTO”. Por unanimidad (8 votos en contra).

c)  Para  sustituir  la  letra  a)  la  parte  de  la  frase  que
empieza “por medio de procedimientos de medición…” por lo siguiente: “a)…
medio  de  una  variedad  de instrumentos  de evaluación  y  medición,  tanto  internos  como
externos a los establecimientos”. Por unanimidad (8 votos en contra).
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d)  Para  eliminar  la  letra  c)  del  inciso  segundo.  Por
unanimidad (8 votos en contra).

17) Del diputado señor Enríquez Ominami,  todas por
unanimidad (8 votos en contra), a la letra a) del inciso único del artículo 7°,
para:

a) Agregar en el primer párrafo, después de “sistema de
medición” lo siguiente: “y evaluación”.

b) Eliminar en el primer párrafo la frase “en función del
grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje”.

c) Sustituir en el segundo párrafo, después de “sistema
de medición” y antes de “podrá”, por lo siguiente: “y evaluación”.

d) Introducir  al  final  del  segundo párrafo lo siguiente:
“incluyendo a los profesores de los establecimientos”.

e)  Eliminar  en  el  tercer  párrafo,  después  de  “las
mediciones”  y  antes  de  “En  todo  caso”,  lo  siguiente:  “del  grado  de
cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos”. 

f) Sustituir en el tercer párrafo, después de “aplicadas
en forma” y antes de “a lo menos en” lo siguiente: “muestral, con fines de
investigación para el aprendizaje y la gestión”) a lo menos en algún curso,
etc.”

18) De la diputada señora Pacheco para agregar en la
letra a) del artículo 7°, el siguiente párrafo final:  “En sus mediciones, la Agencia
considerará las características de los establecimientos educacionales cuya matrícula sea
insuficiente  para  realizar  inferencias  estadísticas  confiables  acerca  del  grado  de
cumplimiento de los estándares de aprendizaje de sus alumnos.”. Por unanimidad (2
votos a favor, 3 votos en contra y tres abstenciones).

19) Del diputado señor Montes para agregar, en letra c)
del artículo 7°, la siguiente frase final:  “Dicho sistema considerará a lo menos la
determinación del  número total  de docentes por  alumno; número de alumnos por  curso;
carga horaria de aula de los profesores del establecimiento, incluida la que realicen en otros
planteles; gasto promedio por alumno, considerando para ello todos los ingresos que reciba
el establecimiento, divididos por el número total de alumnos y la existencia y características
de  equipos  profesionales  multidisciplinarios  de  apoyo  a  la  labor  educativa.”.  Por
unanimidad (8 votos en contra).

20) Del  diputado  señor  Montes  para  agregar,  en  el
párrafo segundo de la letra h) del artículo 7°, la siguiente frase final: “Con este
objeto  procurará  que  la  información  sea  clasificada,  estableciendo  categorías  de
establecimientos  comparables,  independientemente  de  la  propiedad o  financiamiento  del
plantel.”. Por unanimidad (8 votos en contra).

21) Del  diputado  señor  Enríquez-Ominami,  para
eliminar las letras h) y k). Por unanimidad (8 votos en contra).

22) Del  diputado  señor  Enríquez-Ominami  para
eliminar,  en  el  inciso  tercero  del  artículo  8°,  la  frase  “el  grado  de
cumplimiento  de  los  estándares  de  aprendizaje  de  los  alumnos”. Por
unanimidad (11 votos en contra).
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23) Del  diputado  señor  Enríquez-Ominami  para
eliminar,  en  el  inciso  primero  del  artículo  10,  la  frase  “en  relación  al
cumplimiento de los estándares”. Por unanimidad (9 votos en contra).

24) De  los  diputados  señores  Correa  y  Kast  para
intercalar, en el artículo 10, el siguiente inciso segundo, nuevo: “En ningún caso
dichas  recomendaciones  serán  obligatorias.  Asimismo,  no  podrá  calificarse  a  los
establecimientos en base (a) indicadores o evaluaciones que no tengan relación con el grado
de cumplimientos de estándares de aprendizaje.”.  Por mayoría (1 voto a favor, 7
votos en contra y una abstención).

25) Del diputado señor Kast para eliminar, en el artículo
12, la palabra “apoyar”. Por mayoría (6 votos en contra y una abstención).

26) Del  diputado  señor  Montes  para  agregar,  en  el
inciso segundo del artículo 14, la siguiente oración final: “Podrán eximirse de esta
clasificación  los  establecimientos  cuyas  características  les  impidan  generar  estadísticas
confiables respecto de sus resultados, lo que se determinará en el citado decreto.”.  Por
mayoría (6 votos en contra y una abstención).

27) Del  diputado  señor  Montes  para  agregar,  en  el
inciso primero del artículo 16, entre la palabra “educacionales” y el punto que
le sucede, la frase “y, en este último caso, los procedimientos y mecanismos
de  apoyo  derivados  de  ella.”.  Por  mayoría  (7  votos  a  favor  y  dos
abstenciones).

28) Del diputado señor Enríquez-Ominami para eliminar
el  artículo  16.  Por  aplicación  del  inciso  noveno  del  artículo  281  del
Reglamento; esto es, por ser contradictoria con las ideas ya aprobadas
del proyecto.

29) Del diputado señor Montes para  reemplazar, en el
inciso primero del artículo 18, la frase “dos años” por “año” y para eliminar la
expresión “a cuatro”.  Por  mayoría (4  votos a favor,  5 en contra y dos
abstenciones).

30) Del  diputado  señor  Kast  para  eliminar  el  inciso
tercero del artículo 22.  Por  mayoría (2 votos a favor, 6 en contra y dos
abstenciones).

31) Del diputado señor Enríquez-Ominami para sustituir
el  artículo  25  por  el  siguiente:  “La  Agencia  procurará  que  los  establecimientos
educacionales en la categoría de Mal Desempeño sean intervenidos por el Ministerio para
realizar  acciones  de  renovación  del  establecimiento,  incluyendo  en  ello,  el  cambio  de
personal.”. Por mayoría (7 votos a favor y una abstención). 

32) Del diputado señor Montes para sustituir el artículo
26 por el siguiente: “Artículo 26.- Los establecimientos educacionales de mal desempeño
deberán  recibir  apoyo  técnico  pedagógico.  Para  ello  podrán  recurrir  al  Ministerio  de
Educación, que prestará este servicio o a un grupo de expertos reconocidos del Registro a
que se refieren los artículos 23 y 24. Este apoyo deberá brindarse, a lo menos, hasta que
dicho establecimiento abandone dicha categoría. En todo caso, sólo podrá brindarse por un
plazo máximo de tres años.”. Por mayoría (1 voto a favor, 5 votos en contra y
una abstención).
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33) Del diputado señor Montes para eliminar los incisos
primero y último  del  artículo 27.  Por mayoría  (6 votos en contra y una
abstención).

34) Del diputado señor Enríquez-Ominami para eliminar
los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 27. Por mayoría (6 votos
en contra y una abstención).

35) Del diputado señor Montes para  reemplazar, en el
artículo  28,  la  palabra  “cuatro”  por  “tres”.  Por  unanimidad  (8  votos  en
contra).

36) Del  diputado  señor  Montes  para  sustituir  en  el
artículo 29 la palabra “cuatro” por “dos”. Por mayoría (1 voto a favor y 7
votos en contra).

37) De los  diputados señores Silber  y  Venegas para
agregar un artículo 31 bis del siguiente tenor:  "Para una adecuada coordinación
entre el Ministerio de Educación y la Agencia, un representante designado por el Ministro de
Educación participará en todas las sesiones del Consejo, sólo con derecho a voz.”.  Por
unanimidad (8 votos en contra).

38) Del diputado señor Montes para agregar, en la letra
b) del artículo 47, la siguiente frase final: “Dichas rendiciones deberán incluir  un
estado  anual  de  resultados  que  contemple  todos  los  ingresos  y  gastos  de  cada
establecimiento. En los ingresos deberán disponerse todas las transferencias del Ministerio
de Educación, de la municipalidad, de los padres y apoderados o de otras fuentes. En los
gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención,
adquisición de materiales, giras de estudio, u otros. Dichos antecedentes estarán, también, a
disposición de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar.”.  Por mayoría (1
voto a favor, 5 votos en contra y una abstención).

39) De los  diputados señores  Silber  y  Venegas para
agregar  en  el  inciso  tercero del  artículo  49,  después de la  frase “deberá
procurar”, la palabra “especialmente”. Por unanimidad (6 votos en contra).

40) Del  diputado  señor  Montes  para  incorporar  el
siguiente artículo 49 bis:

“Artículo 49 bis.- Con el objeto de facilitar la fiscalización de las
disposiciones de esta ley los sostenedores deberán enviar, dentro de los primeros cinco días
de  comenzado  el  año  escolar,  un  listado  de  los  alumnos  matriculados  por  curso,  que
considere su cédula nacional de identidad, nombres y apellidos. Del mismo modo deberán
informar en el mismo plazo cuando, en el curso del año escolar, se cancele la matrícula a un
estudiante, éste se retire del establecimiento o suspenda injustificadamente su asistencia
regular por más de quince días.

Los  sostenedores  deberán,  asimismo,  informar  diariamente  la
asistencia de estudiantes al establecimiento, por medios informáticos o telefónicos, a más
tardar dentro de las primeras tres horas desde el inicio de la jornada respectiva.

Un  reglamento  normará  la  forma  y  modalidades  en  que  deban
cumplirse las obligaciones dispuestas en los incisos precedentes. Asimismo, en el caso del
inciso  anterior,  señalará  los  mecanismos  alternativos  de  cumplimiento  en  caso  de  no
contarse con dichos medios de comunicación.

Los  sostenedores  deberán,  también,  mantener  publicada  en  un
lugar visible y de acceso público del establecimiento la asistencia de todos los cursos que
impartan,  a lo menos respecto de los tres meses anteriores o de aquéllos que hubieran
transcurrido, si ellos fueran menos de tres. Podrá cumplirse alternativamente esta obligación
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a través de su difusión a través de Internet, pero en tal caso deberá considerar íntegramente
todo  el  año  escolar  en  curso.”.  Por  mayoría (8  votos  en  contra  y  dos
abstenciones).

41) Del diputado señor Montes, para reemplazar, en el
inciso primero del artículo 50, la palabra “respecto” por la frase “que reflejen
en  forma  íntegra  y  fidedigna  todos  los  ingresos,  gastos  y  la  situación
financiera”. Por mayoría (1 voto a favor y 10 votos en contra).

42) Del diputado señor Kast, para agregar en el inciso
primero del artículo 50, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la frase
“y  en  ningún  caso  podrá  pronunciarse  sobre  el  mérito  de  los  gastos  realizados  por  el
establecimiento  educacional.”. Por  mayoría  (5  votos  a  favor  y  6  votos  en
contra).

43) Del diputado señor Kast, para agregar en el inciso
segundo  del  artículo  50,  después  de  la  frase  “existencia  de  sospechas
fundadas”  y  antes  de  la  coma  (,),  la  frase  “respecto  de  la  veracidad  y
exactitud de la información que le hayan proporcionado,”; y en subsidio, la
expresión “que se pudieren estar cometiendo infracciones que pueden ser
objeto de sanción” Por mayoría (5 votos a favor y 6 votos en contra).

44) Del diputado señor Montes, para sustituir el inciso
segundo del artículo 50 por el siguiente: “Además, previa resolución que señale la
existencia  de  sospechas  fundadas,  la  Superintendencia  podrá  realizar  auditorías  para
comprobar la veracidad y exactitud de la información financiera que le hayan proporcionado.
El sostenedor del establecimiento educacional tendrá derecho, en este caso, a realizar, a su
costo, auditorías paralelas a cargo de las instituciones externas que elija, de entre aquéllas
inscritas en un registro que para tales efectos lleve la Superintendencia, con el objeto de
contrastar sus resultados.”. Por mayoría (3 votos a favor y 8 votos en contra).

45) Del  diputado  señor  Becker  para  intercalar  en  el
artículo 52, después de la oración, “otros interesados”, la frase “directamente
afectados por alguna actuación del establecimiento”.  Por mayoría (8 votos
en contra y dos abstenciones).

46) Del  diputado  señor  Becker  para  eliminar  en  el
artículo  59  la  frase  “y  las  medidas  precautorias  que  se  decreten”.  Por
mayoría (6 votos en contra y tres abstenciones).

47) Del diputado señor Becker para suprimir el artículo
65. Por mayoría (7 votos en contra y cuatro abstenciones).

48) Del diputado señor Becker para suprimir la letra k)
del artículo 72. Por mayoría (9 votos en contra y dos abstenciones).

49) Del  diputado  señor  Montes  para  enmendar  el
artículo 72, como sigue: 

a) Agregar la siguiente letra l), pasando la actual letra l)
a ser m):

“l)  No  cumplir  con  las  disposiciones  sobre  incorporación  de
alumnos en condiciones de vulnerabilidad o incurrir  en prácticas ilegales de selección de
estudiantes.”, y
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b) Agregar el siguiente inciso final:
“En el caso de las infracciones señaladas en las letras g, h, i y j

precedentes, los sostenedores serán castigados con la privación temporal de la subvención
o una multa, si no dispusieran de ella, la primera vez en que ello suceda. Si se reiterare la
ocurrencia  de cualquiera de esas conductas se impondrá conjuntamente con la  sanción
precedente, una multa, debiendo procederse, además, según lo dispuesto en el párrafo 6°.
En caso de incurrirse por tercera vez en una infracción de este tipo se sancionará con la
revocación  del  reconocimiento  del  establecimiento  y  con  la  inhabilidad  perpetua  del
sostenedor. Deberá, sin embargo, aplicarse inmediatamente esta última sanción cuando el
monto involucrado en la acción maliciosa, adulteración o cobro indebido excediere el valor
total de los últimos seis meses de subvención recibida.".  Ambas letras por simple
mayoría (4 votos a favor y 7 votos en contra).

50) Del  diputado  señor  Montes  para  agregar,  en  el
inciso primero del artículo 83, entre las palabras “respectiva” y “suspenderá”,
la frase “o la denuncia a la justicia de los mismos hechos”.  Por mayoría (3
votos a favor, 8 votos en contra y una abstención).

51) Del diputado señor Montes para  reemplazar, en la
letra  a)  del  inciso  primero  del  artículo  86,  la  expresión  “Desempeño
Insatisfactorio”  por  “Mal  Desempeño” y  la  palabra “cuatro”  por  “tres”.  Por
mayoría (2 votos a favor y 10 votos en contra).

52) Del diputado señor Becker para agregar en la letra
b) del artículo 86, después de la palabra “Cuando”, la frase “se compruebe
que”. Por mayoría (2 votos a favor y 9 votos en contra).

53) Del diputado señor Kast para suprimir la letra d) del
artículo  86.  Por  mayoría  (3  votos  a  favor,  7  votos  en  contra  y  una
abstención).

54) Del diputado señor Kast para reemplazar, en la letra
e) del artículo 86, las expresiones “tres días hábiles” y “cinco días hábiles”
por “cinco días hábiles” y “diez días hábiles”, respectivamente. Por mayoría
(3 votos a favor, 7 votos en contra y una abstención).

55) Del diputado señor Becker para agregar en la letra
e) del artículo 86, después de la frase “causa imputable al sostenedor”, la
frase “y habiendo sido ésta confirmada”.  Por mayoría (3 votos a favor, 7
votos en contra y una abstención).

56) Del  diputado  señor  Montes  para  agregar,  en  el
artículo 86,  la siguiente letra  f),  nueva:  “f)  En el  caso de las infracciones
señaladas en las letras g, h, i y j del artículo 72.”. Por mayoría (10 votos en
contra y una abstención).

57) Del  diputado señor Kast para intercalar un nuevo
artículo 86 bis, del siguiente tenor:

“Artículo 86 bis. El nombramiento de un administrador provisional
para el caso de las causales contempladas en las letras b), c), d) y e) del artículo 86, deberá
ser determinado conforme a un procedimiento establecido en el reglamento el que, en todo
caso, deberá contemplar la formulación de los cargos y su notificación al sostenedor, quien
tendrá  un  plazo  no  inferior  a  5  días  hábiles  para  presentar  sus  descargos.  El
Superintendente deberá dar lugar a las medidas probatorias que solicite el imputado en sus
descargos, o las rechazará con expresión de causa. Con todo, el término probatorio que se
conceda a solicitud del sostenedor no puede ser superior a 10 días hábiles. La resolución
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definitiva que se dicte será fundada y deberá pronunciarse sobre las alegaciones y defensas
del sostenedor. Contra esta resolución procederán los recursos contemplados en las leyes.”.
Por mayoría (3 votos a favor, 7 votos en contra y una abstención).

58) Del diputado señor Becker para eliminar la letra f)
del  artículo 89.  Por mayoría (1  voto a favor, 8 votos en contra y dos
abstenciones).

59) Del diputado señor Becker para suprimir el artículo
quinto transitorio.  Por mayoría (1 voto a favor, 8 votos en contra y dos
abstenciones).

60) Del  diputado  señor  Becker  para agregar  el
siguiente artículo duodécimo transitorio, nuevo: “La Superintendencia de Educación
informará a la Cámara de Diputados de los resultados del estudio que evalúa la efectividad
de la regulación actual que afecta a los establecimientos educacionales, en especial sobre la
coordinación  definición  de  criterios  utilizados  por  los  organismos  involucrados.”.  Por
mayoría (1 voto a favor, 8 votos en contra y dos abstenciones.

ADICIONES  Y  ENMIENDAS  INTRODUCIDAS  POR  LA  COMISIÓN
DURANTE LA DISCUSIÓN PARTICULAR.

Al artículo 2°, letra e).

Se intercala, entre la palabra “recursos” y la frase “y del
cumplimiento de los requisitos del reconocimiento oficial”, la expresión  “de
conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley“, entre comas.

Al artículo 3°.
Se agrega el siguiente inciso segundo, nuevo:
“Los  estándares  de  aprendizaje  servirán  de  base

para  realizar  las  evaluaciones  que  dan  origen  a  la  clasificación  de
establecimientos  educacionales  y  consecuencialmente  a  los  demás
efectos que determina la ley.”.

Al artículo 4°.

a) Se agrega, en la letra A) del inciso primero, después
del  punto  final  que  pasa  a  ser  seguido,  la  siguiente  oración:  "Estos
considerarán  los  conocimientos,  habilidades  y  actitudes  necesarios
para el desempeño profesional competente.”.

b) Se reemplaza en el número 4 de la letra B) del inciso
primero, la expresión “, y” por un punto y coma (;).

c) Se reemplaza en el número 5 de la letra B) del inciso
primero, el punto final (.) por la expresión “, y”.

d)  Se  agrega  en la  letra  B)  del  inciso  primero,  un
número  6,  nuevo,  del  siguiente  tenor:  "6.  resultados  del  proceso
educativo.".

Al artículo 4° bis.
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Se reemplaza por el siguiente:

“Artículo 4º bis.- Corresponderá al Presidente de la
República, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio
de  Educación,  previo  informe  favorable  del  Consejo  Nacional  de
Educación,  establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de
desempeño a que se refiere el artículo 2º, letra a), de esta ley. 

Los estándares de aprendizaje durarán seis  años.
Con todo, si durante este período se modifican los objetivos generales
establecidos en la ley o en las bases curriculares, estos estándares de
aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no
hubieren transcurrido los seis años. 

Los  nuevos  estándares  que  se  fijen  tendrán
igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el
inciso anterior.”

Al artículo 6°.

Se reemplaza el inciso primero por el siguiente:

“El objeto de la Agencia será evaluar y orientar el
sistema educativo para el mejoramiento de la calidad de la educación,
considerando  las  particularidades  de  los  distintos  niveles  y
modalidades educativas.”

Al artículo 7°.

a) Se reemplaza el texto de la letra g) por el siguiente:

“g)  Validar  los  mecanismos  de  evaluación  de  los
docentes  de  aula,  docentes  directivos  y  del  personal  técnico
pedagógico  que  presenten  voluntariamente  los  sostenedores  de  los
establecimientos  educacionales  particulares  subvencionados.  Para
validar  ante  la  Agencia  sus  sistemas  de  evaluación  docente,  éstos
deberán utilizar de referencia los estándares indicativos de desempeño
elaborados en conformidad a la ley.”.

b)  Se  agrega  en  el  párrafo  segundo  de  la  letra  h),
después  de  la  expresión  “confiabilidad  estadística”,  la  frase  “a  nivel”  y,
después del vocablo “repitencia”, la palabra “expulsión”, precedida de una
coma.

c)  Se  agrega  en  la  letra  k),  después  de  la  palabra
“Ingresar”, la frase “previo aviso”, entre comas, y  se eliminan la frase “en
coordinación con la Superintendencia” y la coma que le sigue.

d) Se agrega el siguiente párrafo segundo en la letra l):

“Quienes sean requeridos en virtud de este literal
podrán  solicitar  por  escrito  a  la  Agencia,  dentro  de  los  dos  días
siguientes,  que  reconsidere  dicha  petición,  cuando  fundadamente
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acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les
impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Agencia resolverá
esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez
días, contados desde la respectiva presentación.”.

Al artículo 8°.

a) Se reemplaza el inciso tercero por el siguiente:

“La  evaluación  de  desempeño  considerará,  entre
otros,  los  resultados  educativos,  el  grado  de  cumplimiento  de  los
estándares de aprendizaje de los alumnos, que permitan una evaluación
integral  referida a los objetivos generales establecidos en la  ley,  los
estándares  indicativos  de  calidad  del  desempeño  de  los
establecimientos  educacionales  y  las  condiciones  de  contexto  del
establecimiento educacional.”.

b)  Se agregan los  siguientes  incisos  cuarto  y  quinto,
nuevos:

“Los  establecimientos  educacionales  deberán
aplicar  procedimientos  de  autoevaluación  institucional,  cuyos
resultados,  junto  al  proyecto  educativo  institucional,  serán
antecedentes de la evaluación del desempeño que realice la Agencia.”

“Adicionalmente,  la  Agencia  considerará  las
características  de  los  establecimientos  educacionales  uni,  bi  o  tri
docentes, así como de aquéllos multigrado, con el fin de adecuar los
procesos  de  evaluación  que  se  apliquen  y  desarrollen  en  estos
establecimientos.”.

Al artículo 12.

a) Se agrega, después de la expresión “los requisitos”,
la palabra “objetivos”;

b) Se agrega, luego de la expresión “selección de las
mismas”, la frase “cuidando que éste sea transparente y objetivo”, y

c) Se agrega, a continuación del punto final, que pasa a
ser seguido, la frase “La Agencia deberá abrir al menos una vez cada año
el registro para el ingreso de personas o entidades acreditadas.”. 

Al artículo 13.

Se reemplaza por el siguiente:

“Artículo  13.-  La  Agencia  clasificará,  mediante
resolución  fundada,  a  todos  los  establecimientos  educacionales
reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje
de  los  alumnos,  en  función  del  grado  de  cumplimiento  de  los
estándares  de  aprendizaje,  referidos  a  los  objetivos  generales
señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, propuestos
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por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de
Educación.

Para  llevar  a  cabo  esta  clasificación,  la  Agencia
deberá  considerar  los  resultados  de  aprendizaje  de  todas  las  áreas
evaluadas censalmente en las mediciones nacionales, la distribución de
los  resultados  de  los  alumnos  en  relación  a  los  estándares  de
aprendizaje  y  las  características  de  los  alumnos  del  establecimiento
educacional  y,  cuando sea posible,  indicadores  de progreso y,  o  de
valor  agregado.  Con  todo,  gradualmente,  la  clasificación  de  los
establecimientos propenderá a ser realizada de manera independiente
de las características de los alumnos y alumnas, en la medida que el
sistema corrija las diferencias en su desempeño atribuibles a dichas
características.

La  Agencia  determinará  la  metodología  de
clasificación, la que será oficializada por decreto supremo del Ministerio
de  Educación,  suscrito  además  por  el  Ministro  de  Hacienda.  Esta
metodología  podrá  considerar  resguardos  que  aseguren  que  los
cambios de categoría no ocurran por un cambio en la composición del
alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no
exceda de ocho años.

Para  efectos  de  la  clasificación,  existirán  las
siguientes  categorías  de  establecimientos,  según  los  resultados  de
aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de
los estándares de aprendizaje:

a)  Establecimientos  Educacionales  de  Buen
Desempeño;

b)  Establecimientos Educacionales de Desempeño
Satisfactorio;

c)  Establecimientos  Educacionales de Desempeño
Regular, y

d)  Establecimientos Educacionales de Desempeño
Deficiente.”

Al artículo 16.

Se sustituye por el siguiente:

“Artículo 16.- La Agencia deberá dar a conocer y dar
amplia difusión a los resultados de las mediciones de cumplimiento de
estándares de los establecimientos educacionales y de la clasificación
de éstos al Ministerio de Educación y a los padres y apoderados.

Asimismo,  procurará  que  los  establecimientos
educacionales informen a los padres y apoderados y al Consejo Escolar
la categoría en la que han sido clasificados.
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En el  caso de los padres y apoderados, recibirán
información relevante, de fácil  comprensión,  comparable a través del
tiempo para el establecimiento. Además, se deberá incluir información
sobre los establecimientos de mejor clasificación de la misma comuna
y de comunas cercanas.

Sin perjuicio de lo anterior, la clasificación de todos
los establecimientos del  país deberá estar  disponible  en las páginas
web  del  Ministerio  de  Educación  y  de  la  Agencia,  actualizada  y
desglosada por Región y comuna.”

Al artículo 18.

Se reemplaza, en el  inciso primero,  la expresión “Mal
Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.

Al artículo 22, inciso primero.

a)  Se sustituyen  las frases “, incluyendo acciones que
permitan  hacerse  cargo  de  las  debilidades  identificadas  en  el  informe
elaborado  por  la  Agencia.  Dicho  plan  deberá,  además,  explicitar”  por  el
vocablo “explicitando”;

b) Se sustituye la forma verbal “aspira” por “aspiran”; 

c)  Se agrega un punto seguido  (.) a continuación del
vocablo “estudiantes”, y

d)  Se  reemplaza  la  conjunción  “y”  que  precede  a  la
palabra “contener” por la expresión “Además, dicho plan deberá”.

Al artículo 23.

Se agrega en el inciso único, a continuación del punto
aparte, que pasa a ser coma, la siguiente oración: “sin que ésta signifique
una alteración de las condiciones en que el Ministerio de Educación se
relacione  con  los  sostenedores  en  el  ejercicio  de  sus  demás
funciones.”.

Al epígrafe párrafo 5° del Título II.

Se  reemplaza  la  expresión  “Mal  Desempeño”  por
“Desempeño Deficiente”.

Al artículo 25.

Se sustituye por el siguiente:

“Artículo 25.- La Agencia informará a los padres y
apoderados y al Consejo Escolar cada vez que el establecimiento al que
envían  a  sus  hijos  o  pupilos  sea  clasificado  en  la  categoría  de
Desempeño Deficiente.”.
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Al artículo 27.

Se reemplaza, en el inciso segundo, la expresión “Mal
Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.

Al artículo 28.

a)  Se  reemplazan,  en  el  inciso  único,  la  preposición
“de”, la segunda vez que aparece en el texto, por la preposición “desde”, y la
expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”, y

b) Se agrega, a continuación del punto final, que pasa a
ser punto seguido, la siguiente oración:

“Dicho  procedimiento  no  podrá  exceder  en  caso
alguno  el  inicio  del  año  escolar  siguiente,  salvas  las  excepciones
establecidas en la ley.”.

Al artículo 29.

Se  reemplaza  la  expresión  “Mal  Desempeño”  por
“Desempeño Deficiente”.

Al artículo 34.

Se sustituye por el siguiente:

“Artículo  34.-  Es  incompatible  con  el  cargo  de
Consejero:

a)  Ser  sostenedor,  representante  legal,  gerente,
administrador o miembro de un directorio de la entidad sostenedora de
algún  establecimiento  educacional  que  imparta  enseñanza  en  los
niveles  parvulario,  básico  y  medio  o  de  alguna  asociación  de
sostenedores.

b)  Ser  senador  o  diputado;  Ministro  de  Estado,
Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial
de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Alcalde
o Concejal;  Consejero Regional;  miembro del  Escalafón Primario del
Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal
del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o
su  secretario-relator;  miembro  de  los  Tribunales  Electorales
Regionales,  suplente  o  secretario-relator,  y  miembro  de  los  demás
tribunales creados por ley.

c)  Estar  inscrito  en  el  registro  de  personas
naturales acreditadas como evaluadores.

d)  Formar  parte  del  registro  de  administradores
provisionales a cargo de la Superintendencia.”

Al artículo 35.
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Se sustituye,  en el  inciso primero, el  vocablo “le”  por
“les”.

Al artículo 39.

Se  reemplaza,  en  la  letra  g)  del  inciso  segundo,  la
expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.

Al artículo 46.

Se  intercala,  en  su  inciso  primero,  entre  la  palabra
“fiscalizar” y la frase “el uso de los recursos”, la frase “de conformidad a la
ley”, entre comas (,).

Al artículo 47.

1) Se sustituye la letra b) por la siguiente:

“b) Fiscalizar la rendición de cuenta del uso de los
recursos,  de  acuerdo  al  Párrafo  3º  de  este  Título,  a  través  de
procedimientos contables simples generalmente aceptados.”, y

2) Se agrega, en la letra f), un nuevo párrafo segundo
del siguiente tenor:

“Respecto  de  los  establecimientos  educacionales
particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia
de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III, salvo
que  se  trate  de  la  verificación  del  cumplimiento  de  los  requisitos
exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.”.

Nuevo artículo.

Se intercala el siguiente artículo 47 bis:

“Artículo  47  bis.-  Las  facultades  señaladas  en  el
artículo  anterior,  no  obstarán  a  aquellas  facultades  generales  de
fiscalización  que  le  correspondan  a  la  Contraloría  General  de  la
República, en el ámbito de su competencia.”.

Al artículo 65, inciso primero.

a) Se elimina la expresión “, h)”;

b) Se reemplaza la expresión “le” por “les”, y

c) Se agrega, a continuación del punto aparte, que pasa
a ser punto seguido, lo siguiente: 

“En todo caso, la medida precautoria de retención total
en el pago de la subvención, solo podrá ser decretada si durante el mismo año
escolar y por los mismos hechos, se hubiere dispuesto previamente la medida
de retención parcial respecto del mismo establecimiento educacional.”.
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Al artículo 72.

1)  Se  intercala  en  la  letra  f),  entre  la  palabra
“obstaculizar” y la frase “la fiscalización”, el término “deliberadamente”;

2)  Se agrega en la  letra  i),  a  continuación  del  punto
aparte  (.),  que  pasa  a  ser  coma  (,),  la  frase  “en  los  establecimientos
educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado.”, y

3) Se sustituye, en la letra k), la palabra “provisionales”
por “previsionales”.

Al artículo 86.

1) Se sustituye, en la letra a), la expresión “Desempeño
Insatisfactorio” por “Mal Desempeño”;

2)  Se  intercala,  en  la  letra  b),  entre  la  palabra
“sostenedor” y la expresión “se ausente”, precedida de una coma, la frase
“los  socios,  el  representante  legal,  o  el  administrador  de  la  entidad
sostenedora”;

3)  Se  reemplaza,  en  la  misma  letra  b),  la  expresión
“ausente” por “ausenten”, y

4)  Se  agrega  el  siguiente  inciso  segundo,  nuevo,
pasando el actual segundo a ser tercero:

“Tratándose de las causales señaladas en las letras
b), c) y e) precedentes, una vez que la Superintendencia haya nombrado
al  administrador  provisional,  notificará  por  carta  certificada  al
sostenedor  para  que  éste,  dentro  del  plazo  de  cinco  días  hábiles
contados desde dicha notificación, pueda reclamar administrativamente
ante el Superintendente de esa designación.”.

Al artículo 93.

Se  sustituye,  en  el  inciso  segundo,  la  expresión
“insatisfactorio” por “de Desempeño Deficiente”.

Al artículo 106.

Se agrega, a continuación del punto final, que pasa a
ser coma (,), la frase “sin perjuicio de las atribuciones propias de dicho
órgano de control.”.
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Al artículo 111.

Se  intercala  en  el  inciso  primero,  después  de  la
expresión  “mecanismos”,  la  frase  “procedimientos  y  en  general  toda
acción”, precedida de una coma (,).

Al artículo 113.

Se antepone un nuevo número 1 del  siguiente tenor,
pasando el actual 1 a ser 2; el actual 2 a ser 3, y así sucesivamente:

“1.  Agrégase  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  2°,  a
continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la oración ‘Con todo, el
requisito  señalado  en  la  letra  a)  del  inciso  anterior  no  se  aplicará  a  los
socios.’”.

Al artículo primero transitorio.

a)  Se  intercala,  entre  las  palabras  “Direcciones”  y
“Regionales”, la frase “y Oficinas”, y

b) Se intercala, entre la expresión “Superintendencia de
Educación” y la palabra “definiendo”, la frase “y de la Agencia de Calidad
de la Educación”, seguida de una coma (,).

Al artículo segundo transitorio.

Se reemplaza por el siguiente:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un
plazo de tres años, desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los
estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de
Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares
de aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema
nacional de medición.”.

Al artículo quinto transitorio.

Se elimina, en el  inciso segundo, la preposición “por”
que sigue a la forma verbal “establece”.

Al artículo décimo transitorio.

Se  reemplaza,  en  la  tabla  del  inciso  primero,  la
expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.

Al artículo undécimo transitorio.

Se  intercalan,  entre  la  palabra  “organización”  y  la
conjunción “del”, la expresión “y funciones”; y entre la expresión “Educación”
y la preposición “con”, la frase “y de aquellas instituciones relacionadas
con éste que desarrollen educación regular”, seguida de una coma (,).
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Artículo transitorio nuevo.

Se incorpora el siguiente artículo duodécimo transitorio:

“Artículo  duodécimo.-  Los  establecimientos  que
imparten  educación  parvularia,  que  reciben  aportes  del  Estado  y  que  no
cuentan con el reconocimiento oficial del Estado, tendrán un plazo de ocho
años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal
reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los establecimientos educacionales
de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento, no podrán
recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.”.

* * * * *

TEXTO DEL PROYECTO TAL COMO QUEDARÍA EN VIRTUD DE LOS
ACUERDOS  ADOPTADOS  POR  LA  COMISIÓN DE  EDUCACIÓN,
DEPORTES Y RECREACIÓN.

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I
DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA

EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA Y MEDIA

Artículo  1º.- La  presente  ley  tiene  por  objeto  regular  el
Sistema  Nacional  de  Aseguramiento  de  la  Calidad  de  la  Educación  Parvularia,
Básica y Media en adelante “Sistema”, y los órganos que lo componen.

Artículo 2º.- El  Sistema Nacional  de Aseguramiento de la
Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media considerará:

a) Los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a
los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y
estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus
sostenedores, de los docentes y directivos.

b)  Requisitos del reconocimiento oficial  que deben cumplir
los sostenedores y los establecimientos educacionales para ingresar y mantenerse
en el sistema educacional, según lo establecido en la ley.

c) Políticas, mecanismos e instrumentos para apoyar a los
integrantes de la comunidad educativa y a los establecimientos educacionales en el
logro de los estándares.

d)  Evaluaciones  de  desempeño  y  mediciones  de  los
resultados de aprendizaje para determinar el logro de los estándares.

e) Fiscalización del uso de los recursos, de conformidad a lo
establecido  en el  Título  III  de esta ley,  y  del  cumplimiento  de los  requisitos  del
reconocimiento  oficial  y  de  la  normativa  educacional  por  los  sostenedores  y
administradores del servicio educativo.

f)  Evaluaciones  del  impacto  de  políticas  y  programas
educativos.

g) Sistemas de información pública referidos al resultado de
las  evaluaciones  de  logro  de  los  estándares,  a  la  clasificación  de   los
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establecimientos y sus consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las
evaluaciones de las políticas y mecanismos de apoyo implementados.

h) Sistemas de rendiciones de cuenta, de reconocimientos y
de sanciones relacionadas con el logro de los estándares y con el cumplimiento de
las normas aplicables a los establecimientos y sostenedores.

Artículo 3º.- Los estándares de aprendizaje referidos a los
objetivos generales establecidos en la ley y en sus bases curriculares definirán los
conocimientos, habilidades y competencias que se espera alcancen los alumnos en
diversas  etapas  del  proceso  educativo,  en  relación  con  las  bases  curriculares
nacionales.

Los estándares de aprendizaje servirán de base para realizar
las  evaluaciones  que  dan  origen  a  la  clasificación  de  establecimientos
educacionales y consecuencialmente a los demás efectos que determina la ley.

Artículo  4º.- Los  estándares  indicativos  de  desempeño
considerarán:

A) A nivel de los profesionales de la educación, estándares
indicativos  de  desempeño  para  los  docentes  de  aula,  directivos  y  técnicos
pedagógicos.  Estos  considerarán  los  conocimientos,  habilidades  y  actitudes
necesarios para el desempeño profesional competente.

B)  A  nivel  de  los  establecimientos  educacionales  y  sus
sostenedores:

1. gestión curricular;

2. indicadores de calidad de los procesos relevantes de los
establecimientos educacionales;

3.  estándares  de  gestión  de  los  recursos  humanos  y
pedagógicos;

4. liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo; 

5. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos,
instancias  de  participación  y  trabajo  colectivo,  ejercicio  de  deberes  y  derechos,
respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio  del
liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa, y

6. resultados del proceso educativo.

Los  estándares  señalados  precedentemente,  cuyo
incumplimiento no dará origen a sanciones, constituirán orientaciones para el trabajo
de evaluación contemplado en esta ley.

Artículo  4º  bis  .- Corresponderá  al  Presidente  de  la
República, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación,
previo  informe  favorable  del  Consejo  Nacional  de  Educación,  establecer  los
estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo
2º, letra a), de esta ley. 

Los estándares de aprendizaje durarán seis años. Con todo,
si durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o
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en las bases curriculares,  estos estándares de aprendizaje deberán adecuarse a
dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años. 

Los nuevos estándares que se fijen tendrán igualmente una
duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.

TÍTULO II
DE LA AGENCIA DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

Párrafo 1º
Objeto, funciones y atribuciones

Artículo 5º.- Créase la Agencia de Calidad de la Educación,
en adelante “la Agencia”, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de
personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relacionará con el Presidente de
la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La  Agencia  estará  afecta  al  Sistema  de  Alta  Dirección
Pública, establecido en la ley Nº 19.882. 

El domicilio  de la Agencia será la ciudad de Santiago,  sin
perjuicio  de  las  oficinas  que  pueda  establecer  en  otras  Regiones  cuando  las
necesidades del servicio así lo exijan.

Artículo 6º.- El objeto de la Agencia será evaluar y orientar
el  sistema  educativo  para  el  mejoramiento  de  la  calidad  de  la  educación,
considerando las particularidades de los distintos niveles y modalidades educativas.

Para el cumplimiento de dicho objeto, tendrá las siguientes
funciones: 

a)  Evaluar  los  logros  de  aprendizaje  de  los  alumnos  de
acuerdo  al  grado  de  cumplimiento  de  los  estándares,  referidos  a  los  objetivos
generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, por medio de
instrumentos  y  procedimientos  de  medición  estandarizados  y  externos  a  los
establecimientos;

b)  Realizar  evaluaciones  del  desempeño  de  los
establecimientos  educacionales  y  sus  sostenedores,  de  los  docentes  y  sus
directivos en base a los estándares indicativos; 

c) Clasificar a los establecimientos educacionales en función
del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos
generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y

d) Proporcionar información en materias de su competencia
a la comunidad en general.

Artículo  7º.- Para  el  cumplimiento  de  sus  funciones,  la
Agencia tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de
los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento
de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en
la ley y sus respectivas bases curriculares.

El sistema nacional de medición del grado de cumplimiento
de los estándares de aprendizaje de los alumnos será de aplicación obligatoria para
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todos los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado. La
Agencia  podrá  realizar  las  mediciones  respectivas  directamente  o  por  medio  de
terceros.

Las mediciones del grado de cumplimiento de los estándares
de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la
ley  y  sus  respectivas  bases  curriculares,  se  realizarán  mediante  instrumentos  y
procedimientos  estandarizados  que  se  aplicarán  en  forma periódica  en  distintos
cursos y sectores de aprendizaje. En todo caso, deberán ser aplicadas en forma
censal a lo menos en algún curso, tanto del nivel de enseñanza básica, como de
enseñanza media.

b)  Coordinar  la  participación  de  Chile  en  mediciones  de
carácter internacional sobre logros de aprendizaje de los alumnos.

c) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de evaluación
de  desempeño  de  los  establecimientos  educacionales  subvencionados,  o  que
reciban aportes del Estado, y sus sostenedores, docentes y directivos referidos a los
estándares indicativos. 

d) Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones
de esta ley y sus reglamentos, e impartir instrucciones de general aplicación, en las
materias de su competencia.

e)  Elaborar  informes  evaluativos  que  podrán  incluir
recomendaciones  de  carácter  indicativo  para  mejorar  el  desempeño  de  los
establecimientos  educacionales  y  sus  sostenedores.  Estos  informes  serán  de
carácter público.

f)  Requerir  al  Ministerio  de  Educación  y  a  la
Superintendencia, en su caso, la adopción de las medidas pertinentes derivadas de
la clasificación de los establecimientos educacionales.

g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de
aula,  docentes  directivos  y  del  personal  técnico  pedagógico  que  presenten
voluntariamente  los  sostenedores  de  los  establecimientos  educacionales
particulares  subvencionados.  Para  validar  ante  la  Agencia  sus  sistemas  de
evaluación docente, éstos deberán utilizar de referencia los estándares indicativos
de desempeño elaborados en conformidad a la ley.

h) Poner a disposición del público la información que, con
motivo  del  ejercicio  de  sus  funciones,  recopile  respecto  de  establecimientos
educacionales, sostenedores, docentes y alumnos.

En caso alguno la publicación incluirá la individualización de
los  alumnos.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  los  padres  y  apoderados  deberán  ser
informados  de  los  resultados  obtenidos  por  sus  hijos  o  pupilos  cuando  las
mediciones tengan validez y confiabilidad estadística a nivel individual, sin que tales
resultados  puedan  ser  publicados  ni  usados  con  propósitos  que  puedan  afectar
negativamente a los alumnos, tales como selección, repitencia, expulsión u otros
similares.

i) Crear y administrar los registros que sean necesarios para
ejercer sus funciones.

j)  Elaborar  índices,  estadísticas  y  estudios  relativos  al
sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.
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Asimismo, elaborará informes acerca de la cobertura de las
diversas  materias  del  currículum  nacional,  así  como  también  evaluaciones  de
impacto respecto del desempeño de los establecimientos educacionales.

k)  Ingresar,  previo  aviso,  a  los  establecimientos
educacionales y dependencias docentes del sostenedor, con el  fin de evaluar la
calidad de la educación y realizar las mediciones, visitas evaluativas y ejercer las
demás atribuciones que le encomienda la ley, sin alterar el normal desenvolvimiento
de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional.

l)  Requerir  a  los  sostenedores  de  los  establecimientos
educacionales  u  otros  organismos  públicos  y  privados  relacionados  con  la
educación, la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Quienes  sean  requeridos  en  virtud  de  este  literal  podrán
solicitar por escrito a la Agencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere
dicha  petición,  cuando  fundadamente  acrediten  que  dicho  requerimiento,  por  su
volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La
Agencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de
diez días, contados desde la respectiva presentación.

m) Convenir con otros organismos de la Administración del
Estado  o  con  entidades  privadas,  la  realización  de  acciones  específicas  y  la
prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones. 

n)  Asesorar  técnicamente  al  Ministerio  de  Educación  y  a
otros organismos en materias de su competencia.

ñ) Coordinar con el Ministerio de Educación el plan nacional
de  evaluaciones  nacionales  e  internacionales,  especialmente  en  relación  a  su
viabilidad y requerimientos de implementación.

o) Cobrar y percibir derechos por la evaluación y orientación
que  le  soliciten  los  establecimientos  particulares  pagados  y  por  las  demás
certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones.

p) Ejercer las demás atribuciones que determine la ley.

Párrafo 2º
De la evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y

sostenedores

Artículo  8º.- La  Agencia  evaluará  el  desempeño  de  los
establecimientos  de  educación  parvularia,  básica,  media  y  especial,  y  sus
sostenedores, basándose en estándares indicativos elaborados de conformidad a la
ley.

El objeto de esta evaluación de desempeño será fortalecer
las  capacidades  institucionales  y  de  autoevaluación  de  los  establecimientos
educacionales, orientar sus planes de mejoramiento educativo y promover la mejora
continua de la calidad de la educación que ofrecen. 

La evaluación de desempeño considerará,  entre otros,  los
resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje
de  los  alumnos,  que  permitan  una  evaluación  integral  referida  a  los  objetivos
generales  establecidos  en  la  ley,  los  estándares  indicativos  de  calidad  del
desempeño de los establecimientos educacionales y las condiciones de contexto del
establecimiento educacional.
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Los  establecimientos  educacionales  deberán  aplicar
procedimientos de autoevaluación institucional, cuyos resultados, junto al proyecto
educativo  institucional,  serán antecedentes de la  evaluación del  desempeño que
realice la Agencia.

Adicionalmente,  la  Agencia  considerará  las  características
de los establecimientos educacionales uni, bi o tri docentes, así como de aquéllos
multigrado,  con el  fin de adecuar los procesos de evaluación que se apliquen y
desarrollen en estos establecimientos.

Artículo 9º.- Las  evaluaciones  de  desempeño podrán ser
realizadas  mediante  requerimientos  de  información,  visitas  evaluativas  u  otros
medios idóneos.

Al efectuar las evaluaciones, la Agencia deberá considerar,
en primer lugar, las autoevaluaciones realizadas por el establecimiento educacional.

La  Agencia  podrá  realizar  las  visitas  mencionadas
directamente o por medio de terceros.

Artículo 10.- El resultado de la evaluación será un informe
que señale las debilidades y fortalezas del establecimiento educacional en relación
al cumplimiento de los estándares, así como las recomendaciones para mejorar su
desempeño. 

La  Agencia  determinará  la  forma  para  la  elaboración  de
estos  informes,  considerando,  al  menos,  una  etapa  de  consulta  y  recepción  de
observaciones por parte del sostenedor del establecimiento educacional evaluado
en su desempeño.

Artículo  11.- La  Agencia  sólo  podrá  disponer  visitas
evaluativas respecto de los establecimientos particulares pagados, cuando éstos lo
soliciten. 

Artículo  12.- La  Agencia  administrará  un  registro  de
personas  o  entidades  acreditadas  para  apoyar  la  realización  de  las  visitas
evaluativas. Un reglamento determinará los requisitos objetivos que deberán cumplir
las  personas  o  entidades  para  el  ingreso  y  permanencia  en  el  registro,  el
procedimiento de selección de las mismas cuidando que éste sea transparente y
objetivo, el tiempo de duración en el registro, sus inhabilidades y las causales que
originan la salida de éste, destinadas a asegurar la calidad técnica y eficacia de su
apoyo.  La Agencia  deberá abrir  al  menos una vez cada año el  registro para el
ingreso de personas o entidades acreditadas.

Párrafo 3º
De la clasificación de establecimientos según los resultados de aprendizaje de los

alumnos

Artículo  13.- La  Agencia  clasificará,  mediante  resolución
fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de
acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de
cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales
señalados  en  la  ley  y  sus  respectivas  bases  curriculares,  propuestos  por  el
Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

Para  llevar  a  cabo  esta  clasificación,  la  Agencia  deberá
considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente
en las mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en
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relación a los estándares de aprendizaje y las características de los alumnos del
establecimiento educacional y, cuando sea posible, indicadores de progreso y, o de
valor  agregado.  Con todo,  gradualmente,  la  clasificación  de los  establecimientos
propenderá a ser realizada de manera independiente de las características de los
alumnos  y  alumnas,  en  la  medida  que  el  sistema  corrija  las  diferencias  en  su
desempeño atribuibles a dichas características.

La Agencia determinará la metodología de clasificación,  la
que  será  oficializada  por  decreto  supremo del  Ministerio  de  Educación,  suscrito
además por el Ministro de Hacienda. Esta metodología podrá considerar resguardos
que  aseguren  que  los  cambios  de  categoría  no  ocurran  por  un  cambio  en  la
composición del alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no
exceda de ocho años.

Para  efectos  de  la  clasificación,  existirán  las  siguientes
categorías  de  establecimientos,  según  los  resultados  de  aprendizaje  de  los
alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje:

a) Establecimientos Educacionales de Buen Desempeño;

b)  Establecimientos  Educacionales  de  Desempeño
Satisfactorio;

c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Regular,
y

d)  Establecimientos  Educacionales  de  Desempeño
Deficiente.

Artículo  14.- La  clasificación  se  realizará  anualmente  y
considerará  los  resultados  de  los  establecimientos  educacionales  en  tres
mediciones  consecutivas  válidas,  en  el  caso  que  éstas  sean  anuales,  y  dos
mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas se realicen cada dos años o
más.

Sin embargo, en el caso de establecimientos educacionales
con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones, y que no permita
obtener resultados válidos, la Agencia establecerá la metodología que permita una
clasificación pertinente,  considerando,  entre  otros factores,  un número mayor  de
mediciones consecutivas que para el resto  de los establecimientos educacionales.
Dicha  metodología  será  oficializada  por  decreto  supremo  del  Ministerio  de
Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.

Los establecimientos educacionales que impartan educación
básica  y  media  serán  clasificados  por  cada  nivel  en  forma  independiente.  La
Agencia  y  los  sostenedores  de  dichos  establecimientos  educacionales  deberán
informar acerca de las evaluaciones que se realicen en cada nivel educacional a los
miembros de la comunidad educativa. 

Los  establecimientos  educacionales  nuevos  no  serán
clasificados en las categorías establecidas en el artículo anterior. Sin embargo, se
considerarán para los efectos de esta ley provisoriamente como establecimientos de
Desempeño Satisfactorio,  hasta que cumplan con los requisitos legales para ser
clasificados.

Artículo 15.- La resolución que establezca la  clasificación
indicada  en  el  artículo  13,  será  notificada  en  forma  personal  o  mediante  carta
certificada al sostenedor.
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Dicha resolución podrá ser impugnada mediante los recursos
administrativos  señalados  en la  ley  Nº  19.880,  sólo  en virtud  de algún  error  de
información  o  procedimiento  que  sea  determinante  en  la  clasificación  del
establecimiento educacional.

No obstante, para efectos de cumplir con lo establecido en el
inciso anterior, el recurso de reposición se interpondrá ante el Secretario Ejecutivo
de la Agencia de Calidad de la Educación. Para el solo efecto de lo dispuesto en
este artículo, el Consejo conocerá y resolverá el recurso jerárquico.

Artículo 16.- La Agencia deberá dar a conocer y dar amplia
difusión a los resultados de las mediciones de cumplimiento de estándares de los
establecimientos  educacionales  y  de  la  clasificación  de  éstos  al  Ministerio  de
Educación y a los padres y apoderados.

Asimismo, procurará que los establecimientos educacionales
informen a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han
sido clasificados.

En el caso de los padres y apoderados, recibirán información
relevante,  de  fácil  comprensión,  comparable  a  través  del  tiempo  para  el
establecimiento. Además, se deberá incluir información sobre los establecimientos
de mejor clasificación de la misma comuna y de comunas cercanas.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  clasificación  de  todos  los
establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio
de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.

Párrafo 4º
De los efectos de la clasificación de los establecimientos educacionales

subvencionados o que reciben aportes del Estado

Artículo  17.- La  Agencia  tendrá  un  plan  anual  de  visitas
evaluativas  que  considerará  mayor  frecuencia  para  los  establecimientos
educacionales que muestran menor grado de cumplimiento de los estándares de
aprendizaje  referidos  a los objetivos  generales  señalados en la  ley y sus bases
curriculares.

Artículo  18.- Los  establecimientos  educacionales
subvencionados, o que reciban aportes del Estado, de Desempeño Deficiente serán
objeto de visitas evaluativas, al menos cada dos años; los de Desempeño Regular,
en ciclos periódicos de dos a cuatro años.

Los  demás  establecimientos  educacionales  podrán  ser
objeto de visitas evaluativas por parte de la Agencia con la frecuencia que ésta
determine. 

Para  los  efectos  de  esta  ley,  se  considerarán
establecimientos que reciben aportes del Estado a los regidos por el decreto ley Nº
3.166, de 1980.

Artículo  19.- Sin  perjuicio  de  lo  señalado  en  el  artículo
anterior, los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes
del  Estado,  clasificados  como de  Buen  Desempeño  sólo  serán  evaluados  si  el
sostenedor lo solicita o si acepta expresamente las visitas dispuestas de oficio por la
Agencia.
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Asimismo,  los  sostenedores  de  los  establecimientos
particulares pagados podrán solicitar que éstos sean evaluados, previo pago de su
costo a la Agencia.

La solicitud de un establecimiento particular pagado para ser
evaluado, deberá ser presentada a la Agencia durante el último trimestre del año
anterior al que ingrese al proceso de evaluación. En todo caso, estas evaluaciones
no podrán representar más del 5% de las visitas evaluativas anuales que realice la
Agencia al conjunto del sistema subvencionado.

Artículo  20.- Los  establecimientos  educacionales
clasificados  como  de  Buen  Desempeño,  podrán  incorporarse  al  Registro  de
personas o entidades de apoyo técnico pedagógico administrado por el Ministerio de
Educación.

En caso que un establecimiento educacional que forma parte
del Registro resultare clasificado en alguna de las categorías inferiores a la de Buen
Desempeño, será eliminado del Registro.

Artículo  21.- En  el  caso  de  los  establecimientos  de
educación parvularia y de educación especial, serán objeto de evaluación en ciclos
periódicos de acuerdo a un programa que deberá aprobar la Agencia.

Artículo  22.- Una  vez  realizada  la  evaluación  a  que  se
refieren  los  artículos  anteriores,  los  sostenedores  de  los  establecimientos
educacionales  deberán  elaborar  o  revisar  su  plan  de  mejoramiento  educativo,
explicitando las acciones que aspiran llevar adelante para mejorar los aprendizajes
de  sus  estudiantes.  Además,  dicho  plan  deberá  contener,  a  lo  menos,  las
estrategias, actividades, metas y recursos asociados a él.

El plan será de conocimiento público y será informado a la
Agencia, al Ministerio de Educación y a la comunidad educativa en el plazo que fije
la Agencia en el informe respectivo.

La Agencia tendrá que tomar en consideración este plan en
su próxima evaluación y en el informe respectivo.

Artículo  23.- Los  sostenedores  de  los  establecimientos
educacionales  podrán  solicitar  apoyo  técnico  pedagógico  para  la  elaboración  e
implementación de su plan de mejoramiento educativo al Ministerio de Educación o
a una persona o entidad del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas
de Apoyo del Ministerio de Educación, a su elección, sin que ésta signifique una
alteración de las condiciones en que el Ministerio de Educación se relacione con los
sostenedores en el ejercicio de sus demás funciones.

Artículo 24.- El Ministerio de Educación podrá prestar apoyo
técnico pedagógico directamente o por intermedio de una persona o entidad del
Registro creado para estos efectos y de acuerdo con la definición anual de la Ley de
Presupuestos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 2º ter de
la ley Nº 18.956.

Párrafo 5º
De las medidas especiales para los establecimientos educacionales de Desempeño

Deficiente

Artículo  25.- La  Agencia  informará  a  los  padres  y
apoderados y al Consejo Escolar cada vez que el establecimiento al que envían a
sus hijos o pupilos sea clasificado en la categoría de Desempeño Deficiente.
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Artículo 26.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos
23 y 24,  los  establecimientos  educacionales  mencionados en el  artículo  anterior
deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello podrán recurrir al Ministerio de
Educación, que prestará este servicio, o a un grupo de expertos reconocidos del
Registro a que se refieren los artículos 23 y 24. Este apoyo podrá brindarse por un
plazo máximo de cuatro años. 

Artículo 27.-  Los establecimientos educacionales que en la
siguiente  clasificación  no  logren  ubicarse  en  una  categoría  superior,  pero  que
muestren una mejora significativa,  deberán continuar recibiendo apoyo hasta por
dos años más.

En el caso de aquellos establecimientos educacionales que
no exhiban una mejora significativa luego de dos años de haber sido clasificados
como  de  Desempeño  Deficiente,  la  Agencia  deberá  informar  a  los  padres  y
apoderados de dichos establecimientos  educacionales  sobre la  situación en que
éstos se encuentran.

La comunicación a que alude el inciso anterior, se enviará
por carta certificada y contendrá información relevante sobre los establecimientos
educacionales de mejor clasificación de la misma comuna y de comunas contiguas. 

Asimismo,  se  les  otorgarán facilidades  de  transporte  para
que  los  alumnos  accedan  a  tales  establecimientos  educacionales.  La  Agencia
propondrá  al  Ministerio  de  Educación  la  dictación  de  un  decreto  supremo,  que
deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.

La  Agencia  definirá,  en  normas  de  carácter  general,  los
criterios para determinar la “mejora significativa” de un establecimiento educacional.
Éstos deben guardar  relación  con los  estándares de aprendizaje  referidos a los
objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares.

Artículo 28.- En cualquier caso, si después de cuatro años,
contados  desde  la  comunicación  señalada  en  el  artículo  25,  el  establecimiento
educacional  se  mantiene  en  la  categoría  de  Desempeño  Deficiente,  la  Agencia
deberá  informar  esta  situación  a  la  Superintendencia  para  que  ésta  inicie  el
procedimiento  administrativo  destinado  a  revocar  el  reconocimiento  oficial  del
establecimiento educacional. Dicho procedimiento no podrá exceder en caso alguno
el inicio del año escolar siguiente, salvas las excepciones establecidas en la ley.

Artículo 29.- En el caso de los establecimientos particulares
pagados clasificados  en la  categoría de Desempeño Deficiente  y  transcurrido el
plazo de cuatro años contado desde la comunicación mencionada en el artículo 25,
la Agencia informará a la comunidad educativa para todos los efectos legales.

Párrafo 6º
De la organización de la Agencia

Artículo 30.- Los órganos de la Agencia son el Consejo y el
Secretario Ejecutivo.

Artículo  31.- El  Consejo  estará  constituido  por  cinco
miembros de destacada experiencia en la actividad educativa,  nombrados por el
Ministro  de  Educación,  previa  selección  conforme  al  Sistema  de  Alta  Dirección
Pública.
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El  Consejo  designará  de  entre  sus  miembros  a  un
Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido en el cargo
por una vez.

Dicho  Presidente  tendrá  por  función  dirigir  el  Consejo;  lo
citará  a  sesiones;  fijará  sus  tablas;  dirigirá  sus  deliberaciones,  y  dirimirá  sus
empates.  Se relacionará  con el  Secretario  Ejecutivo  para la  coordinación  de las
funciones y atribuciones de la Agencia.

Artículo 32.- Los  miembros del Consejo serán nombrados
por un período de seis años, pudiendo ser designados por un nuevo período.

Los consejeros se renovarán por parcialidades de tres y dos
consejeros cada tres años, respectivamente.

Artículo 33.- Corresponderá al Consejo:

a)  Aprobar  y  dar  seguimiento  al  plan  estratégico  de  la
Agencia, el cual deberá ser actualizado y ajustado a lo menos cada seis años.

b) Aprobar y dar seguimiento anualmente al plan de trabajo
de la Agencia,  así como la memoria y el  balance del año anterior,  y conocer el
anteproyecto de presupuesto.

c)  Aprobar  la  clasificación  de  los  establecimientos
educacionales en los plazos que establece la ley y aprobar anualmente el cambio de
clasificación de los establecimientos educacionales.

d)  Aprobar  el  plan  de  evaluaciones  nacionales  e
internacionales  en coordinación con el Ministerio de Educación. 

e) Aprobar el registro de personas o entidades acreditadas
para apoyar la realización de las visitas evaluativas.

f)  Ejercer  las  demás atribuciones  que le  encomienden  las
leyes y reglamentos.

Artículo 34.- Es incompatible con el cargo de Consejero: 

a)  Ser  sostenedor,  representante  legal,  gerente,
administrador  o  miembro  de  un  directorio  de  la  entidad  sostenedora  de  algún
establecimiento  educacional  que  imparta  enseñanza  en  los  niveles  parvulario,
básico y medio o de alguna asociación de sostenedores.

b)  Ser  senador  o  diputado;  Ministro  de  Estado,
Subsecretario,  Intendente  o  Gobernador;  Secretario  Regional  Ministerial  de
Educación o Jefe de Departamento Provincial  de Educación;  Alcalde o Concejal;
Consejero Regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario
o  Relator  del  Tribunal  Constitucional;  Fiscal  del  Ministerio  Público;  miembro  del
Tribunal Calificador de Elecciones o su secretario-relator; miembro de los Tribunales
Electorales  Regionales,  suplente  o  secretario-relator,  y  miembro  de  los  demás
tribunales creados por ley.

c)  Estar  inscrito  en  el  registro  de  personas  naturales
acreditadas como evaluadores.

d) Formar parte del registro de administradores provisionales
a cargo de la Superintendencia.”
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Artículo  35.- Los  Consejeros  deberán  informar
inmediatamente al Presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les
reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose,  en el  acto, de
conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

En particular, estarán inhabilitados de intervenir en aquellos
asuntos que afecten a:

a) Establecimientos de educación parvularia, básica o media
con que tengan un vínculo patrimonial o laboral.

b) Establecimientos de educación parvularia, básica o media
en que se desempeñen como asesores o consultores, a cualquier título.

c) Instituciones de asistencia técnica en que participen como
propietarios o dependientes, o en que tengan otra clase de intereses patrimoniales.

d) Establecimientos de educación parvularia, básica o media
en que el o los consejeros se desempeñen como docentes.

Los consejeros que, estando inhabilitados,  actúen en tales
asuntos,  serán removidos de su cargo por el  Ministro de Educación y quedarán
impedidos de ejercerlo nuevamente. 

Las inhabilidades que contempla este artículo, así como las
incompatibilidades señaladas en el  artículo anterior,  serán aplicables a todos los
funcionarios de la Agencia.

Artículo 36.- Serán causales  de cesación en el  cargo de
consejero las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia aceptada por el Ministro de Educación.

c)  Incapacidad  legal  sobreviniente,  circunstancia  que  será
calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.

d)  Actuación  en  un  asunto  en  que  estuvieren  legalmente
inhabilitados.

e)  Incumplimiento  de  los  deberes  y  obligaciones  que
establece esta ley.

En caso que uno o más consejeros cesaren por cualquier
causa  en  su  cargo,  procederá  la  designación  de un  nuevo  consejero,  sujeto  al
mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.

Si el consejero que cesare en el cargo en virtud del inciso
precedente invistiere la condición de Presidente del Consejo, su reemplazante será
designado en la forma prevista en el artículo 31, por el tiempo que faltare al que
produjo la vacante.

Artículo 37.- Las sesiones ordinarias y extraordinarias del
Consejo, el quórum para sesionar y para adoptar acuerdos, los procedimientos para
decidir en caso de empate y, en general, aquellas normas que permitan una gestión
flexible, eficaz y eficiente, serán definidas por las normas que dicte la Agencia.
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Artículo  38.- Los  consejeros  percibirán  una  dieta
equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un
máximo de 100 de dichas unidades  por mes calendario.

Artículo 39.- El  Secretario  Ejecutivo será el  Jefe Superior
del Servicio, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la
ley Nº 19.882.

Corresponderán  al  Secretario  Ejecutivo  las  siguientes
atribuciones:

a) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo, y
proponerle el programa anual de trabajo del servicio;

b) Participar en el Consejo, con derecho a voz;

c) Delegar en funcionarios de la institución las funciones y
atribuciones que estime conveniente;

d)  Conocer  y  resolver  todo  asunto  relacionado  con  los
intereses de la  Agencia,  salvo  aquellas  materias  que la  ley  reserva al  Consejo,
pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o
conducentes  a la  obtención  de los objetivos  del  servicio,  ya sea con personas
naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado;

e)  Comunicar  a  los  organismos  competentes  los
antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan
a su vez las facultades que les sean propias;

f) Dictar las resoluciones que apruebe el Consejo, así como
conocer los recursos que procedan conforme a la ley. Le corresponderá, también,
cumplir  y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo y realizar los
actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;

g) Informar a la Superintendencia de la clasificación de un
establecimiento  como de  Desempeño Deficiente  y  del  hecho  de  que  alguno  de
éstos, a pesar de los apoyos y habiéndose cumplido los plazos establecidos en la
ley, no logre los estándares mínimos exigidos;

h) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;

i)  Preparar  el  plan  anual  de  trabajo,  el  anteproyecto  de
presupuesto  y  toda  otra  materia  que  deba  ser  sometida  a  la  consideración  del
Consejo; 

j) Gestionar administrativamente el servicio;

k) Contratar labores operativas de inspección o verificación
del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente
certificados;

l) Celebrar convenios y ejecutar los actos necesarios para el
cumplimiento de los fines del servicio;

m) Nombrar y remover personal del servicio, de conformidad
a la presente ley y a las normas estatutarias;

n) Informar periódicamente al Consejo respecto de la marcha
de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones, y

53



ñ) Ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 40.- El personal de la Agencia se regulará por las
normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza
de  ley  Nº  29,  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  2005,  que  fijó  el  texto  refundido,
coordinado  y  sistematizado  del  Estatuto  Administrativo,  y,  en  materia  de
remuneraciones,  por  las normas que fije  el  decreto con fuerza de ley  a que se
refiere el artículo tercero transitorio de la presente ley.

Artículo  41.- Previo  acuerdo  del  Consejo,  el  Secretario
Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna
y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las
unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas,
como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

El  personal  a  contrata  de  la  Agencia  podrá  desempeñar
funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso,
por el Secretario Ejecutivo. El personal a que se asigne tales funciones no podrá
exceder del 7% del personal a contrata de la Agencia de Calidad.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios,
se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo  42.- El  personal  de  la  Agencia  deberá  guardar
absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en
el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones
que deba proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo,  tendrá  prohibición  absoluta  de  prestar  a  las
entidades sujetas a su evaluación otros servicios que los señalados en la ley, ya sea
en forma directa o indirecta.

Las  infracciones  a  esta  norma  serán  consideradas  falta
grave para efectos de exigir  responsabilidad administrativa, lo que se exigirá con
independencia de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.

Artículo 43.- Sin perjuicio  de las causales previstas en el
decreto  con  fuerza  de  ley  Nº  29,  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  2005,  para  la
cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las
siguientes causales:

a)  Necesidades  de  la  Agencia,  determinadas  por  el  Jefe
Superior  del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen,
oportuno y eficiente funcionamiento de la Agencia. 

Anualmente,  los  Altos  Directivos  Públicos  del  II  nivel
jerárquico  de  la  Agencia,  a  más tardar  en  el  mes de  diciembre,  efectuarán,  en
conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión
institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación
servirán de base para que el Secretario Ejecutivo ejerza la facultad a que se refiere
este literal.  Un reglamento  fijará los  procedimientos  que adoptarán y la  forma y
oportunidad en que recibirán la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional.

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la
causal  prevista  en  el  literal  a)  precedente,  tendrá  derecho  a  la  indemnización
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contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de
Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 7º
Patrimonio de la Agencia

Artículo 44.- El patrimonio de la Agencia estará constituido
por:

a)  Los  aportes  que  anualmente  le  asigne  la  Ley  de
Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c)  Los  bienes  muebles  e  inmuebles,  corporales  e
incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer
con beneficio de inventario.  Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de
toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a
cualquier título.

La Agencia estará sujeta a las normas del  decreto ley Nº
1.263, de 1975, y sus disposiciones complementarias.

TÍTULO III
DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN

Párrafo 1º
Objeto y atribuciones

Artículo 45.- Créase la Superintendencia de Educación, en
adelante  “la  Superintendencia”,  servicio  público  funcionalmente  descentralizado y
territorialmente desconcentrado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio
y que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de
Educación.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora
en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y estará afecta al Sistema de Alta
Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882.

El  domicilio  de  la  Superintendencia  será  la  ciudad  de
Santiago, sin perjuicio de las Direcciones Regionales que constituya.

Artículo 46.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar,
de  conformidad  a  la  ley,  el  uso  de  los  recursos  por  los  sostenedores  y  los
establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado, y que éstos
cumplan con las leyes, reglamentos e instrucciones que dicte la Superintendencia,
en adelante “la normativa educacional”. Asimismo, proporcionará información, en el
ámbito  de  su  competencia,  a  las  comunidades  educativas  y  otros  usuarios  e
interesados,  y  atenderá  los  reclamos  y  denuncias  de  éstos,  estableciendo  las
sanciones que en cada caso corresponda. 
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Si  en el  ejercicio  de sus  atribuciones  la  Superintendencia
toma  conocimiento  de  infracciones  a  otras  normas  legales  que  no  integran  la
normativa  educacional,  deberá  informar  a  los  órganos  fiscalizadores
correspondientes. La Superintendencia no podrá iniciar procesos sancionatorios por
infracciones a otras normas legales que no integran la normativa educacional. 

Artículo  47.- Para  el  cumplimiento  de  sus  funciones,  la
Superintendencia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Fiscalizar que las personas o instituciones cumplan con la
normativa educacional.

b) Fiscalizar la rendición de cuenta del uso de los recursos,
de  acuerdo  al  Párrafo  3º  de  este  Título,  a  través  de  procedimientos  contables
simples generalmente aceptados.

c) Realizar y ordenar auditorías a la gestión financiera de los
sostenedores en los casos que disponga la legislación vigente.

d)  Ingresar  a  los  establecimientos  educacionales  y
dependencias  del  sostenedor  que  tengan  relación  con  la  administración  del
establecimiento educacional, a objeto de realizar las funciones que le son propias.
En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán
impedir  el  normal  desenvolvimiento  de  las  actividades  pedagógicas  del
establecimiento educacional.

e) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que
sea necesario para fines de fiscalización,  sin impedir  el normal desarrollo de las
actividades  pedagógicas  del  mismo,  y  examinar,  por  los  medios  que estime del
caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las
personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue
necesarios para la mejor fiscalización.  La Superintendencia,  mediante resolución,
determinará  aquellos  libros,  archivos  y  documentos  que  deberán  estar
permanentemente  disponibles  para  su  examen  en  el  propio  establecimiento
educacional.  Las  mismas  facultades,  y  en  los  mismos  términos,  tendrá  la
Superintendencia  respecto  de  los  terceros  que  administren  los  establecimientos
educacionales.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares
pagados,  el  ejercicio  de esta  atribución  exigirá  la  existencia  de una denuncia  o
reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III, salvo que se trate de la verificación del
cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del
Estado.  En  tal  caso,  la  Superintendencia  no  podrá  examinar  las  operaciones,
bienes, libros y cuentas de la entidad fiscalizada.

f)  Citar  a  declarar  a  los  sostenedores,  representantes,
administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún
hecho que estime necesario  para resolver  alguna  denuncia  o  reclamo que esté
conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en
cumplimiento de sus funciones. Las mismas facultades, y en los mismos términos,
tendrá  la  Superintendencia  respecto  de  los  terceros  que  administren  y  presten
servicios a los establecimientos educacionales.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares
pagados,  el  ejercicio  de esta  atribución  exigirá  la  existencia  de una denuncia  o
reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III, salvo que se trate de la verificación del
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cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del
Estado.

g)  Absolver  consultas,  investigar  denuncias  y  resolver
reclamos que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten.

h) Desarrollar instancias de mediación.

i) Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los
procesos que se sigan respecto de todos los incumplimientos o faltas a la normativa
educacional, así como de los que conozca por la vía de denuncias o reclamos del
público  o  por  denuncia  que formule  el  Ministerio  de Educación  u otros  órganos
públicos.

j) Disponer el nombramiento de un administrador provisional
para  la  gestión  de  los  establecimientos  educacionales  subvencionados  o  que
reciban aportes del Estado, en los casos que determine la presente ley. 

k) Fiscalizar el cumplimiento de los requisitos exigidos para
mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional y,
cuando corresponda, remitir los antecedentes al Ministerio de Educación para que
éste, en un plazo no superior al término del año escolar, proceda a la revocación del
reconocimiento señalado.

l) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la
normativa educacional, así como aquellas que proponga la Agencia de Calidad de la
Educación. 

m)  Aplicar  e  interpretar  administrativamente  la  normativa
educacional,  cuyo  cumplimiento  le  corresponde  vigilar,  e  impartir  instrucciones
fundadas de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del
ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y
resoluciones que emanen de la Superintendencia deberán ser sistematizadas, de tal
forma  de  facilitar  el  acceso  y  conocimiento  de  ellas  por  parte  del  sujeto  a  su
fiscalización.

n)  Elaborar  índices,  estadísticas  y  estudios  relativos  al
sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

ñ) Requerir de los sostenedores y docentes directivos de los
establecimientos  educacionales  u  otros  organismos  públicos  y  privados
relacionados, en el ámbito de sus atribuciones, la información que estime necesaria
para  el  cumplimiento  de  sus  funciones.  Asimismo,  podrá  recoger  la  información
proporcionada por las instituciones,  procesarla cuando corresponda,  y distribuirla
anualmente a los distintos usuarios.

o) Poner a disposición del público la información que, con
motivo  del  ejercicio  de  sus  funciones,  recopile  respecto  de  establecimientos
educacionales,  sostenedores,  docentes,  estudiantes  y  demás  integrantes  de  la
comunidad educativa, y crear y administrar los registros que sean necesarios para
ejercer sus funciones.

p) Convenir con otros organismos de la Administración del
Estado  o  con  entidades  privadas,  la  realización  de  acciones  específicas  y  la
prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones.

q)  Asesorar  técnicamente  al  Ministerio  de  Educación  y  a
otros organismos en materias de su competencia.
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r)  Cobrar  y  percibir  los  derechos  de  actuaciones  y
certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones. 

s)  Realizar  las  demás  funciones  que  le  encomienden  las
leyes o los reglamentos.

Artículo  47  bis.- Las  facultades  señaladas  en  el  artículo
anterior,  no  obstarán  a  aquellas  facultades  generales  de  fiscalización  que  le
correspondan  a  la  Contraloría  General  de  la  República,  en  el  ámbito  de  su
competencia.

Párrafo 2º
De la fiscalización

Artículo  48.- En  el  ejercicio  de  sus  facultades  de
fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio o a petición de interesado.

La  Superintendencia  formulará  cargos  e  instruirá  el
respectivo procedimiento en caso de verificar,  por sí o por medio de terceros, la
existencia de una o más contravenciones a la normativa educacional.

En el caso de denuncias que le comuniquen el Ministerio de
Educación o la Agencia de Calidad, la Superintendencia ordenará directamente la
formulación de cargos y la instrucción del respectivo proceso.

Artículo 49.- Para los efectos de la presente ley, el personal
de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá también el carácter de
ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus
funciones,  dentro  de  las  cuales  podrá  tomar  declaraciones  bajo  juramento.  Los
hechos constatados por los funcionarios y sobre los cuales deban informar, de oficio
o a requerimiento, podrán constituir presunción legal de veracidad para todos los
efectos de la prueba judicial.

Las  acciones  de  fiscalización  podrán  llevarse  a  efecto  en
cualquier momento, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las
actividades  pedagógicas  del  establecimiento  educacional.  Los  entes  fiscalizados
deberán  otorgar  todas  las  facilidades  que  sean  requeridas  por  los  referidos
funcionarios. 

La Superintendencia  deberá procurar que los procesos de
fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus
competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado,
de  manera  de  evitar  distraer  indebidamente  la  labor  educativa  en  los
establecimientos educacionales.

Párrafo 3º
De la rendición de cuentas

Artículo  50.- Los  sostenedores  y  los  establecimientos
educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, deberán rendir
cuenta pública del uso de los recursos mediante procedimientos contables simples,
generalmente  aceptados,  respecto  de  cada  uno  de  sus  establecimientos
educacionales de acuerdo a los instrumentos y formatos estandarizados que fije la
Superintendencia. El análisis de la rendición de cuentas sólo implicará un juicio de
legalidad del uso de los recursos.

Además,  previa  resolución  que  señale  la  existencia  de
sospechas  fundadas,  la  Superintendencia  podrá  realizar  auditorías  o  requerir,  a
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petición del sostenedor del establecimiento educacional, que instituciones externas
las efectúen, para comprobar la veracidad y exactitud de la información financiera
que le hayan proporcionado. Si estas auditorías fueran realizadas por instituciones
externas,  la  elección  de  la  institución  y  su  financiamiento  corresponderá  al
sostenedor. La institución que realice la auditoría externa, deberá estar inscrita en
un registro que para tales efectos lleve la Superintendencia.

Artículo  51.- La  superintendencia  deberá  levantar  un
informe con las observaciones y recomendaciones que le ameriten las auditorías. Si
detectare  infracciones  que  puedan  ser  objeto  de  sanción,  deberá  abrir  el
procedimiento sancionatorio correspondiente y formular los cargos que procedieren.

Párrafo 4º
De la atención de denuncias y reclamos

Artículo 52.- La Superintendencia recibirá las denuncias y
resolverá los reclamos que se formulen por los miembros de la comunidad educativa
u otros directamente interesados y que se refieran a materias de su competencia,
sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.

Artículo 53.- Para los efectos de esta ley, la denuncia es el
acto escrito u oral por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas
y previamente individualizadas, ponen en conocimiento de la Superintendencia una
eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas
que correspondan. 

Se entenderá por reclamo la petición formal realizada a la
Superintendencia por alguna de las personas señaladas en el artículo anterior, en
orden a que ésta resuelva la controversia existente entre el reclamante y alguna de
las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el  procedimiento.

Artículo  54.- Formulada  una  denuncia  o  recibido  un
reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previo con el fin
de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar  un
procedimiento.

Artículo 55.- En el caso de denuncia o reclamo respecto de
los establecimientos particulares pagados,  la Superintendencia podrá investigar y
exigir la entrega de los antecedentes que corresponda.

Artículo 56.- Admitida una denuncia o reclamo a tramitación,
el  Director  Regional  ordenará  la  apertura  de  un  expediente  y  designará  al
funcionario  encargado  de  su  tramitación,  quien  notificará  al  denunciado  o
reclamado.

Artículo  57.- El  funcionario  designado  podrá  citar  a  los
interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo
para  solucionar  el  conflicto.  Las  opiniones  que  emita  en  esa  audiencia  no  lo
inhabilitarán para seguir conociendo de la causa. 

Sin  perjuicio  de  la  facultad  de  la  Superintendencia  de
resolver  los  conflictos  que  se  susciten,  y  exceptuando  las  situaciones  que  de
acuerdo a esta ley configuran infracciones graves, las partes podrán convenir a su
costo que tales conflictos sean sometidos a mediación previa. 
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No obstante lo anterior, tratándose de los establecimientos
particulares pagados la excepción a que se refiere el inciso anterior no comprende
las infracciones señaladas en los literales h), i) y j) del artículo 72 de la presente ley. 

Las partes convendrán el  nombre del mediador,  el que en
todo caso, para ejercer como tal, deberá inscribirse en el registro que al efecto lleve
la Superintendencia. 

Corresponderá a la Superintendencia fijar, mediante normas
de general aplicación, los requisitos que deberán  cumplir  los mediadores a que se
refiere este precepto, así como las normas generales de procedimiento a las que
deberán sujetarse y las sanciones que podrá aplicar por su inobservancia. Dichas
sanciones serán amonestación, multa hasta 1.000 unidades de fomento, suspensión
hasta por 180 días o cancelación del registro.

Artículo  58.- Las  notificaciones  a  los  interesados  se
realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera
actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día desde la fecha de su
despacho  en  la  oficina  de  correos.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  los  interesados
podrán registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico en la
cual  recibir  las notificaciones respectivas que,  para todos los efectos legales,  se
entenderán practicadas al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo  59.- Un  reglamento  establecerá  la  forma  de
tramitación  y  los  requisitos  que deben cumplir  las  diligencias,  actuaciones y las
medidas precautorias que se decreten, debiendo velar porque se respete la igualdad
de condiciones entre los involucrados,  la facultad del reclamante de retirarse del
procedimiento  en  cualquier  momento,  la  bilateralidad  de  la  audiencia,  la
imparcialidad y la transparencia del proceso.

Artículo  60- La  Superintendencia  deberá  mantener  un
registro público con las estadísticas de denuncias y reclamos conocidos y resueltos.

Artículo 61.- Si el Director Regional o el Superintendente,
mediante  resolución  fundada,  establece  que  la  denuncia  o  reclamo  carece
manifiestamente de fundamentos, podrá imponer a quien lo hubiere formulado una
multa no inferior  a 1 UTM y no superior  a 10 UTM, atendida la  gravedad de la
infracción imputada.

Párrafo 5º
De las infracciones y sanciones

Artículo  62.- Si  se  detectaren  infracciones  que  pudieren
significar  contravención  a  la  normativa  educacional,  el  Director  Regional
competente,  mediante  resolución  fundada,  ordenará  la  instrucción  de  un
procedimiento  y  designará  un  fiscal  instructor  encargado  de  su  tramitación,  de
formular cargos, de investigar los hechos, solicitar informes, ponderar las pruebas y
disponer toda otra diligencia que dé curso al procedimiento.

Artículo  63.- Tratándose  de  denuncias  derivadas  del
Ministerio  de Educación o la  Agencia,  el  Director  Regional  competente ordenará
directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento.

Artículo  64.- La  resolución  que  ordena  instruir  el
procedimiento  deberá  notificarse  al  sostenedor  o  a  su  representante  legal,
personalmente,  por  carta  certificada  o  correo  electrónico.  Esta  actuación  debe
constar en el expediente administrativo. 
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La notificación por carta certificada se enviará al domicilio del
establecimiento educacional donde hubieren ocurrido los hechos que dan origen a
los cargos o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la
Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate, o el que corresponda,
tratándose de otra entidad creada por ley. La notificación se entenderá practicada al
tercer día hábil siguiente del despacho de correos.

La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la
dirección  registrada por  el  sostenedor  ante la  Superintendencia,  y  se entenderá
practicada al día hábil siguiente de su despacho.

En el caso de infracción a lo dispuesto en los artículos 72
letra b) y 73 letra b), la notificación también se efectuará al obligado a proporcionar
la información que se solicite.

Artículo 65.- Una vez notificado el sostenedor, de acuerdo al
artículo  anterior,  el  Director  Regional  podrá  proponer  al  Superintendente,  como
medida precautoria, ordenar mediante resolución fundada la retención inmediata, ya
sea total o parcial, del pago de la subvención y proporcional al daño causado, sólo
en los  casos señalados  en las  letras  f),  g)  y  l)  del  artículo  72.  El  Ministerio  de
Educación deberá proceder en el sentido dispuesto por la Superintendencia.  Las
medidas precautorias tendrán una vigencia de hasta quince días corridos, pudiendo
ser  decretadas  nuevamente  si  se  mantienen  las  circunstancias  que  les  dieron
origen.  En todo caso,  la  medida precautoria de retención total  en el  pago de la
subvención,  solo podrá ser decretada si durante el mismo año escolar y por los
mismos hechos, se hubiere dispuesto previamente la medida de retención parcial
respecto del mismo establecimiento educacional.

Esta medida sólo podrá ser dispuesta oyendo al afectado, y
podrá ser impugnada dentro de los cinco días hábiles siguientes, sin suspender la
tramitación del procedimiento administrativo principal. En tal caso, la Administración
tendrá igual plazo para resolver.

Artículo 66.- Formulados los cargos, la persona objeto del
procedimiento  tendrá  un  plazo  de  quince  días,  contado  desde  la  fecha  de  la
notificación,  para  presentar  descargos  y  los  medios  de  prueba  que  estime
pertinentes.

Artículo 67.- Presentados los descargos,  o transcurrido el
plazo para tal efecto, el fiscal instructor elaborará un informe y propondrá al Director
Regional  respectivo  la  aplicación  de  sanciones  o  el  sobreseimiento,  según
corresponda.

Artículo  68.- Corresponderá  al  Director  Regional,  de
acuerdo al mérito de los antecedentes y por resolución fundada, sobreseer o aplicar
las sanciones establecidas en el artículo siguiente.

La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas
de la sana crítica.

Si  correspondiere  sancionar  un  hecho  que  constituya una
infracción tanto a esta ley como al decreto fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de
Educación, de 1998, el Director Regional aplicará la sanción que corresponda como
si se tratara de una sola infracción.

Artículo  69.- Comprobada  la  infracción  a  la  normativa
educacional,  y sin perjuicio  de la  responsabilidad penal  que proceda,  el  Director
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Regional  podrá  aplicar  las  siguientes  sanciones,  de  acuerdo  a  la  naturaleza  y
gravedad de ellas:

a) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse
el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual
deberá ser subsanada. 

b) Multa, de acuerdo a la siguiente proporción:

1.  En  el  caso  de  las  infracciones  leves,  las  multas  no
excederán de 50 UTM. 

2. En el caso de infracciones menos graves, las multas no
podrán exceder de 500 UTM. 

3. En el caso de infracciones graves, las multas no podrán
exceder de 1000 UTM. 

La multa aplicada deberá ser proporcional a la matrícula total
del establecimiento a la fecha de la infracción, al beneficio económico obtenido con
ocasión de la infracción, a la intencionalidad de la comisión de la infracción y a la
subvención  mensual  por  alumno  o  los  recursos  que  el  establecimiento  reciba
regularmente.

Para  los  establecimientos  educacionales  regidos  por  los
Títulos I y II  del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de
1998, se entenderá por subvención mensual por alumno la que resulte de aplicar
sus artículos 9º, 9º bis y 11, según corresponda.

Para los establecimientos educacionales regidos por el Título
II de la ley señalada, la aplicación de la multa se aumentará según el cobro mensual
promedio del establecimiento.

En  el  caso de  los  establecimientos  educacionales  regidos
por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación,
de 1998, la multa no podrá ser inferior al 5% ni exceder el 50% de la subvención
mensual  por  alumno  matriculado.  Iguales  porcentajes  mínimos  y  máximos  se
aplicarán adicionalmente sobre el cobro mensual promedio del establecimiento, en
el caso de los establecimientos educacionales regidos por el Título II de la señalada
ley.

Para los establecimientos de educación técnico-profesional
regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, la multa deberá ser proporcional al
promedio mensual de los recursos que se les asignen con el objeto de financiar su
operación y funcionamiento.

Para  los  establecimientos  particulares  pagados,  la  multa
será  proporcional  al  promedio  mensual  de  los  cobros  por  motivo  de  arancel  y
matrícula.

c) Privación temporal de la subvención, la que podrá ser total
o  parcial.  La  privación  de  la  subvención  no  podrá  exceder  de  12  meses
consecutivos.

d) Privación definitiva de la subvención.

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad de la calidad de
sostenedor y para mantener o participar en cualquier forma en la administración de
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establecimientos educacionales, la que se entenderá aplicada a sus representantes
legales y administradores.

f) Revocación del reconocimiento oficial.

Artículo 70.- En caso que la Superintendencia disponga la
sanción de privación de la subvención, inhabilidad del sostenedor o revocación del
reconocimiento  oficial  del  Estado,  deberá  enviar  al  Ministerio  de  Educación  los
antecedentes  que  correspondan  para  su  aplicación  y  posterior  inclusión  en  el
registro correspondiente.

Artículo 71.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen
infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves.

Artículo 72.- Son infracciones graves:

a)  No  efectuar  la  rendición  de  cuentas  en  la  forma  que
determina la ley.

b) No entregar la información solicitada por el Ministerio de
Educación, la Agencia o la Superintendencia conforme a la normativa educacional. 

c) Incumplir alguno de los requisitos exigidos para mantener
el reconocimiento oficial del Estado.

d)  Incumplir  reiteradamente  los  estándares  de aprendizaje
exigidos en conformidad a las leyes. Esta infracción sólo podrá ser sancionada con
la revocación del reconocimiento oficial.

e) Alterar los resultados de las mediciones de aprendizaje.

f)  Impedir,  entorpecer  u  obstaculizar  deliberadamente la
fiscalización de la Superintendencia.

g)  Realizar  acciones  dolosas  destinadas  a  obtener  la
subvención educacional, tales como alterar la asistencia media o la matrícula de los
alumnos.

h) Cobrar indebidamente derechos de escolaridad.

i) Hacer obligatorio el pago de matrícula u otros cobros que
tengan carácter voluntario, en los establecimientos educacionales subvencionados o
que reciben aportes del Estado.

j)  Exigir,  por  medio  de  terceros,  cobros  o  aportes
económicos prohibidos en la ley.

k)  Incurrir  en  atraso  reiterado  en  el  pago  de  las
remuneraciones, cotizaciones previsionales y de salud de su personal, sin perjuicio
de las facultades que sobre la materia detentan otros órganos.

l)  Toda otra que haya sido expresamente calificada  como
grave en el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, y
en la normativa educacional.

Artículo 73.- Son infracciones menos graves: 

a) Efectuar tardía o incompletamente la rendición de cuenta.
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b) Entregar la información requerida por la Superintendencia
en forma incompleta o inexacta.

c)  Infringir  los  deberes  y  derechos  establecidos  en  la
normativa educacional que no sean calificados como infracción grave.

d)  Cobrar  indebidamente  valores  superiores  a  los
establecidos.

e) No prestar el servicio educativo en conformidad a la ley,
los reglamentos y los convenios respectivos.

f)  Toda  otra  infracción  que  sea  expresamente  calificada
como tal en el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998,
y en la normativa educacional.

En caso de infracciones que tengan el  carácter  de menos
graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas
en esta ley.

Artículo  74.- Son  infracciones  leves  aquellas  en  que
incurran  los  sostenedores  o  establecimientos  educacionales  contra  la  normativa
educacional y que no tengan señalada una sanción especial.

Las infracciones leves sólo serán sancionadas si no fueren
subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la
Superintendencia.

En este caso, podrán ser amonestados o sancionados con
multa, a beneficio fiscal.

Artículo  75.- Constituyen  circunstancias  atenuantes  de
responsabilidad administrativa:

a)  Subsanar  los  incumplimientos  reportados  por  la
Superintendencia, dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación. 

b)  Que  no  le  haya  sido  impuesta  una  de  las  sanciones
previstas en la normativa educacional en los últimos seis años, por una infracción
grave; en los últimos cuatro, por una menos grave, y en los últimos dos, por una
leve.

c)  Concurrir  a  las  oficinas  de  la  Superintendencia  y
denunciar estar cometiendo, por sí, cualquier infracción a la normativa educacional.

La  circunstancia  señalada  en  la  letra  c)  sólo  procederá
cuando  el  sostenedor  suministre  información  precisa,  verídica  y  comprobable
respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los
mismos.

Artículo 76.- Se considerarán circunstancias agravantes de
responsabilidad: 

a) La no concurrencia de los sostenedores, representantes,
administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas a las citaciones a
declarar efectuadas por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el artículo
47 letra f).
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b)  El  incumplimiento  reiterado  de  las  instrucciones
formuladas  por  la  Superintendencia.  Se  entenderá  que  son  reiterados  aquellos
incumplimientos  que,  en  un  mismo  año  calendario,  se  repitan  en  dos  o  más
ocasiones.

c) Haber sido sancionado con antelación en virtud de alguno
de los procesos administrativos previstos en la normativa educacional vigente, en
los términos establecidos en la letra b) del artículo anterior.

En el caso de la letra c) de este artículo, la multa deberá ser
aumentada hasta el doble, como máximo, conforme a los criterios señalados en el
artículo 69 letra b). 

Artículo 77.- La sanción de multa no impide la aplicación de
la inhabilitación temporal o perpetua de la calidad de sostenedor, ni la de revocación
del reconocimiento oficial del Estado.

Artículo  78.- Tratándose  de  multa  aplicada  a
establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado,
el pago de la misma se efectuará mediante el descuento, total o en cuotas, de la
multa  correspondiente  de  la  subvención  mensual  a  percibir.  En  el  caso  de
establecimientos  particulares  pagados,  las  multas  deberán  ser  pagadas  en  la
Tesorería General de la República.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y oportunidad del
pago de la multa impuesta, así como su reintegro en los casos que corresponda.

Las  multas  impuestas  por  la  Superintendencia  serán  de
beneficio fiscal.

El  retardo  en  el  pago  de  toda  multa  que  aplique  la
Superintendencia,  en  conformidad  a  la  ley,  devengará  los  intereses  y  reajustes
establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Artículo 79.- En caso que la Superintendencia disponga la
sanción  de  revocación  del  reconocimiento  oficial  del  Estado,  el  Ministerio  de
Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar
el derecho a la educación de los alumnos, en coordinación con las facultades que
detenta esta Superintendencia.

Artículo  80.- En  contra  de  la  resolución  del  Director
Regional  que  aplique  cualquiera  de  las  sanciones  señaladas,  procederán  los
recursos administrativos que establece la ley Nº 19.880.

Artículo  81.- Los  afectados  que  estimen  que  las
resoluciones del Superintendente no se ajustan a la normativa educacional podrán
reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince
días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las
deje sin efecto.

La  Corte  deberá  pronunciarse  en  cuenta  sobre  la
admisibilidad del recurso.

Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado
de éste a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de
quince días, contado desde que se notifique la apelación interpuesta, para evacuar
el informe respectivo.
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Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el
plazo de que dispone para emitir su informe, la Corte ordenará traer los autos en
relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más
próxima, previo sorteo de la Sala. 

La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días,
la  cual  podrá ser apelada ante la  Corte Suprema dentro del  plazo de diez días
hábiles, la que resolverá en cuenta.

Artículo  82.- Contra  la  sanción  de  amonestación  no
procederá recurso administrativo alguno.

Artículo 83.- La Superintendencia no podrá aplicar ningún
tipo de sanción luego de transcurridos cuatro años desde la fecha en que hubiere
terminado  de  cometerse  el  hecho.  El  inicio  de  la  investigación  respectiva
suspenderá este plazo de prescripción.

Todo proceso que inicie la Superintendencia deberá concluir
en un plazo que no exceda los dos años.

Párrafo 6º
Del administrador provisional

Artículo 84.- La Superintendencia de Educación,  mediante
resolución fundada, podrá nombrar un administrador provisional para que asuma las
funciones  que  competen  al  sostenedor  de  un  establecimiento  educacional
subvencionado  o  que  reciba  aportes  del  Estado,  con  el  objeto  de  asegurar  el
adecuado  funcionamiento  de  dicho  establecimiento  y  la  continuidad  del  servicio
educativo.

El administrador provisional durará en su cargo sólo hasta el
término del  año escolar  en curso,  salvo  lo  establecido en el  inciso  segundo del
artículo 91.

Artículo 85.- No podrán ser nombrados como administrador
provisional de un establecimiento educacional:

a)  El  cónyuge,  los  parientes  hasta  el  cuarto  grado  de
consanguinidad  o  segundo  de  afinidad  del  sostenedor  del  establecimiento
educacional y de quienes hayan sido directores titulares o administradores de la
persona jurídica.

b) Los acreedores o deudores del sostenedor o que tengan
algún interés pecuniario directo en empresas relacionadas.

c) Los administradores de bienes del sostenedor.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  regirán  respecto  de  estas
personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de
ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que
fija el  texto refundido,  coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Artículo  86.- Sólo  se  podrá  nombrar  un  administrador
provisional en los siguientes casos:
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a) Cuando el establecimiento educacional se mantenga en la
categoría de Desempeño Deficiente por más de cuatro años consecutivos y exista
riesgo de afectar la continuidad del año escolar.

b) Cuando el sostenedor, los socios, el representante legal o
el administrador de la entidad sostenedora se ausenten injustificadamente, poniendo
en riesgo la continuidad del año escolar.

c) Cuando, por razones imputables al sostenedor, se haga
imposible  la  mantención  del  servicio  educativo  a  consecuencia  de  sanciones,
medidas precautorias, embargos, ejecuciones, retiros que afecten al establecimiento
educacional o a su mobiliario.

d)  Cuando  exista  atraso  reiterado  en  el  pago  de  las
remuneraciones,  cotizaciones  previsionales  o  de  salud  del  personal  del
establecimiento. Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago
de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis.

e)  Cuando,  por  causa  imputable  al  sostenedor,  se
suspendan los servicios básicos para el buen funcionamiento del local escolar. Se
entenderá por suspensión reiterada la no disponibilidad del servicio básico en un
período de tres días hábiles consecutivos o cinco días hábiles en un período de seis
meses. 

Tratándose de las causales señaladas en las letras b), c) y
e) precedentes, una vez que la Superintendencia haya nombrado al administrador
provisional, notificará por carta certificada al sostenedor para que éste, dentro del
plazo  de  cinco  días  hábiles  contados  desde  dicha  notificación,  pueda  reclamar
administrativamente ante el Superintendente de esa designación.

El nombramiento del administrador provisional en los casos
señalados en las letras b), c) y d), será una atribución privativa e indelegable del
Superintendente.

Artículo  87.- Al  asumir  sus  funciones  el  administrador
provisional levantará un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero
del establecimiento educacional, que será entregada a la Superintendencia.

Además,  dentro  de  los  veinte  días  siguientes  a  su
nombramiento, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado por el
Superintendente.

El  administrador  provisional  deberá  presentar  informes
trimestrales  de  avance  de  su  gestión  y  dar  cuenta  documentada  de  ella  al
Superintendente de Educación al término de sus funciones.

Una vez que la rendición de cuenta haya sido aprobada por
la  Superintendencia,  ella  será  incorporada  a  un  registro  de carácter  público,  de
conformidad a lo dispuesto en el reglamento.

El administrador provisional responderá de la culpa leve en
su administración.

Artículo  88.- Desde  la  fecha  de  designación  del
administrador provisional, el sostenedor del establecimiento será sustituido por éste
para todos los efectos legales,  quedando inhabilitado para percibir  la subvención
educacional.
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Sin perjuicio de lo anterior, el sostenedor será responsable
de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento del
establecimiento educacional con antelación al inicio de la administración provisional.

El nombramiento de administrador provisional procederá sin
perjuicio de hacer efectiva la garantía establecida en el artículo 56 del decreto con
fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

Artículo  89.- El  administrador  provisional  asumirá  las
facultades que competen al sostenedor del establecimiento educacional en el cual
desempeñará su cargo y tendrá las facultades consignadas en el artículo 2.132 del
Código Civil.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  el
administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:

a)  Asumir  la  representación  legal  del  establecimiento,  sea
particular subvencionado, municipal o cuyo sostenedor sea otra entidad creada por
ley.

b)  Asegurar  la  continuidad  escolar  y  la  disponibilidad  de
matrícula para los alumnos del establecimiento, de conformidad a lo establecido en
esta ley.

c) Percibir y administrar los recursos de que trata el decreto
con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

d) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional
desde el  momento que asume sus funciones,  con el  límite de los recursos que
reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y considerando
el buen desempeño del establecimiento educacional.

e)  Poner  término  a  la  relación  laboral  del  personal  del
establecimiento educacional.

f) Constituir prenda sobre los bienes del establecimiento a fin
de garantizar su buen funcionamiento. 

g) Devolver la administración de los bienes al sostenedor al
término de su gestión.

Las  facultades  del  administrador  provisional  serán
indelegables.

Artículo  90.- El  nombramiento  de  un  administrador
provisional, en el caso de la letra a) del artículo 86, podrá tener por objeto hacer
efectiva la revocación del reconocimiento oficial  del establecimiento, siempre que
existan  establecimientos  cercanos  que  impartan  el  mismo  nivel  educativo,
clasificados en una categoría superior.

Para proceder a cerrar  el  establecimiento  el  administrador
provisional deberá dar continuidad al servicio educativo, por el período que reste
hasta el término del año escolar, asegurando la matrícula disponible a los alumnos
para el año escolar siguiente en otros establecimientos educacionales.

Artículo 91.- El administrador provisional tendrá facultades
para  reestructurar  un  establecimiento  educacional,  siempre  que  se  trate  de
establecimientos  educacionales  administrados  por  municipalidades,  sea
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directamente  o  por  sus  corporaciones  municipales,  o  administrados  por  otras
entidades creadas por ley, y no existan establecimientos cercanos que impartan el
mismo nivel educativo, clasificados en mejor categoría.

El  administrador  provisional  se  hará  cargo  de  las
obligaciones  legales  hasta  la  entrega  del  establecimiento  educacional  a  la
municipalidad  o  corporación  respectiva,  o  a  la  entidad  creada  por  ley  que
corresponda, la que deberá materializarse dentro del plazo de tres años, contado
desde la fecha de su nombramiento.

Artículo  92.- Para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  este
Párrafo, se entiende por establecimientos cercanos, aquellos cuyo sostenedor sea
una municipalidad, una corporación municipal u otra entidad creada por ley, o los
establecimientos  particulares  subvencionados  gratuitos,  que  acepten  a  esos
alumnos sin proceso de selección, y que se encuentren emplazados en la misma
comuna y tengan matrícula disponible para atender las necesidades educativas que
se generen,  salvo que estén ubicados en zonas de aislamiento  geográfico o de
difícil acceso.

Artículo  93.- Ningún  establecimiento  podrá  ser  objeto  de
reestructuración más de dos veces en un período de diez años.

Si el establecimiento educacional resulta clasificado como de
Desempeño Deficiente después de finalizada la segunda reestructuración dentro de
tal período, la Agencia de Calidad comunicará la situación a la Superintendencia
para que ésta inicie el procedimiento administrativo para revocar el reconocimiento
oficial del establecimiento.

Artículo 94.- Créase un Registro Público de Administradores
Provisionales, a cargo de la Superintendencia, que incluirá las personas, naturales y
jurídicas, habilitadas para cumplir las funciones de administrador provisional.

Un  reglamento  determinará  los  requisitos  que  deberán
cumplir las personas para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros que
se creen; procedimiento de selección, mecanismos de evaluación y acreditación de
ellas; tiempo de duración en el registro, y causales que originan la salida de éste, a
fin  de asegurar  la  idoneidad  del  administrador  provisional  y  la  efectividad  de su
gestión.

Artículo  95.- Los  honorarios  del  administrador  provisional
serán  pagados  con  cargo  a  la  subvención  que  le  corresponda  recibir  al
establecimiento, conforme a la ley. En la parte no cubierta por estos recursos, será
cubierta por la Superintendencia.

Párrafo 7º
De la organización de la Superintendencia

Artículo 96.- Un funcionario  de la  exclusiva  confianza del
Presidente de la República, con el título de Superintendente de Educación, será el
Jefe  Superior  de  la  Superintendencia  y  tendrá  la  representación  judicial  y
extrajudicial  de  la  misma.  Dicho  funcionario  estará  afecto  al  Sistema  de  Alta
Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882.

Artículo  97.- Corresponderá  al  Superintendente,
especialmente:
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a)  Planificar,  organizar,  dirigir,  coordinar  y  controlar  el
funcionamiento  de  la  Superintendencia  y  ejercer,  respecto  de  su  personal,  las
atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio.

b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen
funcionamiento de la Superintendencia.

c)  Ejecutar  los  actos  y  celebrar  los  convenios  necesarios
para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades
podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

d)  Nombrar  y  remover  al  personal  del  Servicio,  de
conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.

e)  Delegar  atribuciones  o  facultades  específicas  en
funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.

f)  Contratar  las  labores  operativas  de  inspección  o
verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos
debidamente certificados conforme al reglamento respectivo.

g)  Interpretar  administrativamente,  en  materias  de  su
competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y
materias fiscalizadas, elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes
para su cumplimiento.

h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

i) Imponer las sanciones y multas que establece la presente
ley  y  las  demás  disposiciones  legales  que  regulen  la  actividad  educacional  e
informar de éstas al  Ministerio  de Educación,  para que sean incorporadas en el
registro correspondiente.

j)  Ejercer  las  demás atribuciones  que le  encomienden  las
leyes y reglamentos.

Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le
confiere,  el  Superintendente  deberá  poner  en  conocimiento  de  los  demás
organismos  fiscalizadores  los  antecedentes  de  que  disponga  o  de  que  tome
conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias.

Artículo  98.- La  Superintendencia  se  desconcentrará
territorialmente a través de Direcciones Regionales, de conformidad a lo establecido
en la ley.

Artículo 99.- El personal de la Superintendencia se regulará
por las normas de esta ley, por el decreto con fuerza de ley a que se refiere el
artículo tercero transitorio y por los reglamentos que de conformidad a ella se dicten.
Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley Nº 29,
del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 100.- El Superintendente, con sujeción a la planta
de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones
y funciones que correspondan a cada una de las  unidades establecidas  para el
cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal
adscrito a tales unidades.

El  personal  a  contrata  de  la  Superintendencia  podrá
desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas,
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en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones
no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios,
se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo  101.- El  Superintendente  podrá  solicitar  en
comisión  de  servicios  a  funcionarios  especializados  de  los  distintos  órganos  e
instituciones  de  la  administración  civil  del  Estado,  sin  que  rijan  las  limitaciones
establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.

Artículo 102.- El  personal  de  la  Superintendencia  deberá
guardar  absoluta  reserva  y  secreto  de  las  informaciones  de  las  cuales  tome
conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y
certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a
esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no
obsta a las sanciones penales que procedan.

Artículo  103.- El  personal  de  la  Superintendencia  tendrá
prohibición  absoluta  de  prestar  a  las  entidades  sujetas  a  su  fiscalización  otros
servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera
infracción  a  esta  norma  será  constitutiva  de  falta  grave  para  los  efectos  de
establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones
que procedan de conformidad a la ley.

Artículo 104.- Sin perjuicio de las causales previstas en el
decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto
Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar
la vacancia por las siguientes causales: 

a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el
Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen,
oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente,  los  Altos  Directivos  Públicos  del  II  nivel
jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán,
en conjunto,  una evaluación  sobre la  marcha de la  institución en función de su
misión  institucional  y  los  objetivos  estratégicos  fijados.  Los  resultados  de  dicha
evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se
refiere  este  literal.  Un reglamento  fijará  los  procedimientos  que se adopten y la
forma y oportunidad en que se recepcione la información y antecedentes requeridos
al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la
causal  prevista  en  el  literal  a)  precedente,  tendrá  derecho  a  la  indemnización
contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de
Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo  105.- El  personal  de  la  Superintendencia  que
detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos
deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá
realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley Nº 19.863, ejercer
los  derechos  que  le  atañen  personalmente,  percibir  los  beneficios  de  seguridad
social  de  carácter  irrenunciable  y  los  emolumentos  que  provengan  de  la
administración de su patrimonio.
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Artículo  106.- La  Superintendencia  estará  sometida  a  la
fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que
concierne  al  examen de  las  cuentas  de  entradas  y  gastos,  sin  perjuicio  de las
atribuciones propias de dicho órgano de control.

Párrafo 8º
Del patrimonio

Artículo 107.- El patrimonio de la Superintendencia estará
constituido por:

a)  Los  aportes  que  anualmente  le  asigne  la  Ley  de
Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c)  Los  bienes  muebles  e  inmuebles,  corporales  e
incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios; 

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer
con beneficio de inventario.  Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de
toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

f)  Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a
cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto
ley  Nº  1.263,  de  1975,  sobre  Administración  Financiera  del  Estado,  y  sus
disposiciones complementarias.

TÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 108.- Los plazos de días establecidos en esta ley
son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, domingos y
festivos.

Artículo 109.- En los casos no contemplados en la presente
ley,  la  entrega de información  que se requiera  a  estos  órganos se someterá  al
procedimiento establecido en los artículos 13 y siguientes del decreto con fuerza de
ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001.

Artículo  110.- El  mayor  gasto  fiscal  que  represente  la
aplicación de la presente ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio
de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida Presupuestaria del Tesoro
Público.

Artículo 111.- Un reglamento establecerá los mecanismos,
procedimientos y en general toda acción que permitan una coordinación eficaz entre
los órganos del Estado que componen el Sistema.

Las  visitas  inspectivas,  evaluativas  o  de  fiscalización  que
realicen los órganos mencionados deberán realizarse coordinadamente.
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La  Agencia  deberá  informar  a  la  Superintendencia  de
Educación, la exclusión indebida de alumnos de bajo rendimiento de las mediciones,
filtración de pruebas o cualquier otro intento de manipulación de los resultados de
las mediciones de aprendizaje, con el objeto que adopte las medidas pertinentes y
aplique las sanciones que corresponda de conformidad a la ley.

Para  la  elaboración,  mantención  y  actualización  de  los
Registros que se creen en virtud de esta ley, el Ministerio, la Superintendencia y la
Agencia  de Calidad tendrán libre  acceso a la  información que cada uno posea,
recíprocamente.

Artículo 112.- Modifícase la ley Nº 18.956, que reestructura
el Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:

1. Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:

“Artículo 1°.- El Ministerio de Educación es la Secretaría de
Estado encargada de fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles y
modalidades; promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el
financiamiento fiscal al primer y segundo nivel de la educación parvularia; financiar
un  sistema gratuito  destinado  a  garantizar  el  acceso  de  toda  la  población  a  la
educación básica y media, generando las condiciones para la permanencia en las
mismas  de  conformidad  a  la  ley;  promover  el  estudio  y  conocimiento  de  los
derechos  esenciales  de  la  persona  humana;  fomentar  la  cultura  de  la  paz,  y
estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística, la práctica del
deporte y la protección y conservación del patrimonio cultural.”.

2. Elimínase la letra c) del artículo 2º.

3. Intercálanse, a continuación del artículo 2º, los siguientes
artículos 2º bis y 2° ter, nuevos:

“Artículo 2º bis.- Sin perjuicio de las funciones señaladas en
el artículo anterior, también corresponderá al Ministerio:

a) Elaborar las bases curriculares y los planes y programas
de estudio para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;

b) Formular los estándares de aprendizaje  de los alumnos y
los  estándares  indicativos  de  desempeño  para  docentes,  docentes  directivos,
sostenedores  y  establecimientos  educacionales  para  la  aprobación  del  Consejo
Nacional de Educación, cuando corresponda; 

c) Proponer y evaluar las políticas y diseñar e implementar
programas y las  acciones  de apoyo técnico  pedagógico  para docentes,  equipos
directivos,  asistentes  de  la  educación,  sostenedores  y  establecimientos
educacionales;

d) Proponer y evaluar las políticas relativas a la formación
inicial y continua de docentes;

e) Determinar, en coordinación con la Agencia de Calidad, el
plan de mediciones nacionales e internacionales de los niveles de aprendizaje de
los alumnos para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;

f) Desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema
educativo,  en el  ámbito de su competencia,  y poner a disposición del público la
información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Esta información
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será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.  No
obstante, tendrá carácter confidencial respecto de la identidad de los alumnos y los
docentes evaluados de conformidad a la ley;

g)  Establecer  y  administrar  los  registros  públicos  que
determine la ley, y

h) Ejecutar las sanciones que disponga la Superintendencia
de Educación o, en su caso, aplicar las sanciones en los ámbitos que determinen
las leyes.

Artículo  2º  ter.-  Dentro  de  la  función  de  apoyo  técnico
pedagógico  a  los  sostenedores  y  sus  establecimientos  educacionales  y  a  las
instituciones de apoyo técnico pedagógico, al Ministerio le corresponderá asesorar,
directamente o por intermedio de terceros, elegidos por el sostenedor de entre los
sujetos registrados según el artículo 19 letra d), en los procesos de mejora de la
calidad educativa.

En  el  caso  de  los  establecimientos  que  reciban  la
subvención creada por la ley Nº 20.248, este apoyo se financiará con cargo a los
recursos que ella establece.”.

4. Elimínase, en el artículo 4º, la expresión “Jefe Superior del
Ministerio y”.

5.  Intercálase,  en  el  artículo  6º,  a  continuación  de  la
expresión “del Ministro”, la frase “y el Jefe Administrativo del Ministerio”.

6.  Reemplázase,  en  el  inciso  segundo  del  artículo  15,  la
frase  “y  de  inspección  y  control  de  subvenciones”  por  “y  las  vinculadas  a  la
inspección del pago de las subvenciones”.

7.  Elimínase,  en  el  inciso  primero  del  artículo  16,  la
expresión “y financiera”.

8.  Incorpórase  el  siguiente  Título  III,  nuevo,  pasando  el
actual Título III a ser IV, ordenándose sus artículos correlativamente:

“TÍTULO III
De los requerimientos de información, de la Ficha Escolar y los registros

Artículo 17.- Para los efectos de los registros establecidos en
la ley, los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el
Ministerio  de  Educación  relativa  a  repitencia,  promoción,  abandono  y  retiro  de
alumnos,  compromisos  de  gestión  o  metas  institucionales  del  establecimiento.
Asimismo, cuando corresponda,  deberán informar sobre los programas de apoyo
propios  o  con  otras  instituciones  u  organismos,  cobros  efectuados  en  los
establecimientos  en que así  procediere  y  aquella  información  mencionada  en el
artículo 8º de la ley Nº 19.979, en los casos que corresponda.

Artículo 18.- A partir  de la información a que se refiere el
artículo  anterior,  el  Ministerio  de  Educación  elaborará  una  Ficha  Escolar  que
resumirá la información relativa a cada establecimiento educacional.

La  Ficha  Escolar  será  publicada  en  la  página  Web  del
Ministerio  de  Educación.  Esta  información  estará  a  disposición  de  cualquier
interesado.
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Un reglamento fijará la forma, modalidad y periodicidad en
que deberá requerirse y publicarse la información establecida en el presente artículo
y el anterior, en especial el contenido de la Ficha Escolar.

Artículo 19.- Los Registros de Información comprenderán, al
menos, los siguientes:

a) Registro de Sostenedores, el que deberá incluir, al menos,
la constancia de su personalidad jurídica, representante legal, establecimientos que
administra  e  historial  de  infracciones,  si  las  hubiere.  En  el  caso  de  percibir
subvención o aportes estatales, deberá también informarse sobre origen y monto de
todos los recursos recibidos y planes de desarrollo. 

b) Registro de Establecimientos Reconocidos Oficialmente,
donde  deberá  incluirse,  al  menos,  el  nombre  y  domicilio  del  establecimiento
educacional, identificación del sostenedor y representante legal, constancia del acto
administrativo por medio del cual se otorgó el reconocimiento oficial y su fecha, nivel
de  enseñanza  y  modalidad  que  imparte  y  la  información  pertinente  relativa  a
alumnos,  directivos,  docentes  y  asistentes  de  la  educación.  Asimismo,  deberá
contemplar  indicadores  de  eficacia  y  eficiencia  interna  y  fuentes  de  recursos  y
monto de los mismos.

En  el  caso  de  los  establecimientos  que  reciban
subvenciones o aportes estatales, deberá incluir, además, la individualización de los
integrantes  del  Consejo  Escolar  e  información  sobre  el  Plan  de  Mejoramiento
Educativo, si lo tuviere.

c)  Registro de Docentes,  el  que deberá incluir  el  nombre,
títulos y otras certificaciones de competencia, establecimiento educacional donde se
desempeña, sectores de aprendizaje y cursos en que ejerce, premios o sanciones
recibidas y otros antecedentes relativos a la idoneidad para ejercer la profesión, de
conformidad a la ley. La información para confeccionarlo deberá ser proporcionada
por el sostenedor para quien trabaja el docente.

d) Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de
Apoyo,  que  estarán  habilitadas  para  prestar  apoyo  a  los  establecimientos
educacionales  y  para  la  elaboración  y  ejecución  del  Plan  de  Mejoramiento
Educativo. Un reglamento establecerá la regulación a que se sujete este registro,
así  como  los  requisitos  que  deberán  cumplir  las  personas  y  entidades  para  el
ingreso y permanencia en el registro o subregistro de especialidades que se creen.
En todo caso, el registro deberá incluir, a lo menos, una adecuada identificación de
las  entidades  y  especialidades  técnicas  en  las  que  ofrecen  servicios,  así  como
antecedentes relativos a la calidad de los que hubieren prestado. El procedimiento
de  selección  de  las  mismas,  tiempo de  duración  en el  registro  y  causales  que
originan la salida de éste, se determinará considerando la calidad técnica, eficacia y
especialidad  de  dichas  entidades.  Para  constituir  este  registro,  el  Ministerio  de
Educación convocará un panel de expertos, ad-honorem, ampliamente reconocidos
en el campo de la educación nacional o extranjera.

El  Ministerio  de Educación deberá administrar  y  mantener
con información actualizada los registros señalados en este artículo, sin perjuicio de
la  facultad de la  Superintendencia  de Educación  y  la  Agencia  de Calidad  de la
Educación de establecer otros registros que sean necesarios para el ejercicio de sus
funciones.

Artículo  20.-  Las  universidades  e  institutos  profesionales
deberán remitir  por medios informáticos al  Ministerio de Educación la nómina de
profesores titulados cada año de su respectiva institución. Tratándose de profesores
titulados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán remitir
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la  información,  dentro  del  plazo  de un  año,  contado desde  la  publicación  de  la
presente ley.”.

Artículo 113.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2,
del  Ministerio  de  Educación,  de  1998,  sobre  Subvención  del  Estado  a
Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:

1. Agrégase en el inciso cuarto del artículo 2°, a continuación
del punto aparte que pasa a ser seguido, la oración “Con todo, el requisito señalado
en la letra a) del inciso anterior no se aplicará a los socios.”.

2. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 5°:

a) Derógase su inciso tercero.

b) Sustitúyese su inciso cuarto, por el siguiente:

“El  incumplimiento  de  la  obligación  señalada  en  el  inciso
segundo se considerará infracción menos grave.”.

3. Derógase el artículo 19.

4. Elimínase, en el inciso final del artículo 21, la frase “para
los efectos del artículo 50”.

5. Sustitúyese, en el  inciso final  del artículo 22, la oración
que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: “La infracción de esta obligación se
considerará menos grave.”.

6.  Sustitúyese,  en  el  inciso  quinto  del  artículo  26,  la
expresión “al Ministerio” por “a la Superintendencia”.

7. Deróganse los artículos 52, 52 bis y 53.

8.  Intercálase,  en  el  inciso  primero  del  artículo  54,  a
continuación  de  la  expresión  “mediante  resolución  fundada”,  la  frase  “y  previo
informe favorable de la Superintendencia de Educación”.

9. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 55:

a) Agrégase, en el inciso primero, después del punto final (.),
que  pasa  a  ser  punto  seguido  (.),  la  siguiente  oración:  “Sin  perjuicio  de  las
facultades que correspondan, en materia sancionatoria,  a la Superintendencia de
Educación.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En  la  fiscalización  de  las  normas  de  esta  ley  y  sus
reglamentos  el  Ministerio  de  Educación,  la  Superintendencia  de  Educación  y  la
Agencia  de Calidad  de Educación  deberán actuar  coordinadamente  conforme al
artículo 111 de la Ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la
Educación Parvularia, Básica y Media.”.

10. Deróganse los artículos 64 y 65.

11. Elimínase, en el inciso final del artículo quinto transitorio,
la frase “para los efectos de los artículos 50 y 52 del presente cuerpo legal”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
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Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República
para  que,  mediante  un  decreto  con  fuerza  de  ley  expedido  por  intermedio  del
Ministerio  de  Educación,  que  además  deberá  ser  suscrito  por  el  Ministro  de
Hacienda, establezca las Direcciones y Oficinas Regionales de la Superintendencia
de  Educación  y  de  la  Agencia  de  Calidad  de  la  Educación,  definiendo  sus
potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.

Artículo  segundo.- El  Ministerio  de  Educación  tendrá  un
plazo de tres años, desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los
estándares  de  aprendizaje  e  indicativos  de  desempeño  al  Consejo  Nacional  de
Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de
aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de
medición.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República
para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio
del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de
Hacienda, fije las plantas de personal de la Superintendencia de Educación y de la
Agencia de Calidad de la Educación, y el régimen de remuneraciones que les será
aplicable. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República
deberá  dictar  todas  las  normas  necesarias  para  la  adecuada  estructuración  y
operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta,
así como los requisitos para el desempeño de los  mismos, sus denominaciones y
niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la
ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio
de Hacienda,  de 2005,  según corresponda.  En el  mismo acto,  fijará la fecha de
vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año. 

Además,  en  el  ejercicio  de  esta  facultad,  establecerá  las
normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije. Del mismo modo, el
Presidente  de  la  República  fijará  las  normas  necesarias  para  la  fijación  de  las
remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.

Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República
determinará la  fecha de vigencia de la planta que fije y del  encasillamiento que
practique  y  el  inicio  de  funciones  de la  Superintendencia  de  Educación  y  de la
Agencia de Calidad.

Artículo cuarto.- El  Presidente de la República nombrará,
transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley
Nº 19.882, al Superintendente y al Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de
la Educación, quienes asumirán de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de
selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de
Alta Dirección Pública.

Para iniciar el concurso de los integrantes del consejo de la
Agencia, el Ministro de Educación tendrá un plazo máximo de dos meses, contado
desde la publicación de la presente ley.

Artículo  quinto.- La  planta  de  personal  de  la
Superintendencia  y  de  la  Agencia  de  Calidad  de  la  Educación  será  provista
mediante el traspaso, sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio
de  Educación,  Subsecretaría  de  Educación  y  servicios  dependientes  o  que  se
relacionen por su intermedio,  siguiendo el  procedimiento que se establece en el
inciso siguiente. Del mismo modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que
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se  liberen  por  este  hecho.  Los  cargos  que  no  se  provean  de  conformidad  al
procedimiento previsto en el inciso siguiente se llenarán mediante concurso público.

Conforme  a  lo  anterior,  la  Subsecretaría  de  Educación
directamente o utilizando el procedimiento que establece el artículo 23 del Estatuto
Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones
enumeradas en el inciso precedente, sean de planta o a contrata, los que deberán
cumplir los requisitos de los cargos concursados y estar calificados en listas 1 o 2 de
distinción o buena, respectivamente. Los funcionarios a contrata deberán, además,
haberse desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al
concurso.

La Subsecretaría de Educación en forma previa,  según la
planta  y  sus  requisitos,  definirá,  conjuntamente  con  el  Superintendente  o  el
Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda,
los  factores,  subfactores,  competencias  o  aptitudes  específicas  a  considerar,
pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.

El  concurso  deberá  seguir,  a  lo  menos,  las  siguientes
normas básicas:

a)  En  la  convocatoria  se  especificarán  los  cargos,  las
funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

b) En un solo acto, se postulará a una o más de las plantas o
escalafones de la Superintendencia sin especificar cargos o grados determinados
dentro de ellas, salvo que se postule sólo a determinadas localidades especificadas
en la convocatoria.

c) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en
cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

d)  En  caso  de  producirse  empate,  los  funcionarios  serán
designados conforme a los siguientes criterios: en primer término con el personal de
planta,  si  quedaran  vacantes  se  procederá  con  los  funcionarios  a  contrata.  De
subsistir  la igualdad se procederá conforme al resultado de la  última calificación
obtenida  en  la  institución  de  origen.  Por  último,  de  mantenerse  la  igualdad  se
pronunciará el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad,
según corresponda.

e)  El  traspaso  regirá  a  partir  de  la  fecha  en  que  quede
totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone o de una fecha posterior,
si éste así lo estableciera.

Facúltase al Presidente de la República para que, mediante
uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de
Educación,  que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte
normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso, aplicando, en lo
que estime pertinente, los preceptos del decreto supremo Nº 69, del Ministerio de
Hacienda, de 2004, Reglamento sobre Concursos del Estatuto Administrativo.

Artículo  sexto.- Facúltase  al  Presidente  de  la  República
para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio
del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de
Hacienda, regule los cargos de planta que quedaren vacantes, en el o los servicios
en virtud de la creación de la Supertendencia de Educación y de la Agencia de
Calidad de la Educación. En el ejercicio de esta facultad, además, podrá establecer
la disminución de la dotación máxima en los servicios antes mencionados.
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Artículo  séptimo.- Los  traspasos  de  personal  no  podrán
significar  disminución  de  remuneraciones  ni  modificación  de  los  derechos
previsionales  de  los  funcionarios  traspasados.  Cualquier  diferencia  de
remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá
por  los  futuros  mejoramientos  de  remuneraciones  que  correspondan  a  los
funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los
trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que
aquella de las remuneraciones que compensa.

Artículo octavo.- El Presidente de la República, por decreto
expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto
de  la  Superintendencia  y  la  Agencia  de  Calidad,  incluyendo  sus  glosas  y  los
recursos que se le traspasen por efectos del artículo quinto transitorio y aquellos
asociados  a  las  unidades  cuyas  funciones  se  transfieren  por  esta  ley  a  la
Superintendencia.

Artículo noveno.- Mediante decreto supremo expedido por
intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribirse
por  el  Ministro  de  Educación,  se  determinarán los  bienes  muebles  e  inmuebles
fiscales  que  se  traspasarán  a  la  Superintendencia  y  la  Agencia  de  Calidad.  El
Superintendente y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación
requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que
procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.

Artículo décimo.- Las categorías indicadas en el artículo 9º
de la ley Nº 20.248 se entenderán equivalentes a las categorías establecidas en el
artículo 13 de la presente ley, de acuerdo a la siguiente tabla:

Autónomo De Buen Desempeño
Emergente De Desempeño Satisfactorio

De Desempeño Regular 
En Recuperación De Desempeño Deficiente

Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de
Subvención Escolar Preferencial, regulado por la ley Nº 20.248, serán reclasificados
por  la  Agencia  de  la  Calidad  en  el  plazo  establecido  en  el  artículo  segundo
transitorio de la presente ley.

Sin  embargo,  los  establecimientos  clasificados  según  las
categorías  señaladas  en la  ley  Nº  20.248,  conservarán los  derechos  y  deberes
constituidos conforme a ella, hasta el término del año 2011.

Facúltase al Presidente de la República para que dicte las
normas con  fuerza de  ley  necesarias  para  la  transición  de  los  establecimientos
regidos por la ley Nº 20.248 a las categorías establecidas en el artículo 13 de la
presente ley.

En el mismo acto el Presidente de la República dictará  las
demás disposiciones necesarias para adecuar las demás disposiciones de la ley Nº
20.248 a las de la presente ley.

Artículo  undécimo.- Facúltase  al  Presidente  de  la
República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por
el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministerio de
Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar la organización y funciones
del Ministerio de Educación  y de aquellas instituciones relacionadas con éste que
desarrollen educación regular, con el objeto de adecuarla a las normas de esta ley.
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En dichas normas se procederá, además, a efectuar la adecuación de las plantas de
personal que de dicha reorganización se deriven.

Artículo  duodécimo.- Los  establecimientos  que  imparten
educación  parvularia,  que  reciben  aportes  del  Estado  y  que  no  cuentan  con  el
reconocimiento oficial  del Estado, tendrán un plazo de ocho años a contar de la
entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido
ese  plazo,  los  establecimientos  educacionales  de  educación  parvularia  que  no
cuenten con dicho reconocimiento, no podrán recibir  recursos del Estado para la
prestación del servicio educativo.”

ANDRÉS LASO CRICHTON
Abogado Secretario de la Comisión
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Anexo  al  Certificado  de  la  Comisión  de  Educación,  Deportes  y
Recreación,  relativo al  proyecto  de ley  sobre el  sistema nacional  de
aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media
y su fiscalización.

Boletín Nº 5083-04.

Síntesis de las exposiciones efectuadas ante la Comisión.

Señora Mónica Jiménez D., Ministra de Educación.

En su discurso de presentación, señaló que el proyecto
mencionado en el epígrafe constituye un paso más de un vasto esfuerzo por
dar a los niños, niñas y jóvenes chilenos una mejor educación.  Junto con
agradecer el interés de la Comisión por analizar debidamente esta iniciativa
legal, destacó que ésta llegaba a su segundo trámite constitucional gracias al
trabajo de muchos.

Planteó  que  este  proyecto  de  ley,  mirado  en
perspectiva,  cambiará  el  rostro  de  Chile,  pues  con  él  ingresamos
derechamente a la etapa de la calidad en la educación, lo que beneficiará a
las  futuras  generaciones  cada  día  de  sus  vidas,  pudiendo  por  ello
legítimamente  afirmarse  que  a  corto  plazo  nuestro  país  contará  con  una
población mucho más educada y preparada.

Señaló  que  con  esta  iniciativa  Chile  emprende  una
reforma de segunda generación, donde las escuelas se orientan a entrar en
un sistema de mejora constante del aprendizaje, cuya meta es lograr que en
cada sala de clases los niños y jóvenes aprendan con altos estándares, que
las escuelas sean efectivas y así, que al egresar de cada uno de los niveles
escolares –párvulos, básica y media- los estudiantes posean efectivamente
las  habilidades  y  competencias  necesarias  para  desempeñarse   en  la
sociedad del siglo XXI.

Resaltó también que este proyecto nos pone en línea
con los avances en el campo internacional, donde existe una tendencia, en el
ámbito  de  la  regulación  de  los  sistemas  educativos,  al  desarrollo  o
fortalecimiento de sus sistemas de aseguramiento de la calidad. De hecho,
todos los sistemas educativos exitosos tienen un marco de aseguramiento de
la calidad efectivo, que establece claras y explícitas responsabilidades para
todos  los  niveles  y  actores  de  los  mismos,  combinando  los  siguientes
componentes  que  estructuran  una  institucionalidad  orientada  a  la  mejora
continua de los resultados de los alumnos: 

- Exigentes estándares de aprendizaje de los alumnos y
de desempeño de los establecimientos, sostenedores, docentes y directivos
docentes.

- Exigentes requisitos a los gestores educativos, para el
reconocimiento oficial de sus establecimientos.

- Políticas, mecanismos e instrumentos para apoyar a
los establecimientos educacionales en el logro de los estándares.

-  Evaluaciones  de  desempeño  y  mediciones  de  los
resultados de aprendizaje para determinar el logro de los estándares.



-  Fiscalización  del  uso  de  los  recursos  y  del
cumplimiento de los requisitos que impone la normativa educacional a los
administradores educativos.

- Evaluaciones del impacto de las políticas y programas
educativos.

- Sistemas de información pública referidos al resultado
de las evaluaciones de logros, especialmente de los alumnos.

Todos estos componentes constituyen un sistema de
aseguramiento de la calidad, a lo cual cabe agregar que los países exitosos
en la materia tienden a separar institucionalmente las funciones de definición
e  implementación  de  políticas  educativas  de  las  funciones  de  monitoreo,
evaluación y fiscalización.

En nuestro caso, en el sistema de Aseguramiento de la
Calidad de la Educación propuesto participaría un conjunto de instituciones:
la  Agencia  de  la  Calidad;  la  Superintendencia;  el  Mineduc  y  el  Consejo
Nacional  de  Educación,  las  cuales  permitirán,  precisamente,  separar  las
funciones  de  definición  de  políticas  e  implementación,  monitoreo,
seguimiento y fiscalización de las mismas.

Seguidamente, se dio a la tarea de describir las tareas
encomendadas  en  este  proyecto  a  cada  una  de  las  instituciones  que
componen el sistema de aseguramiento de la calidad, para finalizar con una
visión de conjunto del mismo.

En relación con el Ministerio de Educación, explicó que,
en esta nueva arquitectura del sistema educacional, su misión será proponer
y evaluar políticas y dar apoyo técnico pedagógico, a cuyo objeto se hará
cargo de:

- Formular el currículum, estándares de aprendizaje y
estándares indicativos de desempeño;

- Proponer y evaluar políticas e implementar programas
de apoyo técnico a los establecimientos y sus sostenedores;

-  Establecer  un  registro  de  instituciones  de  apoyo
técnico-pedagógico a los establecimientos y sus sostenedores;

- Proponer y evaluar políticas relativas a la formación
docente inicial y continua;

-  Desarrollar  estadísticas,  indicadores  y  estudios  del
sistema educativo;

-  Establecer  y  administrar  los  registros  públicos  que
determina la ley, entre ellos, la Ficha Escolar.

En  cuanto  a  la  Agencia  de  Calidad,  su  misión  será
evaluar  y  orientar  la  mejora  de  la  calidad  de  la  educación,  para  lo  cual
deberá:

- Evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos, de
acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares respectivos;

-  Realizar  evaluaciones  del  desempeño  de  los
establecimientos educacionales y sus sostenedores (en base a estándares
indicativos);

- Clasificar a los establecimientos según los resultados
de aprendizaje;
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- Informar a la comunidad educativa en las materias de
su competencia.

En  cuanto  a  la  clasificación  de  los  establecimientos,
precisó la Ministra que se contemplarían cuatro categorías, que van desde el
“buen  desempeño”  al  “mal  desempeño”,  y  en  cuanto  al  método  que  se
aplicaría, su periodicidad y las consecuencias de las malas clasificaciones,
detalló que:

- Su método se actualizará cómo mínimo cada 4 años y
como máximo cada 8 años, y

- La clasificación se realizará anualmente y considerará
dos o tres mediciones de la calidad;

Finalmente,  destacó  que  los  establecimientos  de
desempeño  insatisfactorio  deberán  recibir  apoyo  técnico-pedagógico  del
Ministerio o de una institución especializada que ellos mismos elijan, el cual
tendrá  una  duración  máxima  de  4  años,  período  en  el  cual  se  irán
monitoreando su progresos.

Con  respecto  a  la  Superintendencia  de  Educación,
cuya misión será fiscalizar a los establecimientos y sus sostenedores, explicó
que tendrá a su cargo las siguientes funciones:

- Fiscalizar el cumplimiento de las normas de operación
que deben cumplir los establecimientos educativos para su reconocimiento
oficial;

- Fiscalizar el uso del los recursos y exigir rendición de
cuentas de los mismos;

- Auditar cuentas y gestión financiera en los casos que
determine;

- Recibir reclamos e investigar denuncias de actores del
sistema  escolar  o  comunidades  educativas  y  mediar  en  los  casos  que
califique;

-  Imponer  sanciones  a  los  establecimientos  por
infracción a la normativa educacional o por la obtención reiterada de malos
resultados de aprendizaje de sus alumnos;

-  Poner  a  disposición  del  público  la  información  que
recopile  sobre  los  establecimientos  educacionales,  en  el  ámbito  de  sus
competencias, y

-  Administrar  un  registro  de  administradores
provisionales, figura clave en el caso de sanciones más graves tales como la
pérdida del reconocimiento oficial de un establecimiento.

En  relación  con  las  funciones  descritas,  formuló
además las siguientes precisiones:

Sobre las consecuencias del incumplimiento de normas. 

Si  un  establecimiento  educacional  es  objeto  de
sanciones graves que ameriten la pérdida del reconocimiento oficial, o si por
razones  sobrevinientes  no  puede  seguir  funcionando  regularmente
(abandono del sostenedor, no funcionamiento por un período de tiempo o
razones similares atribuibles al sostenedor):
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-  La  Superintendencia  nombrará  un  administrador
provisional  para  que  proceda  a  hacer  efectiva  la  revocación  del
reconocimiento oficial, cuando corresponda;

- El administrador deberá realizar esta labor en un plazo
que no podrá exceder al término del año escolar en curso;

- En ese proceso se deberá asegurar la continuidad de
estudios de los alumnos.

Sobre los establecimientos con bajo rendimiento en el aprendizaje. 

Si un establecimiento se mantiene en la categoría de
mal  desempeño  (o  desempeño  deficiente),  pasará  a  ser  dirigido  por  un
administrador provisional, nombrado por la Superintendencia. En tal caso, el
administrador iniciará el procedimiento para revocar el reconocimiento oficial,
el cual concluirá el Ministerio.

En  el  acto  de  revocar  el  reconocimiento  oficial  se
distinguen dos situaciones:

1. Si el establecimiento es particular subvencionado: El
administrador deberá tomar todas las medidas para dar adecuado cierre al
establecimiento.  Tendrá como plazo la finalización del año escolar.

2. Si el establecimiento es municipal: El administrador
provisional se hará cargo de proceder al cierre del establecimiento. En estos
casos, el proyecto de ley considera los siguientes pasos a seguir:

-  Si  existen  establecimientos  gratuitos  de  mejor
desempeño  en  la  comuna  o  comunas  cercanas,  procederá  al  cierre  del
establecimiento. Tendrá como plazo máximo hasta el fin del año escolar que
esté en curso.

-  Si  no  existen  establecimientos  gratuitos  de  mejor
desempeño  en  la  comuna  o  comunas  cercanas,  procederá  a  la
reestructuración del  establecimiento. Tendrá un plazo máximo de 2 años,
luego del  cual  devolverá el  establecimiento a su sostenedor,  sea éste un
municipio o institución creada por ley.

En  todas  las  situaciones,  se  deberá  asegurar  la
continuidad de estudios a los alumnos.

Sobre el administrador provisional y sus atribuciones:

Es  importante  señalar  que  las  facultades  del
administrador provisional serán indelegables. La Superintendencia, mediante
resolución fundada, podrá nombrar un administrador provisional a partir de
un registro  preexistente,  para  que  asuma las  funciones  que  competen  al
sostenedor, con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho
establecimiento y la continuidad del servicio educativo.

Sin perjuicio de lo anterior, el administrador provisional
tendrá las siguientes facultades:

- Asumir la representación legal del establecimiento; 
- Asegurar la continuidad escolar y la disponibilidad de

matrícula para los alumnos del establecimiento;
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- Percibir y administrar los recursos de que trata la ley
de subvenciones;

-  Pagar  las  obligaciones  derivadas  del  servicio
educacional desde el momento que asume sus funciones, con el límite de los
recursos que reciba para su gestión;

-  Poner término a la relación laboral  del  personal  del
establecimiento educacional, y

- Constituir prenda sobre los bienes del establecimiento
a fin de garantizar su buen funcionamiento. 

Expuestos los principales lineamientos del proyecto en
referencia, el cual posee –según la Ministra-- un significado estratégico para
el progreso y mejora de nuestra educación y, por consecuencia, para nuestro
país y su desarrollo, destacó la coherencia del mismo con la Ley General de
Educación, lo que se refleja en la alineación de los conceptos utilizados en
ambas normativas,  como es  el  caso de los  parámetros  de calidad  en  el
ámbito de la fiscalización del uso de los recursos, entre otros.

Luego,  expuso  brevemente  acerca  de  la  nueva
arquitectura que tendría el sistema educacional a partir de la aprobación de
las leyes actualmente en trámite y sobre la forma en que las escuelas se
relacionarán con las instituciones que se crean.

Respondiendo  finalmente  a  las  consultas  de  los
diputados y diputadas presentes, la señora Ministra señaló que, en el nuevo
esquema del sistema escolar, el Mineduc entregará apoyo técnico directo a
los sostenedores, pero deberá apoyar también la formación de una oferta
público-privada de apoyo técnico externo (ATE).

En relación a los efectos del proyecto en la estructura y
funciones del  Ministerio  de Educación,  confirmó el  traspaso de secciones
enteras de éste tanto a la Agencia de Calidad como a la Superintendencia,
como es,  en el  primer caso,  aquella  parte  de la  Unidad de Currículum y
Evaluación  encargada  de  elaborar  y  aplicar  las  pruebas  nacionales
estandarizadas.  Al  efecto,  se están realizando los estudios del  caso para
determinar las necesidades de cada institución y las capacidades de cada
funcionario,  para  posteriormente  definir  su  permanencia  o  reubicación  en
ellas.  Esto  se  hará,  en  todo  caso,  sin  vulnerar  los  derechos  de  los
trabajadores, aseguró.

Consultada  acerca  de  la  opinión  de  los  funcionarios
sobre el proyecto en comento, afirmó haber conversado con ellos con motivo
de la Ley General de Educación y aseguró que volvería a hacerlo una vez
que exista un prediseño de las nuevas plantas de personal que se crearán,
sobre lo cual ya hay estudios avanzados.

* * * * *

Señor Rodrigo Bosch, Presidente de CONACEP. 

Observó  que  la  normativa  vigente  establece  un  gran
número de instituciones públicas encargadas de regular el sistema escolar,
pero  el  problema  es  que  muchas  veces  éstas  actúan  en  forma
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descoordinada, los criterios que emplean son disímiles y las sanciones que
aplican  son  contradictorias,  produciendo  incluso  ineficiencia  en  la
fiscalización. 

Por  otro  lado,  la  existencia  de  esta  multiplicidad  de
órganos fiscalizadores provoca situaciones anecdóticas, como es el caso de
un sostenedor que fue multado por no exhibir a la Inspección de Trabajo los
contratos  de  sus  profesores  que  se  encontraban  en  dependencias  del
Departamento Provincial de Educación correspondiente, pese a que éste le
otorgó un certificado que acreditaba el hecho. Asimismo, hay sostenedores
que  han  debido  desechar  boletas  de  servicios  aún  no  utilizadas
(financiamiento  compartido)  porque  Impuestos  Internos  discrepaba  del
formato que había instruido el Mineduc. Y finalmente, la retención de más de
800 millones de pesos de subvención a todos los colegios del área sur de
Santiago  por  no  haber  efectuado  oportunamente  un  trámite  cuyo  plazo
vencía en día feriado y que, por tanto, debía entenderse prorrogado hasta el
primer día hábil  siguiente.  Sin embargo,  el  Deprov no aplicó esta regla y
sancionó a todos los establecimientos del sector.

Lo anterior  da una idea de lo  que debe mejorarse  a
partir de la creación de una Superintendencia de Educación que tendrá que
enfrentar precisamente esa realidad.

En tal sentido, estimó que el proyecto de ley que crea el
sistema  de  aseguramiento  de  la  calidad  es  una  gran  oportunidad  para
modernizar y mejorar el sistema educacional chileno. Por lo mismo, valoró la
creación y diseño de la Agencia de Calidad, como también la creación de la
Superintendencia  de  Educación,  pero  discrepando  en  este  caso  de  su
diseño.

En lo  específico,  observó que el  foco del  sistema de
aseguramiento  de  la  calidad,  en  ocasiones,  tiende  a  centrarse  en  los
procesos más que en los resultados, debiendo en su opinión ser al revés, sin
perjuicio de que se evalúen también ciertos elementos relativos al proceso
educativo. El problema es que, si se establecen estándares indicativos de
desempeño,  por  ejemplo,  un  establecimiento  podría  no  cumplirlos  y,  no
obstante,  obtener  buenos resultados,  como de  hecho sucede hoy  con  el
Colegio Francisco Ramírez, que es uno de los mejores del  país,  pero no
tiene  jornada  escolar  completa.  Como  el  proyecto  obliga  a  cumplir  los
estándares indicativos de desempeño que los evaluadores recomienden, la
pregunta es: ¿qué ocurrirá si el colegio no cumple con éstos, pese a su buen
rendimiento?

Asimismo, sugirió precisar lo dispuesto en el artículo 13
del proyecto, que establece que en la fijación de estándares de aprendizaje
se deberán tener en consideración las características del alumno, pues ello
puede  llevar  a  fijar  metas  de  aprendizaje  dependientes  del  nivel
socioeconómico de los niños,  lo que sería  inaceptable,  siendo en cambio
perfectamente  deseable  que  dichos  estándares  tomen  en  cuenta  las
discapacidades físicas u otras necesidades educativas especiales.

Por otra parte, CONACEP teme que la fiscalización que
haga la Superintendencia del uso de los recursos tienda a homogeneizar el
sistema, sacrificando la diversidad. Es perfectamente posible, por ejemplo,
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que un colegio destacado gaste más en remuneraciones docentes porque
sus capacidades instaladas están en los profesores, y que otro de igual nivel
gaste más en remuneraciones fuera de aula porque sus capacidades están
fundamentalmente en las asesorías externas que contrata para mejorar la
supervisión.  Por  lo  mismo,  es  importante  que  la  ley  prohíba  a  la
Superintendencia calificar el uso de los recursos.

Otra observación formulada por el expositor se refiere a
la  coherencia  entre  la  calidad,  el  financiamiento  y  las  expectativas.  El
proyecto  señala  que  se  establecerán  estándares,  lo  cual  apunta  en  la
dirección  correcta,  pero  en  ningún  momento  se  obliga  a  la  autoridad  a
proporcionar  el  financiamiento  adecuado  para  el  cumplimiento  de  los
mismos. En este sentido, juzgó necesario determinar el costo de alcanzar un
determinado estándar y proveer los recursos para ello.

Por otro lado, la Superintendencia de Educación es la
única que tendrá a su cargo la fiscalización de 11 mil escuelas, con 3 mil 100
sostenedores,  170  mil  trabajadores  y  3  millones  500  mil  usuarios.  Cabe
preguntarse si tiene la estructura adecuada para ello, porque, a diferencia de
las evaluaciones que efectuará la Agencia de Calidad, donde se contemplan
diversas intensidades y donde los colegios que obtengan buenos resultados
tendrán mayor autonomía, la Superintendencia debería controlar a todos los
establecimientos  por  igual,  en  vez  de  focalizarse  sólo  en  aquéllos  que
efectivamente  lo  necesiten,  lo  cual  hará  que  la  fiscalización  tienda a  ser
homogénea.

Asimismo, el  proyecto necesita profundizar en la falta
de coherencia entre los entes fiscalizadores. Hay un avance en cuanto se
establece  que  habrá  un  reglamento  para  coordinar  las  acciones  de
fiscalización, pero es imposible que la Contraloría o la Dirección del Trabajo
dejen de cumplir sus funciones por un decreto del Ministerio de Educación.
Debieran  eliminarse  las  facultades  fiscalizadoras  de  otros  entes  públicos
sobre  los  sostenedores  y  establecimientos,  de  lo  contrario,  se  estará
generando una multiplicidad de agencias estatales encargadas de evaluar
exactamente lo mismo.

Otro aspecto preocupante para CONACEP se refiere a
las medidas precautorias y sus consecuencias. Según el proyecto, se puede
dictar una medida precautoria, por ejemplo, en el caso de un cobro indebido
o la  adulteración  de la  asistencia,  por  la  mera  denuncia  de una persona
interesada. Pero ocurre que esto puede llevar a retener la subvención a un
colegio  en  base  a  una  presunción,  haciéndole  incurrir  en  otros
incumplimientos que pueden provocar incluso la pérdida del reconocimiento
oficial. Es necesario que estas medidas se dicten previa sustanciación de un
debido  proceso  que  permita  acreditar  fehacientemente  las  faltas  que  las
justifiquen.

Preocupa, también, la obligación que se impone a los
establecimientos de entregar información ilimitada a cualquier persona que la
requiera, porque de acuerdo a la legislación vigente hay ciertos datos cuya
transmisión  debe  ser  autorizada  expresamente  por  sus  titulares.  Es
importante revisar esta norma y establecer claramente qué datos se deben
entregar.  Desde luego,  esto  debe comprender  toda la  información que la
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Superintendencia requiera para ejercer eficazmente sus funciones, pero sin
vulnerar otras leyes sobre la materia.

El artículo 46 habla de la incorporación de los colegios
particulares  pagados  (todos  los  que  tengan  reconocimiento  oficial)  en  la
rendición de cuentas sobre el uso de los recursos. Esto no correspondería,
porque si  ese tipo de colegios tiene malos resultados será la Agencia de
Calidad  la  encargada  de  informar  de  ello  a  los  padres.  La  rendición  de
cuentas debe estar referida exclusivamente a los recursos públicos, aunque
hoy en día  los  colegios  particulares  subvencionados deben rendir  cuenta
también de los recursos provenientes del  financiamiento compartido a los
consejos  escolares  y  a  los  apoderados  individualmente  considerados.  La
Superintendencia debe tener el control de los recursos públicos, pero no de
los privados.

Luego,  el  señor  Bosch  planteó  las  siguientes
inquietudes.

¿Qué características deberá poseer quien esté a cargo
de un organismo como la Superintendencia? Sobre todo, porque “pequeños
errores”  pueden  producir  grandes  consecuencias,  como  se  ha  visto
recientemente a propósito del llamado bono SAE. 

Existe una constante obsesión por tratar de identificar el
“secreto” de la industria, que en realidad no es más que la capacidad de la
gente que está  gestionando las  escuelas y que necesita  autonomía para
poder  hacerlo  eficientemente.  Es  deseable  que  los  colegios  exitosos
compartan  su  experiencia,  pero  no  que  sean  sometidos  a  ciertas
obligaciones y procesos que pueden no ser los más adecuados para ellos.

La única forma de asegurar calidad es mediante el logro
de  resultados  de  aprendizaje  con  consecuencias  para  los  colegios,  los
profesores, etcétera, y no por el cumplimiento de estándares indicativos de
procesos, pues no hay ninguno que garantice buenos resultados. 

Por último, otros factores que requieren atención son: la
formación docente, pues los colegios tienen pocas posibilidades de avanzar
en calidad si  sus capacidades están debilitadas; el  Estatuto Docente y el
financiamiento.

Para  terminar,  manifestó  el  expositor  que  CONACEP
considera necesaria una Superintendencia y una Agencia de Calidad, pero
poniendo énfasis en un modelo de aseguramiento de la calidad que potencie
las confianzas entre los actores del mundo educacional y la transparencia, de
manera  que  las  capacidades  se  instalen  en  los  colegios  y  que  la
autoevaluación y el autocontrol vayan paulatina y crecientemente generando
mayor confianza, y no al revés. El propuesto en el proyecto es un sistema de
garrote  y  no  contempla  ningún  incentivo  para  los  colegios.  Los
establecimientos particulares siempre han visto la legislación de ese modo,
pero les parece que ésta es una gran oportunidad para avanzar  y  poder
mostrar que no todo es negativo. 

Juzgó  importante  generar  mayor  coherencia  con  el
sistema educativo actual y una mejor coordinación con los entes reguladores
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y fiscalizadores del Estado, para evitar la superposición de funciones que hoy
día, lamentablemente, tienen al sistema tremendamente “ahogado”. Ejemplo
de ello es la exigencia incorporada el año pasado en la Ley de Subvenciones
de que todo sostenedor debe poseer un título profesional de al menos ocho
semestres,  lo  que  impide  a  muchos  colegios  obtener  el  reconocimiento
oficial, sea porque los miembros de la congregación religiosa que administra
no cumplen ese requisito, o porque los herederos del sostenedor fallecido no
lo cumplen, o incuso porque el sostenedor tiene grado de magíster o doctor,
pero no un título profesional  de ocho semestres. Esto no formó parte del
acuerdo  político  y  constituye  un  error  de  redacción  que  está  acarreando
graves consecuencias. La redacción adecuada es la que está en la LGE,
pero la que genera problemas es la que está en la Ley de Subvenciones,
donde la exigencia de título profesional, por lo demás, no es cumplida por la
mayoría de los alcaldes.

Finalmente, estimó indispensable establecer un marco
para un mayor financiamiento de la calidad de la educación, siendo ésta la
mejor forma de asegurar que los recursos que se inviertan tendrán efecto en
los  aprendizajes.  Añadió  que  a  los  padres  les  resulta  indiferente  la
dependencia  pública  o  privada  de  los  colegios,  con  tal  que  éstos  sean
buenos, lo cual requiere atraer a los mejores gestores y contratar a la mejor
gente, pero para ello hay que evitar que esta nueva ley imponga mayores
restricciones burocráticas a las escuelas y sus administradores.

* * * * *

Señor  Juan  Eduardo  García  Huidobro,  Decano  de  la  Facultad  de
Educación de la Universidad Alberto Hurtado.

En  la  introducción  a  su  exposición,  observó  que  el
proyecto en referencia se apoya en un amplio consenso en torno a que el
actual  modo  de  regulación  del  sistema  educacional  chileno  debe  ser
enriquecido con acciones de aseguramiento de la calidad y equidad,  que
impliquen mayor control y también más y mejor apoyo a las escuelas.

Recordó que, ya en 2004, un informe de la OECD había
planteado la necesidad de contar con un régimen de aseguramiento de la
calidad; que esta misma cuestión dio lugar a uno de los capítulos de mayor
consenso  en  el  Informe  Final  del  Consejo  Asesor  Presidencial  para  la
Calidad  de  la  Educación,  y  que  un  estudio  reciente  del  Banco  Mundial,
pedido por el Mineduc, muestra que todos los sistemas educativos exitosos
con que se comparó el sistema chileno poseen una regulación estatal más
sólida que la nuestra.

Formuló enseguida los siguientes comentarios:

1. Un sistema “nacional” de aseguramiento de la calidad
de la educación debe contemplar procedimientos que se apliquen a todos los
establecimientos escolares del país.

Junto con aplaudir la idea de crear este sistema, dijo no
entender  por  qué  no  se  incluye  a  todos  los  establecimientos,  ni  en  las
acciones evaluativas,  ni  en  las  orientadas  al  mejoramiento  de  la  calidad,
dejando  a  la  educación  pagada  al  margen  de  la  mayoría  de  los
procedimientos  y  restringiendo  en  varios  de  ellos  la  participación  de  la
educación particular subvencionada.
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A  modo  de  ejemplo,  observó  que  el  único  proceso
“nacional” que se llevará adelante será la evaluación de los resultados de
aprendizaje  por  parte  de  la  Agencia.  Sin  embargo,  el  desempeño de los
establecimientos sólo será medido en las escuelas municipales y particulares
subvencionadas, y aún en este caso con restricciones, ya que los colegios
subvencionados  clasificados  como  de  buen  desempeño  sólo  podrán  ser
evaluados si el sostenedor lo solicita o acepta (art.  19) y, respecto de los
colegios pagados, la Agencia sólo podrá disponer visitas evaluativas si éstos
las solicitan y pagan por ellas (art. 7, letra o, y art. 19).

Asimismo,  la  evaluación  del  desempeño  docente  y
directivo estará restringida sólo a los establecimientos municipales y, en el
caso  de  la  educación  particular  subvencionada,  dicha  tarea  se  limitará  a
"validar  los mecanismos de evaluación docente"  que utilicen los colegios,
pero solo "cuando sus sostenedores lo soliciten" (art.7, letra g).

No obstante, una evaluación comprehensiva, integral y
nacional del funcionamiento del sistema escolar aconseja incorporar a todos
los establecimientos en las tres dimensiones: evaluación de resultados de
aprendizaje de los alumnos, del funcionamiento de los establecimientos y del
desempeño de su personal docente y directivo.

En  efecto,  son  varias  las  consideraciones  que
aconsejan esta mirada amplia y general:

En  primer  lugar,  se  trata  de  establecimientos  que
forman  parte  de  un  mismo  sistema:  todos  entregan  educación  con
reconocimiento oficial, tienen la obligación de cumplir con el marco curricular
común y están afectos a las normas generales de participación de los padres
y de no discriminación de los alumnos y alumnas. Es importante contar con
una  visión  global  del  funcionamiento  del  sistema,  para  informar  las
decisiones de política y las más individuales.

En  segundo  lugar,  al  incluir  a  todos  los
establecimientos, se aumenta la capacidad de aprendizaje que puede tener
el sistema de aseguramiento de la calidad que se está creando. Sólo una
mirada  integral  es  capaz  de  entregar  una  visión  global  de  la  calidad  y
equidad  del  sistema  educativo,  que  incorpore  además  antecedentes
diferenciales por tipos de establecimientos.

Por  último,  no  es  ventajoso  excluir  a  la  educación
pagada, ya que, dada su mayor holgura económica, posee mayor capacidad
de experimentación, que el sistema debería conocer y evaluar en su mérito,
para aprovechar y difundir.

2. El proyecto reduce la “calidad de la educación', que
está llamado a asegurar, a los aprendizajes que pueden ser medidos con
pruebas estandarizadas.

Pese a que en el art. 8° se menciona que la evaluación
del  desempeño  de  los  establecimientos,  además  de  los  resultados  de
aprendizaje, considerará otros indicadores, tales como "los resultados de la
autoevaluación  institucional,  el  proyecto  educativo  y  las  condiciones  de
contexto del  establecimiento",  más adelante  sólo  se  tienen en cuenta los
resultados de aprendizaje de los alumnos para clasificar a las escuelas (arts.
13 al 16).
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Lo anterior resulta limitativo, ya que la verdadera piedra
angular del sistema propuesto es la clasificación de los establecimientos, que
será  la  medida  que  tenga  consecuencias  para  ellos.  La  evaluación  del
desempeño de los establecimientos, sostenedores, docentes y directivos, al
no  ser  considerada  al  momento  de  clasificar  a  las  escuelas,  terminará
teniendo mucha menos importancia. 

Por  otra  parte,  al  clasificar  a  los  establecimientos  en
base  al  puntaje  obtenido  en  pruebas  estandarizadas,  se  empobrece  el
concepto de calidad de la educación, pues se considera una sola de sus
dimensiones y se juega toda la clasificación en un test que siempre podrá
tener errores y limitaciones (sobretodo aplicado a nivel de establecimientos).

De  ahí  que  sea  recomendable  incluir  otras
consideraciones  en  el  juicio  sobre  la  calidad  de  la  educación  y  de  los
establecimientos, que tienen que ver con cuestiones más cualitativas y de
proceso, como los niveles de selección escolar, la relación gasto-resultado,
la instalación y el nivel de funcionamiento de los Consejos Escolares y la
existencia de otras instancias de participación. También se debería incluir el
cumplimiento, por parte de los establecimientos, de normas referidas al trato
igualitario, a la no discriminación y al aumento de la mixtura social entre los
alumnos (por ejemplo, cumplimiento de la ley del 15%).

Por lo demás, esta simplificación contradice lo que se
ha  venido  haciendo  y  aprendiendo  en  el  último  tiempo.  El  sistema
educacional  chileno  posee  desde  1995  el  SNED  (Sistema  Nacional  de
Evaluación  del  Desempeño),  que  para  determinar  la  calidad  (el  "buen"
desempeño)  de  un  establecimiento  tiene  en  cuenta  los  resultados  de
aprendizaje, pero también otras consideraciones1 y que sólo compara entre
sí a establecimientos que enfrentan situaciones similares, para lo cual los
aglomera en grupos homogéneos. Además un capítulo entero del Informe
Final del Consejo Asesor Presidencial (Capítulo II, pp. 87-98) está dedicado
al concepto de calidad y a sus indicadores, presenta una visión más amplia y
comprehensiva  en  este  tema  y  sugiere  formas  de  operacionalizarla.  Por
último,  más  recientemente,  la  ley  Nº  20.248,  sobre  Subvención  Escolar
Preferencial, recurre a una metodología para clasificar escuelas según sus
resultados  que,  si  bien  le  da  un  peso  preponderante  al  SIMCE  (70%),
también  considera  -en  el  otro  30%- indicadores  tales  como  retención  e
integración,  ponderando  además  los  resultados  SIMCE en  relación  a  los
antecedentes socioeconómicos de los estudiantes.

3.  Para  asegurar  resultados,  es  muy  importante  el
apoyo técnico-pedagógico a los establecimientos, aspecto que se encuentra
insuficientemente tratado en el proyecto.

El  proyecto  explicita  las  tareas  de  evaluación  de  la
Agencia y de fiscalización de la Superintendencia, pero no aclara de igual
modo  el  apoyo  a  los  establecimientos  que  lo  requieran,  que  deberá  ser
proporcionado por el Ministerio de Educación. 

En efecto, al describir el sistema, se señala que habrá
apoyo a los establecimientos para el  logro de los estándares (art.  2, 1.c),
pero no se desarrolla suficientemente este aspecto. Sólo se lo incluye entre
1 Como su superación desde la medición anterior, su funcionamiento (iniciativa, participación interna,
condiciones de trabajo), su contribución a la igualdad de oportunidades (capacidad de retener a sus
alumnos,  ausencia  de  prácticas  discriminatorias,  integración  de  discapacitados,  atención  a  los  que
presentan dificultades de aprendizaje).
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las modificaciones a la ley orgánica del Ministerio de Educación (art.  112,
n.3: nuevo artículo 2° bis, letra c), pero sin indicaciones de cómo se hará. Los
artículos referidos al tema (por ejemplo, el 23, 24 y 26) son muy generales y
no establecen obligaciones claras, ni para el Ministerio ni para las nuevas
entidades,  en  términos  de  cautelar  que  este  apoyo  sea  suficiente  y  de
calidad. 

Se hace necesario,  por tanto, precisar cómo deberán
las escuelas solicitar el  apoyo que requieran y cómo se asegurará que el
apoyo que reciban sea el adecuado a sus necesidades. Desde una mirada
más  institucional,  extraña  la  nula  mención  al  sistema  y  al  trabajo  de
supervisión técnico-pedagógica, que es el instrumento que el Ministerio de
Educación posee para dar este apoyo.

No  está  demás  subrayar  que  tanto  la  experiencia
chilena  como la  internacional  muestran  claramente  que  las  escuelas  con
problemas  pueden  mejorar  si  se  las  apoya  en  aspectos  de  gestión  y
enseñanza2.

Junto con lo anterior, hay que recalcar que se trata de
una  actividad  respecto  de  la  cual  no  existen  recetas,  por  lo  que  es
fundamental  un  modo  de  actuar  que  permita  ir  sistematizando  las
experiencias  para  aprender  de  ellas.  No  queda  claro  que  el  sistema  de
aseguramiento  de  la  calidad  que  se  propone  posea  esta  capacidad  de
aprendizaje.  No se explicita  ni  la necesidad ni  la forma de aprovechar  el
proceso, los resultados y la experiencia de evaluación que realiza la Agencia
a través de terceros, o el apoyo y acompañamiento a escuelas que realiza el
Mineduc  por  sí  o  a  través  de  terceros,  para  revisar  y  enriquecer
constantemente  los  estándares  que  deben  ser  fiscalizados.  Tampoco  se
determina cómo, los mecanismos que se han puesto en obra y han resultado
eficientes en los establecimientos que mejoraron, alimentarían los procesos
de apoyo a otros establecimientos.

Sobre  este  tema,  que  consideró  crucial,  añadió  el
expositor los siguientes comentarios:

a. El modo de asignación del apoyo no asegura que las
escuelas reciban lo que efectivamente necesitan.

El  proyecto  determina  que  sean  los  propios
sostenedores los que deban solicitar apoyo técnico para la elaboración de
sus planes de mejoramiento (art. 23 y 26), el que podrá ser entregado por el
Ministerio o por una persona o entidad especializada, inscrita en un registro
creado al efecto y mantenido por el Mineduc (art. 112, Título III, art.19, 1.d).

En términos generales, se puede suponer que muchos
establecimientos  que  exhiben  un  bajo  nivel  de  logros  no  poseen  las
condiciones técnicas para rendir más. En estas condiciones, ¿serán capaces
de elegir,  entre un conjunto de personas y entidades que les venden sus

2 Para no abundar sólo tres referencias. Las evaluaciones al Programa de las 900 escuelas en Chile
fueron sistemáticamente positivas (Ver: Evaluación del Programa de Mejoramiento de la Calidad de
las escuelas básicas de sectores pobres (P-900). Informe Final. Octubre 2000. Estudio elaborado por
Santiago  Consultores  y  Asesorías  para  el  Desarrollo  http://www.opech.cl/bibliografico/calidad
equidad/informe n 900.pdf); hay también evidencia acumulada en varios programas latinoamericanos
como  Escuela  Nueva  de  Colombia  (Psacharopoulos,  G.  Velez,  E.  y  Rojas,  C.  Evaluación  del
Rendimiento  del  Programa Colombiano Escuela  Nueva:  ¿Es  el  sistema  multigrado la  respuesta?
Banco  Mundial  1992);  por  último  ha  sido  un  referente  entre  nosotros  la  experiencia  británica
Improving the Quality of Educalion.for All presentada recientemente por David Hopkins.
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servicios,  lo  que  necesitan  para  mejorar?  La  tarea  de  asignar  a  los
establecimientos  el  apoyo  que  requieren  es  compleja  y  ciertamente  un
equipo de especialistas que se dedica a esto aprende y mejora a través de la
práctica.  En  tal  sentido,  esta  función  debiera  ser  la  nueva  ocupación
permanente de la unidad de supervisión del Mineduc, la cual podrá hacerse
ayudar  por  otros  entes  para  dar  el  apoyo,  pero  sin  desentenderse de la
selección de éstos ni de su calidad y resultados.

b. El sistema de registro público propuesto no asegura
que las entidades de apoyo vayan mejorando y aprendiendo en el tiempo.

Según  la  ley  en  proyecto,  podrán  inscribirse  en  el
Registro  Público  de  Entidades  Pedagógicas  y  Técnicas  del  Ministerio  de
Educación  (art.23),  tanto  personas  como  entidades  especializadas,  pero
también los establecimientos calificados como de buen desempeño (art.20).

Como  se  trata  de  una  tarea  que  requiere
especialización y experiencia, se debiera limitar el grupo de entidades que
podrán incorporarse a este registro. Por una parte, es importante que se trate
de  "instituciones"  --por  ejemplo,  universidades  o  centro  académicos  de
probado prestigio-- y que al evaluarse su incorporación se pondere la calidad
de los profesionales que efectivamente destinarán a las tareas de apoyo. La
meta debe ser contar con un conjunto relativamente pequeño de entidades
calificadas, que puedan dedicar una parte substancial  de su tiempo a dar
apoyo y asesoría,  y así vayan mejorando sus capacidades y ofrezcan un
servicio cada vez mejor. 

Por  otra  parte,  es  claramente  una  simplificación  del
problema pretender que una escuela, por el  solo hecho de lograr buenos
resultados, posee las condiciones para dar apoyo técnico a otras escuelas,
como se  propone  en  el  art.  20.  Distinto  es  que  las  entidades  de  apoyo
pedagógico  puedan  contar  entre  su  personal  a  docentes  o  directivos
destacados que colaboren en su labor.

En todo caso, quien contrate a estas entidades debería
ser la unidad responsable de la supervisión técnico-pedagógica del Ministerio
de Educación y el criterio de contratación debería cautelar el aprendizaje y la
especialización progresiva que proporciona el ejercicio de la función, lo que
aconseja  contratos  de  larga  duración  que  permitan  mantener  equipos
dedicados al tema. A lo mejor esta contratación debiera hacerse, incluso, a
nivel regional o provincial, y no escuela por escuela.

Observaciones  similares  pueden  plantearse  con
respecto  a  la  tarea de realizar  visitas  evaluativas  a  las  escuelas,  la  cual
queda bajo la responsabilidad de la Agencia y que se propone realizar con el
apoyo de quienes estén en el "registro de personas o entidades acreditadas
para  apoyar  la  realización  de las  visitas  evaluativas"  (art.12).  Para  hacer
estas evaluaciones, la Agencia deberá contar con un cuerpo profesional que
se vaya especializando en el tema y que, cuando recurra a contrataciones
externas, sepa acompañar y juzgar la calidad del trabajo convenido.

c. Es preciso especificar mejor la relación del sistema
de aseguramiento de la calidad con los distintos tipos de sostenedores.

La  primera  distinción  que  cabe  hacer  es  entre
sostenedores públicos y privados. Hasta el momento, los establecimientos de
propiedad  pública  son  administrados  por  las  municipalidades,  las  que
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normalmente poseen varias unidades educativas y que, en ciertas comunas
más pobladas, logran tener equipos técnicos a cargo de la administración y
apoyo de sus escuelas. También entre los privados existen entidades que
administran grupos de escuelas.

Así  las  cosas,  parece  importante  que  el  sistema  de
aseguramiento de la calidad tenga en cuenta estos niveles intermedios de
gobierno, ya que ellos deben tener responsabilidades en el acompañamiento
y en la gestión de sus institutos escolares. Por lo mismo, la relación principal
del sistema debiera ser con los sostenedores, explicitando con claridad las
obligaciones de  estas  agencias  intermedias  que administran  las  escuelas
que  se  van  a  evaluar.  Es  preciso  determinar  las  capacidades  y
responsabilidades  de  gestión  administrativa  y  de  desempeño  técnico-
pedagógico y también los dispositivos de control y apoyo que estas agencias
deberán instalar para administrar sus establecimientos.

d. El  proyecto no contempla estrategias diferenciadas
para tratar a los distintos tipos de establecimientos.

En  Chile,  hay  más  de  11.750  establecimientos
educacionales.  De ellos,  4.400 son escuelas  y  liceos rurales,  en  muchos
casos muy pequeños,  con un promedio de 78 alumnos y menos de tres
cursos cada uno, y más de 3.000 son escuelas multigrado, en la mayoría de
los casos de un solo docente. Además del  tamaño, hay diferencias en la
complejidad de los establecimientos: los hay que sólo imparten educación
básica o media, y otros que atienden a niños desde la educación parvularia
hasta el  final  de la media;  hay establecimientos técnico-profesionales con
alrededor  de cuarenta especialidades distintas, agrupadas en 15 sectores
diferentes y, por supuesto, hay diferencias de calidad, de capacidad técnica y
de autonomía. Frente a esta diversidad, sin embargo, el proyecto no prevé ni
mecanismos ni obligaciones diferenciadas.

Sería de interés que el proyecto contemplara distintas
posibilidades de acción para enfrentar bien esta diversidad. Por ejemplo, en
algunos  casos  la  evaluación  debería  ser  por  grupos  de  escuelas  (los
establecimientos de un mismo sostenedor). En el sector técnico-profesional,
puede ser aconsejable recurrir a convenios con entidades externas al sector
educativo  o  de  educación  superior,  como  por  ejemplo,  CFT,  IP  o
universidades que tengan las mismas especialidades.

Un  caso  especial  lo  constituyen  las  escuelas  rurales
multigrado  y  los  microcentros  que  las  agrupan.  Los  microcentros  son
agrupaciones  profesionales  de  docentes  de  escuelas  próximas  que  se
reúnen  con  periodicidad  para:  (a)  intercambiar  sus  experiencias
pedagógicas; (b) planificar sus actividades de enseñanza-aprendizaje, y (c)
recibir  apoyo  técnico  de  parte  de  los  supervisores  del  Ministerio  de
Educación.  Los  diversos  programas  desarrollados  durante  los  últimos  18
años han recurrido a ellos. Sin ir más lejos, la ley de subvención preferencial
dispone  que  el  convenio  con  estas  escuelas  puede  establecer  la
obligatoriedad de funcionar en red con otros establecimientos de similares
características para la  elaboración y puesta en práctica de los planes de
mejoramiento  educativo.  El  sistema  de  aseguramiento  de  la  calidad,  al
menos en lo que se refiere a las acciones de la Agencia para evaluar y a las
del  Ministerio  para  dar  apoyo  técnico,  debería  también  apoyarse  en  los
microcentros.
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4. Un punto final de otro orden es el art. 7, letra h, que
establece  que  los  padres  y  apoderados  deberán  ser  informados  de  los
resultados obtenidos por sus hijos o pupilos en las pruebas nacionales de
aprendizaje.  Si  bien  esta  disposición  puede  tener  la  buena  intención  de
entregar  más  información  a  los  padres  para  responsabilizarse  de  la
educación de sus hijos, teniendo en cuenta la enorme capacidad de nuestro
sistema para seleccionar y clasificar a los alumnos, ella puede resultar en un
dispositivo  más  de  discriminación,  que  tenga  más  efectos  negativos  no
deseados que el bien que la información será capaz de producir. Además se
le pone a esta medida como condicionalidad el que esas mediciones tengan
"validez  y  confiabilidad  estadística  individual",  lo  que  es  muy  difícil  de
determinar.

* * * * *

Señor  Mario  Waissbluth,  Coordinador  Nacional  del  Movimiento
Educación 2020.

Al  iniciar  su  presentación,  expresó  su  pleno  acuerdo
con el espíritu de la ley en proyecto, pues supervisar el uso de los recursos
públicos  en  la  educación,  así  como  establecer  estándares  de  calidad  y
medirlos con rigurosidad, resulta de la mayor importancia y es plenamente
congruente  con  el  documento  de  Educación 2020 titulado  “Hoja  de  Ruta
2009-2020”, que puso a disposición de la Comisión.

A  continuación,  formuló  a  la  iniciativa  en  debate  las
siguientes observaciones.

Potencial  de  descoordinación  sistémica.  Compren-
diendo que las figuras de la Superintendencia y de la Agencia de Calidad
quedaron definidas en la LGE, estimó sin embargo inadecuado que se estén
creando dos instituciones de carácter supervisor en el mundo de la educa-
ción. Y ello por varias razones. 

La primera y más relevante es que el texto de la ley
presupone  una  serie  de  coordinaciones  entre  ambas  entidades  que  la
práctica ha demostrado que no se dan. Las agendas dispersas e incluso
competitivas entre distintas entidades del sector público son problemas de
carácter estructural, y ocurren en muchos países. La teoría simple dice que
las agencias de gobierno tienen un actuar monolítico y coordinado, pero la
teoría  de  sistemas complejos  demuestra  que esto  suele  ser  más  bien  la
excepción que la norma3. 

En  segundo  lugar,  esto  puede  ocasionar  evidentes
duplicaciones  de  gastos  administrativos,  bienes  inmuebles  y  muebles,
descoordinación y/o duplicación de bases de datos que son esenciales, y
descoordinaciones operativas en los procesos de fiscalización.

En tercer lugar, y más relevante aún, mirando desde la
óptica de la escuela y de sus directivos, si se materializa la inminente Ley de
Fortalecimiento de la Educación Pública, resultará que un director de escuela
tendrá que entenderse, recibir y/o ser inspeccionado por: a) la Corporación
3 Véase al respecto “La Insularidad en la Gestión Pública Latinoamericana”, M. Waissbluth,  Revista
del CLAD, Reforma y Democracia, No. 27, pp. 75-88, Oct. 2003.
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Local,  b)  el  municipio  al  que  pertenece,  que  en  muchos  casos  aporta
recursos e infraestructura adicional, c) la Superintendencia, d) la Agencia de
la  Calidad,  e)  las  numerosos  funcionarios  del  Mineduc  que  diseñan
programas especiales de toda índole, y f)  las numerosas inspecciones de
trabajo, salud y otras entidades. Tal vez una escuela de 2 mil alumnos pueda
lidiar con todo esto, pero una de 200, o de 20, ciertamente no. 

Por lo anterior, solicitó encarecidamente a la Comisión
revisar este aspecto fundamental del proyecto (y proceder eventualmente a
la fusión de las dos instituciones que por él se crean), particularmente desde
la óptica de la carga de trabajo que esta legislación implicará para la escuela
y de las potenciales descoordinaciones sistémicas que se pueden generar.

En caso contrario, de mantenerse la decisión de crear
ambas entidades, llamó a minimizar los espacios de descoordinación y, a la
vez,  forzar  por  ley  ciertas  coordinaciones  críticas,  como  por  ejemplo,  la
creación  de  bases  de  datos  unificadas  y  transparentes  para  ambas
instituciones; la obligación de mantenerse mutuamente informadas en una
serie  de  ámbitos;  la  presencia  con  derecho  a  voz,  pero  no  a  voto,  del
Superintendente en el Consejo de la Agencia y, a la inversa, la obligación de
la Superintendencia de dar acceso al Consejo a toda la información que éste
le solicite.

Potencial  de  profundizar  las  distorsiones  de  mercado
que presenta el actual sistema de evaluación de calidad. Refriéndose a lo
dispuesto  en  el  artículo  13  del  proyecto  aprobado  por  el  H.  Senado,
consideró tranquilizador que se mencionen las características de los alumnos
como  uno  de  los  elementos  a  tener  en  cuenta  para  clasificar  a  los
establecimientos,  pero  juzgó deseable  contar  con la  seguridad de que el
sistema de evaluación hará las debidas distinciones entre establecimientos
rurales y urbanos, por tamaño, por tasa de cambio en el desempeño, por
porcentaje de vulnerabilidad y estrato socioeconómico, por la existencia de
un sólido proyecto cultural, valórico, deportivo, de relación con la comunidad
y los apoderados, asociatividad con otras entidades, etc. 

Añadió que, si bien el SIMCE o herramientas similares
constituyen  una  evaluación  indispensable  en  relación  a  contenidos
curriculares,  que  en  su  opinión  deben  mantenerse,  profundizarse  y
perfeccionarse, resulta preocupante que se persista en el paradigma de la
relación  SIMCE-estrato  socioeconómico  como  el  único  elemento  de
discusión  (y  de  decisión  de  los  apoderados)  acerca  de  la  calidad  de  la
educación.

En adición a ello,  advirtió que el texto de la iniciativa
parece poco claro en cuanto a la periodicidad de los apoyos que deberán
ofrecerse a las escuelas producto de estas evaluaciones. Así, el artículo 27
señala que los establecimientos educacionales que no logren ubicarse en
una categoría superior, pero que muestren una mejora significativa, deberán
continuar recibiendo apoyo hasta por dos años más, mientras que el artículo
26 dispone que el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos de mal
desempeño podrá brindarse por un plazo máximo de cuatro años.
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Potencial de debilitar aún más la figura del director de
escuela pública. Como se mencionara en el reciente Mensaje Presidencial
del 21 de mayo, al país le urge contar con directores de mayor nivel y, en
consecuencia,  con  mayores  atribuciones  y  responsabilidades,
particularmente  en  la  educación  pública.  No  obstante,  es  difícil  pedirle
resultados  a  un  director  que  no  puede  opinar,  como  ocurre  en  muchas
ocasiones, ni sobre el presupuesto de su escuela, ni sobre la contratación de
sus  profesores,  e  incluso  cuando  su  opinión  pesa  escasamente  en  la
evaluación  de  los  mismos.  La  palabra  “director”  virtualmente  no  aparece
mencionada  en  el  proyecto  de  ley,  pero  sería  deseable  contar  con  la
seguridad de que, en la medida en que se avance a tener directores de gran
nivel y certificados, éstos puedan tener mucho más que decir en lo que se
refiere al desempeño de su escuela, a sus programas de mejoramiento y a la
calidad de la misma.

Por  otra  parte,  el  artículo  2º  menciona  “estándares
indicativos  del  desempeño  de  los  establecimientos  educacionales  y  sus
sostenedores,  docentes  y  directivos”,  pero  no  existe  en  el  proyecto
especificación  alguna  respecto  a  docentes  y  directivos,  ni  a  quién  le
corresponderá  la  atribución  de  definir  dichos  estándares  y  de  evaluarlos,
incluyendo, por cierto, la evaluación docente en el sector público. Esto llama
la  atención,  máxime  cuando,  además,  el  precitado  Mensaje  Presidencial
también menciona la urgente necesidad de una habilitación obligatoria de
docentes y se presumiría, igualmente, de directivos.

Debilidad de gobierno corporativo. Independientemente
de la recomendación de fusionar ambas entidades, parece muy adecuado
que los miembros del Consejo de la Agencia de Calidad y el Superintendente
de Educación sean seleccionados por el Sistema de Alta Dirección Pública.

Por otra parte, observó que el artículo 39 dispone que el
Secretario Ejecutivo de la Agencia será el Jefe Superior del Servicio y estará
afecto  al  Sistema de Alta  Dirección Pública,  pero no queda claro si  este
personero reportará al Ministerio de Educación o al Consejo de la Agencia. Al
respecto,  juzgó  indispensable  que  sea  el  propio  Consejo  quien  tenga  la
facultad de designar o remover al Secretario Ejecutivo, por mucho que este
cargo sea concursable, pues, en caso contrario, se corre el riesgo de caer en
situaciones de debilidad de gobierno corporativo, como ocurre actualmente
en CODELCO y,  paradojalmente,  en  el  propio  Consejo  de Alta  Dirección
Pública.

De igual manera, destacó que la ley 19.882 establece la
necesidad de especificar cuáles son los cargos de II Nivel Jerárquico que se
concursarán, cosa que no queda definida en el proyecto de ley, salvo que
éste faculte expresamente al Consejo y/o al Superintendente para hacerlo.

Alcance de la labor de la Agencia de Calidad. Opinó el
expositor que la labor de esta Agencia debiera ampliarse para atender temas
como la promoción y el desarrollo de la calidad educacional, la revisión de la
calidad de los sistemas de acreditación de carreras pedagógicas, y de la
calidad de los profesionales y entes que proporcionarán asistencia técnica a
las escuelas.
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Rol  confuso  del  Ministerio.  El  artículo  24  permite  al
Ministerio  de  Educación prestar  apoyo técnico-pedagógico  directamente  o
por  intermedio  de una persona o entidad del  Registro  creado para estos
efectos. No parece adecuado que un ente ministerial de carácter sectorial se
aleje de las funciones de definición de políticas públicas, e incursione en la
prestación directa de servicios y/o el pago de subvenciones, pues para eso
existe  la  figura  de  los  servicios  públicos,  y  esa  es  la  tendencia  de
organización moderna del Estado en todo el mundo. Las consecuencias de la
confusión  de  roles  pudieron  constatarse  en  el  caso  de  una  acusación
constitucional contra la Ministra de Educación anterior. 

Más  en  general,  es  evidente  que  la  estructura  y
funciones  del  Ministerio  quedan  cada  vez  menos  claras,  y  que  se  hace
urgente su reestructuración, separando nítidamente la función de definición
de  políticas  de  la  de  prestación  de  servicios,  asignación  de  recursos  o
fiscalización, a realizarse por servicios especializados, altamente tecnificados
y capaces de manejar un gran volumen de operaciones4.

Origen poco claro de los recursos para los programas
de mejoramiento. El artículo 22 señala que, una vez realizada la evaluación,
los sostenedores de los establecimientos educacionales deberán elaborar o
revisar  su  plan  de  mejoramiento  educativo,  incluyendo  acciones  que
permitan  hacerse  cargo  de  las  debilidades  identificadas  en  el  informe
elaborado por la Agencia. Sin embargo, no se explicita con claridad el origen
de los recursos con cargo a los cuales se financiarán estos programas. En tal
sentido,  consideró  peligroso  legislar  asignando  recursos,  sin  clarificar  el
origen y rutas de asignación de los  mismos.

* * * * *

Señora  Mariana  Aylwin  Oyarzún,  Presidenta  del  Consejo  de
Certificación de la Calidad de la Gestión Escolar, de la Fundación Chile.

Consideró valioso dar a conocer el trabajo realizado por
el  Consejo  que  preside,  para  luego  formular  algunos  comentarios  a  la
iniciativa del Ejecutivo.

Explicó que esta instancia funciona una vez al mes y su
rol es certificar escuelas que participan en el proceso de mejoramiento de la
calidad.  El  modelo utilizado para  calificar  la  gestión  de las  escuelas  está
basado  en  un  diagnóstico  acerca  de  sus  capacidades  (competencias
profesionales, liderazgo directivo y competencias docentes, entre otras); una
apreciación  de  sus  cualidades  de  planificación  e  implementación  (de  su
proyecto educativo y de sus sistemas curricular, administrativo y financiero),
y una evaluación de sus resultados. Para ello se han definido 79 estándares
de gestión divididos en seis áreas:

- Relaciones con la Comunidad,
- Liderazgo Directivo,

4 Un reciente informe del Banco Mundial identifica una serie de funciones que no aparecen 
explícitamente definidas en el sector. “Esta falta de definición de roles y responsabilidades impide la 
existencia de un sistema efectivo de aseguramiento de calidad educativa en Chile...en la medida en que
no se tenga claro qué se espera de los actores del sistema, es muy difícil que sepamos cuáles son las 
causas de nuestras falencias y es más difícil aún que a las personas se les haga rendir cuentas”
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- Competencias Docentes,
- Planificación,
- Procesos, y
- Gestión de Resultados.

Dicho modelo está siendo revisado por segunda vez,
porque  sólo  con  el  ejercicio  es  posible  darse  cuenta  de  qué  indicadores
sirven o cuáles hay que reformular, y porque es necesario incorporar también
el impacto que tienen algunos hechos nuevos en la evaluación de la gestión
escolar, como es el caso de la subvención preferencial. 

Al igual que el sistema de aseguramiento de la calidad
propuesto en el proyecto, el modelo de la Fundación Chile contempla un ciclo
de mejoramiento continuo, basado en la autoevaluación, que las escuelas
hacen básicamente por Internet; el diseño de un plan de mejoramiento, para
cuya  implementación  contratan  muchas  veces  asesoría  técnica,  y  una
evaluación externa.  Para la autoevaluación y diseño del plan, la Fundación
ha formado más de 350 monitores a lo largo del país, y para la evaluación
externa, tiene una Secretaria Técnica a través de la cual se han contratado
entre 25 y 30 personas que realizan las visitas inspectivas. Finalmente, es el
Consejo de Certificación, compuesto por 15 personas, el que define si las
escuelas se certifican o no.

Han  participado  en  total  1.855  escuelas  en  este
proceso,  pero  se  han  certificado  cerca  de  200  solamente.  De  los
establecimientos  que  se  han  certificado,  el  58%  son  particulares
subvencionados,  el  14%  municipales  y  el  28%  particulares  pagados.  Un
estudio  encargado a la  Universidad Diego Portales  mostró  una tendencia
positiva en los resultados del Simce en todos aquellos establecimientos que
realizaron total o parcialmente el proceso, aun cuando no hubieran logrado el
estándar,  lo  cual  demuestra  que  la  existencia  de  un  sistema  de
aseguramiento  de  la  calidad  impacta  positivamente  sobre  los  resultados
educativos  y  constituye  una  importante  referencia  para  el  sistema  en  su
conjunto.

Refiriéndose  luego  al  contenido  específico  de  la
iniciativa, la señora Aylwin valoró la creación de la Agencia de Calidad, pues
existen importantes antecedentes internacionales que la avalan como una
experiencia  positiva.  Observó,  sin  embargo,  que  el  proyecto  resulta
incoherente en cuanto al  rol  que van a cumplir  las instituciones externas,
pues el artículo 9º establece que las visitas evaluativas podrán ser realizadas
directamente por la Agencia o por medio de terceros, en tanto que el artículo
12  señala  que  la  función  de  estos  terceros  será  apoyar  las  visitas
evaluativas. Es preciso, por lo tanto, aclarar si los terceros podrán realizar
estas visitas en sustitución de la Agencia o sólo como acompañantes.

Otro tema importante es aclarar qué se entenderá por
"medios idóneos" para efectos de lo dispuesto en el mismo artículo 9º, en el
sentido que las evaluaciones de desempeño podrán ser realizadas mediante
requerimientos de información, visitas evaluativas u otros medios idóneos.
De lo contrario, podrían suscitarse iniciativas que no correspondan al espíritu
de la ley.
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Asimismo, manifestó dudas acerca de la temporalidad
de la clasificación de los establecimientos prevista en el artículo 14, toda vez
que ésta deberá hacerse anualmente considerando los resultados obtenidos
en  tres  mediciones  consecutivas  válidas,  si  éstas  son  anuales,  o  los
obtenidos en dos mediciones consecutivas válidas, si éstas se efectúan cada
dos años o más. Al respecto, planteó que el plazo de un año para establecer
la clasificación es muy corto, salvo que ésta se haga exclusivamente en base
a  resultados  SIMCE,  en  cuyo  caso  debiera  contemplar  también  la
clasificación entre establecimientos similares (según nivel socioeconómico).

Finalmente, destacó la conveniencia de que las visitas
evaluativas se realicen de acuerdo a un protocolo previamente establecido,
pues no basta que la Agencia anuncie su realización. Observó que la única
referencia a la forma de efectuar estas visitas aparece en el artículo 7º letra
k,  donde se indica que la  Agencia podrá "ingresar a  los establecimientos
educacionales y dependencias docentes del sostenedor, en coordinación con
la  Superintendencia,  con  el  fin  de  evaluar  la  calidad  de  la  educación  y
realizar las mediciones, visitas evaluativas y ejercer las demás atribuciones
que  le  encomienda  la  ley,  sin  alterar  el  normal  desenvolvimiento  de  las
actividades pedagógicas del establecimiento educacional". 

Al  respecto,  planteó dos objeciones.  En primer lugar,
que  siendo  las  funciones  de  la  Superintendencia  y  de  la  Agencia
completamente  disímiles,  no  habría  razón  para  que  deban  coordinar  la
realización  de  visitas  conjuntas,  y  tampoco  sería  conveniente  para  los
establecimientos, pues en todo caso sería para evaluar cosas distintas. En
segundo  lugar,  atendida  la  experiencia  del  consejo  de  certificación  de  la
Fundación Chile, consideró indispensable dejar expresamente establecido en
la ley que las visitas de la Agencia de Calidad deben ser acordadas con el
sostenedor  y  con el  director.  Es muy importante que sea así,  pues debe
permitirse  a  las  escuelas  completar  sus  procesos  de  autoevaluación  y
elaborar e implementar sus planes de mejoramiento, para luego someterlas a
la evaluación externa. Sin embargo, no hay referencia a esto en el proyecto. 

Por su parte, la Ministra de Educación señaló que, al
igual que la Comisión Nacional de Acreditación, la Agencia de Calidad no
puede ser sustituida por evaluadores privados, toda vez que debe haber un
organismo  oficialmente  responsable  del  proceso  de  certificación  de  los
establecimientos. 

Se manifestó de acuerdo con la necesidad de que las
visitas evaluativas que efectué la Agencia sean previamente acordadas con
el sostenedor, pues de lo contrario se estaría desconociendo el mérito de la
autoevaluación.  No  obstante,  precisó  que  la  Superintendencia  debe  ser
capaz  de  efectuar  inspecciones  selectivas  sin  previo  aviso,  porque  éstas
responden  a  una  lógica  distinta,  para  lo  cual  deberá  coordinarse  con  la
Agencia y con el Mineduc, a fin de no alterar el normal funcionamiento de las
escuelas. 

La  señora  Aylwin  discrepó  acerca  del  rol  que  el
proyecto  asigna  a  los  evaluadores  externos,  pues  así  como  la  CNA  se
reserva la realización de visitas evaluativas acompañada o no de terceros
para la acreditación institucional, la propia ley delega en agencias privadas la
acreditación  de  programas  de  estudio,  atendida  su  mayor  diversidad  y
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cantidad. En el caso de la Agencia, será muy difícil que pueda certificar por sí
sola la calidad de más de 10 mil establecimientos, por lo que debiera poder
delegar  total  o  parcialmente  esta  función  en  terceros  que  cumplan
determinados requisitos.

* * * * *

Señora  Patricia  Matte,  Presidenta  de  la  Sociedad  de  Instrucción
Primaria (SIP).

Señaló  que,  desde  el  inicio  de  la  discusión  de  esta
nueva  ley,  había  compartido  la  necesidad  de  contar  con  una  institución
independiente y autónoma que fiscalice oportunamente el cumplimiento de
los objetivos de calidad de la educación que nuestro sistema escolar tanto
necesita.

En esta oportunidad, valoró nuevamente las ventajas de
implementar  un  sistema  que  cuente  con  un  organismo  fiscalizador  que
asegure  que  todos  los  establecimientos  que  reciben  recursos  públicos
cumplan con los estándares de calidad de aprendizaje que se establezcan y
consideró  fundamental  definir  consecuencias  fuertes  a  aquellos
establecimientos que no estén logrando dicho objetivo.

No obstante, consideró necesario formular a la iniciativa
en comento las siguientes observaciones.

En  primer  lugar,  reconoció  que  el  proyecto  había
mejorado bastante  con respecto  a  la  propuesta  legislativa  original  que el
Gobierno enviara al Congreso, principalmente porque separa la función de
control y supervisión del cumplimiento de la normativa de la de velar por la
calidad de la educación. Sin embargo, estimó que aún contenía un exceso de
regulaciones referidas a distintos aspectos del quehacer educativo, que no
son necesariamente relevantes para la calidad de la educación impartida,
sino  que  más  bien  se  entrometen  directamente  en  la  gestión  de  los
establecimientos. 

Al respecto, planteó que lo que debiera buscarse no es
aumentar  las  regulaciones,  sino  mejorar  la  calidad  de  éstas,  pues,  de
acuerdo  a  su  experiencia,  parte  importante  del  tiempo  de  los  docentes
directivos de las escuelas está destinado a responder a las demandas que
les impone el Ministerio de Educación.

Añadió que el rol estatal de velar por la existencia de
una  educación  de  calidad  debiera  estar  centrado  en  comprobar  si  los
"resultados"  obtenidos  por  los  establecimientos  cumplen  o  no  con  dicha
exigencia, y no en controlar los "procesos" que debieran derivar en dichos
resultados. La diferencia radica en que la primera estrategia asegura que
todos los establecimientos cumplan efectivamente la meta de calidad, ya que
encontrarán  flexibilidad  para  el  logro  del  desafío  que  se  les  impone;  a
diferencia  de  la  segunda,  donde  el  foco  en  los  procesos,  condiciones
específicas e insumos no asegura el logro de calidad en los aprendizajes,
pues no hay una combinación de ellos que garantice un buen desempeño, y
las  restricciones  impuestas  dificultarán  una  gestión  que  permita  un
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desempeño adecuado. Más aún, al controlar procesos, en el fondo se le está
quitando  responsabilidad  al  establecimiento  sobre  sus  resultados.  Esta
insistencia en la sobre-regulación significa no haber leído correctamente las
señales que en parte importante explican los pocos avances en calidad que
se han observado en los últimos años.

Como  complemento  a  lo  anterior,  juzgó  importante
considerar  que el  logro de los estándares de aprendizaje que se definan
como requisito  para  los  establecimientos  educacionales  depende en gran
medida  del  acceso  a  los  recursos  monetarios  indispensables  para  su
cumplimiento. En este sentido, parece relevante que la discusión relativa a la
institucionalidad sea complementada con un compromiso de largo plazo, por
parte de la autoridad, de otorgar los recursos suficientes para la realización
de este objetivo.

En términos generales, manifestó su preocupación por
los siguientes aspectos del proyecto:

1. Está aún demasiado centrado en la supervisión de
procesos  más  que  en  resultados  y  no  discrimina  lo  suficiente  (la
superintendencia  primordialmente),  entre  establecimientos  que  obtienen
consistentemente buenos resultados y aquellos que no lo hacen. Hay amplia
experiencia  entre  los  sostenedores  de  que  esa  forma  de  supervisión
inmoviliza a los establecimientos y les impide buscar soluciones novedosas a
los problemas que los aquejan, que son, en general, muy distintos unos de
otros.

2.  Como no  se  conoce  aún  el  nivel  que  tendrán  los
estándares educativos que se exigirán, se genera una gran incertidumbre si
no se incorpora en la discusión, en forma paralela, el monto de los recursos
que se  requieren por  alumno para  implementar  dichos estándares.  En la
discusión inicial del proyecto de ley, se sugirió la existencia de un grupo de
expertos que en forma periódica fuera convocado y procediera a deliberar
sobre  el  monto  que  debiera  tener  la  subvención  para  poder  cumplir
efectivamente con los estándares definidos.

3.  Tampoco  el  proyecto  considera  las  otras
restricciones legales que muchos de los establecimientos hoy día enfrentan
(Estatuto Docente por mencionar la más notoria y evidente de ellas) y que
son, en sí mismas, grandes impedimentos y, por qué no decirlo claramente,
el más grande de los obstáculos que tienen hoy todos los establecimientos
municipales  para  avanzar  en  calidad.  Sostuvo  la  expositora  que,  si  la
Sociedad de Instrucción Primaria estuviera sometida a las restricciones que
el  Estatuto  Docente  impone  a  los  colegios  municipales,  no  tendría  los
resultados  que  hoy  exhibe  con  orgullo.  Lo  cual  no  quiere  decir  que  la
situación  de  los  establecimientos  particulares  que  prestan  servicios
educacionales no se vea afectada por la existencia de tales restricciones; por
el contrario, deben luchar en forma permanente contra las señales que este
sistema les envía.

4.  Llama  la  atención  que  la  Superintendencia  no
contemple un sistema de fiscalización diferenciado de acuerdo a los logros
de cada establecimiento, como lo hace la Agencia de Calidad. A su modo de
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ver,  la  Superintendencia  debiera  realizar  un  proceso  de  supervisión
diferenciada que le permita centrarse en aquellos establecimientos que se
encuentren  bajo  los  estándares,  otorgando  así  una  mayor  autonomía  y
menores  costos  de  administración  a  aquellos  que  obtengan  mejores
resultados. Para la SIP, la rendición de cuentas que ha exigido la Ley de
Subvención  Escolar  Preferencial  (SEP)  ha  resultado  muy  engorrosa  de
implementar, aun tomando en cuenta que se trata de una red de 17 colegios,
lo que le permite hacer economías de escala, como contratar personas que
se encarguen sólo de esas tareas. Por lo mismo, resulta difícil imaginar lo
que  sucederá  en  establecimientos  más  pequeños.  Probablemente,  como
siempre ocurre, el aspecto más perjudicado será el pedagógico, puesto que
los  sostenedores  con  un  establecimiento  o  las  escuelas  más  pequeñas
tendrán que desviar horas/hombre para cumplir con todos los requerimientos
que la Superintendencia les haga.

5.  El  riesgo  más  grande  que  se  corre  con  la  nueva
institucionalidad que se está creando es duplicar sus funciones con las de
otros organismos del Estado, específicamente, con el propio Ministerio de
Educación,  que  hoy  ejecuta  muchas  de  las  funciones  asignadas  a  la
Superintendencia  o  a  la  Agencia,  pero  también  con  los  ministerios  del
Trabajo, de Salud, etc.

Si  bien  la  creación  de  estas  nuevas  entidades  es
también una oportunidad para mejorar y modernizar el sistema, ello queda en
entredicho cuando se sostiene que tendrán prioridad para ingresar a la planta
de la  Superintendencia los funcionarios del  Ministerio que hoy realizan la
labor fiscalizadora en formas que dejan, las más de las veces, mucho que
desear. 

6. Aún cuando el proyecto de ley otorga facultades para
que los distintos organismos actúen coordinadamente, el ejercicio de dicha
atribución se delega a un reglamento, por lo que resulta dudoso que se logre
estructurar un esquema adecuado, especialmente, cuando muchas de las
funciones y atribuciones vigentes actualmente han sido definidas mediante
diversas leyes (la Ley SEP, por ejemplo, crea todo un sistema de supervisión
propio).

Por  otra  parte,  pareciera  que  el  modelo  de
Superintendencia  fue  tomado  de  otros  sectores  regulados,  sin  tomar  en
cuenta  la  gran  cantidad  de  establecimientos  que  deberá  supervisar.  Es
distinto supervisar a las AFP o a los bancos, que son muchos menos y que
tienen estructuras administrativas muy sofisticadas, que supervisar más de
11.000  establecimientos  educacionales  con  distintas  características  y
proyectos  educativos,  y  con  sistemas  de  administración  muy  poco
desarrollados.  Se  estima  que  la  labor  central  de  la  Superintendencia  es
generar, junto a la Agencia, el máximo de información relevante que permita
a los padres seleccionar el  establecimiento para sus hijos y debieran ser
éstos quienes realicen esa labor de fiscalización. En este sentido, sugirió la
expositora, al menos, evaluar lo sucedido hasta ahora con la implementación
de la Ley SEP y su sistema de supervisión, antes de legislar al respecto. 

7. Con respecto a la rendición de cuentas, consideró de
suma  importancia  generar  un  sistema  de  información  transparente,  que
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permita a los padres tomar decisiones con todos los datos a la vista. Es así
que los apoderados debieran conocer con anterioridad si el establecimiento
elegido tiene o no fines de lucro, de modo que puedan optar libremente entre
una y otra modalidad, tratándose de colegios particulares subvencionados.
Lo mismo con respecto al financiamiento compartido. En la discusión previa
al  acuerdo  sobre  este  proyecto  de  ley,  siempre  se  habló  de  que  los
establecimientos  debieran  proveer  información  del  tipo  de  una  FECU
simplificada.  Pero  al  repasar  el  articulado  actual,  parecen  excesivas  las
atribuciones asignadas a la Superintendencia sobre el  tipo de información
que podrá requerir y sobre el uso que le podrá dar.

8.  Se  observa,  en  la  redacción  del  proyecto,  una
desconfianza hacia los sostenedores en general y una excesiva confianza en
los organismos fiscalizadores. Lo mismo sucede frente a los apoderados: no
se les da en la ley la relevancia que en la realidad poseen. La información
que  se  genere  en  ambas  reparticiones  debe  tener  como objetivo  central
movilizar a los actores del sistema educativo y potenciarlos para que cada
uno pueda, en el lugar que le corresponda, entregar efectivamente el máximo
de energía al logro de la finalidad común que es mejorar la calidad de la
educación. Los padres requieren que el Ministerio les entregue la información
que necesitan para apoyar a sus hijos durante su proceso escolar. No basta,
en este caso, trasladar la responsabilidad al establecimiento. Si hay una sola
responsabilidad del Ministerio, es la de transparentar la información que se
genere en ambas reparticiones y que ésta sea comprensible para que los
apoderados puedan actuar.

9. De acuerdo a la experiencia de la SIP, resulta muy
importante,  para  hacer  gestión  pedagógica  y  avanzar,  la  existencia  de
pruebas externas. Es por ello que la ley debiera fijar el tipo de pruebas que
se deben realizar y la periodicidad de éstas. Debe ser también muy tajante
en la exigencia de someterse a pruebas internacionales y de entregar, en
forma pública y comprensible para los apoderados, los resultados de éstas,
como también las comparaciones entre países y entre establecimientos en el
caso de las pruebas nacionales.

10.  Finalmente,  dijo  estar  consciente  de  que,  para
avanzar en calidad de educación para todos, se precisa una institucionalidad
diferente  y  estimó  que  con  el  diseño  institucional  propuesto,  y  los
perfeccionamientos sugeridos, se estará avanzando notablemente por ese
camino. Pero no se debe perder de vista que ésta es sólo una parte del
camino  que  debemos  recorrer,  pues  hay  un  conjunto  de  otros  aspectos
extremadamente  relevantes  que,  de  mantenerse  intocados,  pueden
neutralizar casi totalmente el funcionamiento de esta nueva institucionalidad,
como es el caso de la regulación laboral y administrativa que se requiere
para  hacer  efectivamente  gestión  pedagógica,  administrativa  y  financiera
dentro  de  los  establecimientos,  y  de  los  recursos que se  necesitan  para
alcanzar los estándares adecuados,  si  de verdad se desea proveer a los
niños y niñas chilenos una educación acorde a los requerimientos del siglo
XXI.

* * * * *

Señor Rodrigo Díaz, abogado asesor de FIDE.
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Planteó,  en  primer  lugar,  que la  normativa  propuesta
para mejorar la calidad de la educación implica reconocer la insuficiencia de
la reforma iniciada en los años 90 y un fracaso encubierto de la misma en lo
que  respecta  a  los  resultados  de  aprendizaje.  De  ahí  el  propósito
gubernamental  de instaurar  una nueva institucionalidad educativa, para lo
cual ha sido necesario establecer un pacto político que lo hiciera viable.

Sostuvo,  sin  embargo,  que  el  proyecto  en  estudio
adolece de una total falta de integración del elemento territorial, pues no hay
en  él  ningún  vector  que  permita  diferenciar  lo  que  implica  obtener  un
determinado resultado pedagógico en una escuela de La Araucanía o de
Toconao.  Por  el  contrario,  se  aplican  las  mismas  reglas,  en  materia  de
estándares  y  supervisión,  a  todos  los  establecimientos  del  país,
independientemente  de  sus  características  sociales,  culturales  o  étnicas.
Agregó que un estándar será siempre un promedio más o menos aceptable,
pero en educación no puede dejarse fuera el elemento territorial.

Observó,  por  otra  parte,  que la  Agencia Acreditadora
(sic) será un organismo desconcentrado, cuyo objetivo central será asegurar
la calidad.  No obstante,  la  validación de esta Agencia se producirá  en la
medida en que sus recomendaciones, informes, encuestas, etcétera, tengan
la virtud de mejorar la calidad, lo cual requerirá de un proceso interno para
que esos instrumentos alcancen un prestigio  tal  que hagan posible  dicho
objetivo.

La  estructura  de  la  Agencia,  según  la  ley,  sería
centralizada, pero su funcionamiento se desarrollaría a nivel local. Entre sus
atribuciones, estaría la clasificación de los establecimientos educacionales
en base a parámetros definidos por el gobierno de turno, previa aprobación
del Consejo Nacional de Educación. Al respecto, opinó que al menos algunos
estándares debieran quedar establecidos en la ley.

Agregó  que  entre  los  problemas  no  resueltos  que
presenta  una  Agencia  de  este  tipo  está  la  posible  “rankinización”  de  las
escuelas,  lo  cual  implica  que  los  colegios  mejor  evaluados  vean
incrementada  su  demanda,  dejando  fuera  a  muchos  alumnos  que  por
distintos  motivos no puedan ingresar  en  ellos.  Por  lo  tanto,  es necesario
precaver que la Agencia, al clasificar a las escuelas, no acentúe este efecto.

En cuanto a la publicidad de los resultados, planteó la
necesidad de coordinar la normativa en estudio con las disposiciones de la
ley 19.628, sobre protección de la vida privada, en lo que respecta a dar a
conocer,  por  ejemplo,  los  nombres  de  los  alumnos  o  profesores  que
eventualmente hayan obtenido buenos o malos resultados, máxime cuando
éstos últimos puedan implicar la aplicación de sanciones.

Asimismo, observó que la ley en proyecto permite que
entidades privadas puedan realizar  las  mismas funciones que la  Agencia
Acreditadora, pero el problema es que no se generan responsabilidades por
las medidas que unas y otra sugieran, en caso de que ellas no tengan los
resultados esperados. Tiene que haber un componente de responsabilidad al
respecto.
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Compartió también la opinión de que los procesos de
enseñanza-aprendizaje no pueden ser regulados, porque la educación no es
un producto fácilmente estandarizable, y debieran controlarse más bien los
resultados. 

Destacó, además, la necesidad de aclarar qué se va a
entender por  estándares indicativos cuando se dice que la Agencia tendrá
entre  sus  funciones  la  evaluación  del  desempeño  de  sostenedores  y
establecimientos.

Refiriéndose  a  la  Superintendencia  de  Educación,
reconoció  en  primer  lugar  la  absoluta  necesidad  de  crearla,  aun  cuando
pudiera  discreparse  de  la  organización  y  atribuciones  que  se  pretenda
otorgarle.

Su organización sería aparentemente descentralizada y
desconcentrada,  pero  falta  delimitar  sus  relaciones  con  el  Ministerio  de
Educación y prevenir la judicialización que pueden generar sus resoluciones.

En cuanto a sus atribuciones,  planteó nuevamente la
necesidad de diferenciar el control que ejercerá la Superintendencia sobre
los  sostenedores  de  acuerdo  a  las  características  de  éstos  (tipo  de
organización, financiamiento, etcétera), ya que no puede aplicarse el mismo
“cedazo” a todos por igual.

Advirtió también sobre el riesgo de aplicar sanciones a
los sostenedores en base a denuncias verbales, primero, por un problema de
responsabilidad,  pero  además  porque  el  Estatuto  Docente  establece  que
toda denuncia contra un profesor debe ser escriturada, cosa que el proyecto
no contempla.

Destacó  además  que  el  proyecto  generaría  una
duplicidad de controles en ciertos aspectos, que vulnerarían la Ley de Bases
Generales de la Administración del Estado. Es el caso de las atribuciones
que se otorgan a la Superintendencia de Educación en materia tributaria y de
fiscalización del uso de recursos públicos. Por otro lado, se echa de menos
en esta iniciativa el  control de la solvencia económica del sostenedor que
exige la LEGE. 

En  lo  que  respecta  al  control  de  los  procesos
educativos, observó que la Superintendencia estará facultada para citar  a
sostenedores  y  directores,  e  inmiscuirse  en  el  funcionamiento  de  los
establecimientos, aunque ahora sin alterar la marcha de los mismos, lo cual
siempre  es  relativo  porque  una  visita  evaluativa  nunca  dejará  de  causar
algún contratiempo.

En  otro  orden  de  ideas,  planteó  que  el  proyecto
adolecería  de  “posibles  inconstitucionalidades”.  Primeramente,  en  lo  que
respecta a las atribuciones de que trata el artículo 47, toda vez que allí se
permitiría a un órgano del Estado dictar normas que no es posible conocer
de antemano y aplicar sanciones en caso de incumplimiento de las mismas.
Algo similar a lo que ocurre con el Servicio de Impuestos Internos y que ha
motivado la creación de los tribunales tributarios. En segundo lugar, en lo
relativo a la protección de la intimidad, en la medida en que no se resguarden
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debidamente los derechos de las personas cuando se ordena la publicidad
de  los  resultados  que  se  obtengan  en  las  distintas  evaluaciones  que
contempla  la  ley.  En  tercer  lugar,  porque  en  algunos  casos  (no
especificados) queda limitada la posibilidad de recurrir  a los tribunales de
justicia.

Finalmente,  advirtió  que  la  iniciativa  establece
relaciones  incompletas  entre  la  Superintendencia  y  otros  organismos  ya
existentes,  como  son  la  Contraloría  General  de  la  República,  cuya  ley
orgánica le confiere el control exclusivo del uso de los recursos públicos por
parte de personas naturales o jurídicas, privadas o públicas; la Dirección del
Trabajo,  que debe velar  por  el  respeto  a los  derechos de los  profesores
regidos por el Código del Trabajo; el Servicio de Impuestos Internos, en lo
relativo a cumplimiento tributario; las municipalidades, en lo que respecta al
otorgamiento  de  patentes,  y  el  Ministerio  de  Salud,  en  cuanto  a  las
autorizaciones sanitarias requeridas para el funcionamiento de las escuelas.

Asimismo, no se sabe qué va a pasar con el Ministerio
de Educación o con su personal. Si verá disminuido su tamaño y pasará a
ser  un  órgano  eminentemente  técnico;  o  si  el  personal  de  la
Superintendencia  será  el  mismo  que  actualmente  cumple  labores  de
fiscalización en el Ministerio, etcétera. En todo caso, la puesta en marcha de
esta nueva institucionalidad requerirá de un cambio cultural importante, pues
no basta modificar  las estructuras jurídicas si  no se cuenta  con personal
suficiente e idóneo para realizar las labores que ella demande. Se necesita
también  una  adecuada  distribución  de  competencias  entre  la
Superintendencia y el Mineduc. 

Para  terminar,  sugirió  establecer  un  régimen  de
incentivos para quienes cumplan cabalmente con las exigencias que se les
impongan;  evitar  los  controles  masivos,  focalizando  en  aquellos
establecimientos que no registren buen desempeño; cruzar información entre
los organismos públicos encargados de ejercer los distintos controles sobre
las  escuelas,  a  fin  de  evitar  la  duplicidad  de  los  mismos,  y  acotar  las
atribuciones que otorga el artículo 47, que son amplísimas (¿quién controla a
los controladores?).

* * * * *

Señor Guido Crino, Primer Vicepresidente de FIDE.

Dijo compartir, primeramente, la finalidad del proyecto
en discusión,  no obstante lo  cual  estimó pertinente dar  a  conocer  ciertos
reparos y propuestas para mejorar su diseño.

Observó que  el  propósito  principal  de  la  iniciativa  es
implementar  legalmente  un  cambio  significativo  en  la  política  curricular,
basándolo en la instalación de estándares, complementado con la creación
de una Agencia de Calidad y una Superintendencia de Educación, con la
finalidad  expresa  de  asegurar  logros  que  signifiquen  un  mejoramiento
sustantivo en la calidad de los procesos y resultados del sistema educativo.
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Al  respecto,  señaló  que  el  éxito  de  una  política
curricular  basada en estándares educativos5,  de acuerdo a la  experiencia
internacional, tiene entre sus fundamentos los siguientes:

1º  Una  política  educacional  basada  en  estándares
requiere un compromiso del Estado para instalar una agenda de cambio con
la adhesión de todos los actores claves del sistema educativo, de manera
que  compartan  la  visión  y  la  responsabilidad  por  los  resultados  del
aprendizaje.

2º  Los  estándares  se  fortalecen  y  legitiman  con  el
debate  abierto,  profesional  e  ideológico,  acerca  de  sus  posibilidades,
beneficios y problemas para los diferentes actores e instituciones.

3º  La  implementación  de  los  estándares  se  vuelve
viable cuando promueven el debate y se logran compromisos explícitos entre
el Estado y los diferentes grupos de interés al interior del sistema educativo.

4º  Los  estándares  presentan  características  técnicas
distintivas que los diferencian de otras formas de prescribir currículum.

5º  Los estándares se elaboran en estricta  alineación,
técnica e institucional, con los instrumentos de evaluación que medirán los
logros  de  aprendizaje,  orientarán  las  acciones  de  mejoramiento   y
contribuirán a la asignación de responsabilidades por los resultados.

6º Los estándares deben ser adecuadamente validados
para garantizar mayores grados de legitimidad e institucionalización.

7º  Los  estándares  requieren  insumos  materiales  y
profesionales que garanticen una implementación adecuada y oportunidades
de aprendizaje para todos los estudiantes.

8º Los estándares exigen esquemas de financiamiento
que garanticen suficiencia de recursos y equidad en su asignación.

Estimó que estos postulados debían considerarse en la
discusión legislativa del proyecto y, una vez aprobado, tenerse a la vista para
su posterior implementación como política educativa.

Por lo demás, advirtió que esta iniciativa busca legitimar
estándares educativos que ya  se encuentran presentes  en la  gestión del
sistema educacional chileno. 

En efecto,  algunos ya  se encuentran operando en la
totalidad de los componentes del sistema, como es el caso de los niveles de
desempeño incluidos en el  sistema nacional  de  evaluación  estandarizada
SIMCE y los “mapas de progreso del aprendizaje”, nombre que corresponde
a los estándares de contenido, que en algunos sectores de aprendizaje han
sido diseñados y en otros están en proceso de elaboración, para orientar la
gestión  curricular  y  un  cambio  metodológico  significativo  de  la  gestión
pedagógica del docente de aula. Ambos se han elaborado articuladamente,
tanto en términos institucionales como conceptuales, y en este momento se
asegura su alineación con el currículum vigente, lo que explica el proceso de
ajustes curriculares actualmente en curso.

5 Los estándares  son instrumentos de política y gestión curricular  desarrollados precisamente para
contribuir a resolver las problemáticas técnicas y organizacionales en los sistemas educativos que, por
diferentes razones históricas han creado graves desigualdades en el acceso al conocimiento académico.
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Otros  que  se  aplican  para  algunos  componentes  del
sistema, como es el “Marco de la Buena Enseñanza”, concordado entre el
Mineduc y el Colegio de Profesores, que sirvió de base para implementar en
el  sector  subvencionado  de  dependencia  municipal  la  evaluación  de
desempeño profesional de los docentes que allí ejercen, a lo que se agrega
también el “Marco de la Buena Dirección” establecido como modelo para una
óptima  gestión  educativa,  sirviendo  de  base  también  para  construir  los
estándares de desempeño indicativos  aplicables  a la  gestión  del  proceso
educativo.

Seguidamente,  formuló  el  expositor  las  siguientes
observaciones críticas al proyecto:

1º Por las proyecciones que se visualizan para hacer
posible  una  implementación  exitosa,  no  sólo  de  éste,  sino  de  todos  los
proyectos en curso en materia educacional, se requiere, en primer término,
un aumento significativo de la subvención escolar ordinaria.

No  es  posible  poner  en  práctica  ningún  proyecto  de
mejoramiento significativo de la calidad del sistema educacional sin al menos
duplicar el monto de la subvención base, en un proceso de implementación
gradual. De paso, ello permitiría hacer posible, si no la extinción, al menos la
limitación del sistema de financiamiento compartido.

2º Se advierte una falta de concordancia entre el literal
del Título I, refrendado por el contenido del artículo 1º en lo que se refiere al
alcance del sistema de aseguramiento de la calidad, si lo confrontamos con
lo que disponen los artículos 6º, 8º y 21, incluidos en el mismo título.

En efecto,  el  título  I  y  el  artículo  1º  hacen referencia
solamente a los niveles de enseñanza parvularia, básica y media; en cambio,
en el artículo 6º se mencionan niveles y modalidades educativas, y en los
artículos  8º  y  21  se  menciona  expresamente  la  modalidad  de  educación
especial,  cuya inclusión  es valorada por  la  FIDE,  pues hace justicia  a  la
preocupación  preferente  que  debe  tenerse  por  alumnas  y  alumnos  que
presentan  necesidades  educativas  especiales.  Cabe  hacer  presente,  sin
embargo, que en el proyecto no se menciona la modalidad de educación de
adultos. 

3º.  Dada  su  trascendencia,  parece  insuficiente  el
contenido de la definición de estándares de aprendizaje consignada en el
artículo  3º.  El  concepto  de  estándares  educacionales,  sean  éstos  de
aprendizaje o de desempeño, requiere, para su plena comprensión, de una
descripción más detallada. Además, en ella se advierte un error. En efecto, el
proyecto de ley presenta una falta  de concordancia entre el  concepto  de
competencia que establecido en él y el que se contiene en la Ley General de
Educación,  y  que  también  explícitamente  utiliza  en  forma  habitual  el
Mineduc, donde se entiende por tal “la capacidad de movilizar conocimientos,
habilidades  y  actitudes  en  contextos  determinados”.  El  proyecto,  en  su
artículo  3º,  establece  que  la  competencia  es  un  elemento  más  de  los
contenidos  de  aprendizaje,  al  mismo  nivel  de  los  conocimientos  y
habilidades.

4º  Considerando  que  el  sistema  de  estándares  y  su
medición busca constituirse en el instrumento central de las políticas públicas
orientadas  a  mejorar  la  calidad  de  la  educación,  surgen  las  siguientes
inquietudes y dudas.
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Dada  la  estrecha  relación  que  se  establece  entre
estándares  de  aprendizaje  y  calidad  de  la  educación,  cabe  preguntarse:
¿Cuál es la concepción implícita de calidad de educación que se pone en
juego en este proyecto? El único indicio que entrega el proyecto con relación
a esta interrogante es la afirmación de que los estándares de aprendizaje se
vinculan con las “bases curriculares nacionales”. Aunque no lo explicita, dado
que  no  hace  ninguna  excepción,  debe  entenderse  que  se  refiere  a  los
marcos  curriculares  de  todos  los  niveles  y  modalidades  de  enseñanza:
parvularia,  básica  y  media,  humanístico-científica,  técnico-profesional,
educación especial y de adultos.

Pues bien, estas bases curriculares, que son el mínimo
exigible, lógicamente reconocen como matriz de origen, para fundamentar su
prescripción,  la  definición  de  educación  contenida  en  la  recientemente
aprobada Ley General de Educación, en la cual se postula como finalidad de
la  educación,  en  síntesis,  “la  formación  integral  de  la  persona  en  una
dimensión  social  y  ética”,  lo  que  implica  atender  al  desarrollo  natural,
progresivo,  sistemático  e  integrado  de  todas  las  dimensiones  de  la
personalidad de las alumnas y alumnos. A saber:

- La dimensión  biopsicológica, que busca ayudar a los
alumnos a descubrir y  potenciar las facultades físicas, cognitivas y afectivas.

- La dimensión social, que busca promover la formación
social de la persona y la transformación de la sociedad, propiciando en los
alumnos la interiorización de actitudes y comportamientos que favorezcan su
integración responsable, crítica y constructiva en la sociedad.

- La dimensión moral y ética, que busca estimular, entre
otros, la adhesión a los valores y actitudes que informan comportamientos
orientados a la búsqueda de la verdad, al ejercicio responsable de la libertad,
la promoción de la justicia, el cultivo de la solidaridad y el respeto y defensa
irrestricto de los derechos humanos.

En este sentido, cabe preguntarse si el sistema de los
estándares de aprendizaje y su medición considera en su aplicación todas
las dimensiones propias de una formación integral, o sólo plantea colocar su
énfasis en la dimensión cognitiva. Debe recordarse como antecedente que,
actualmente, los registros de calidad educativa que se manejan en el habla
cotidiana se asocian a las mediciones estandarizadas del  SIMCE o de la
PSU, que contemplan sólo cuatro sectores del currículum: Lengua Castellana
y Comunicación, Matemática, Ciencias Naturales e Historia y Geografía.

El proyecto no entrega una respuesta directa y explícita
a esta interrogante y, cuando se refiere a la elaboración de los estándares de
aprendizaje,  entrega  la  responsabilidad de  formularlos  al  Mineduc,  previo
informe favorable del Consejo Nacional de Educación.

En  síntesis,  el  proyecto  no  garantiza  que  serán
evaluados la totalidad de los sectores de aprendizaje en los diversos niveles
de enseñanza y, por lo tanto, no asegura que, para efectos de la clasificación
de  los  establecimientos,  dicha  totalidad  será  considerada.  La  FIDE  es
consciente  de  que  un  proceso  que  considere  la  evaluación  periódica  de
todos  los  sectores  de  aprendizaje  presenta  serias  dificultades  de
implementación, tanto de orden técnico como financiero, provocando de paso
dificultades en la gestión pedagógica de los establecimientos educacionales
por  el  exceso  de  demandas  evaluativas.  Por  ello,  como  una  forma  de
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asegurar que efectivamente la definición de los estándares sea congruente
con la finalidad prescrita para la educación en la Ley General de Educación,
habría  que  introducir  varias  modificaciones  al  presente  proyecto  de  ley,
buscando  establecer  que,  para  los  efectos  de  clasificar  en  las  diversas
categorías  a  los  establecimientos  educacionales,  se  deberían  considerar
necesariamente los resultados de evaluaciones nacionales estandarizadas,
aplicadas en el período comprendido entre cada clasificación. Esto es:

- En sectores de aprendizaje de las áreas humanístico-
científica, artística y de educación física, en forma alternada, siendo siempre
de  aplicación  anual  las  de  lenguaje  y  comunicación  y  matemática.  Para
efectos  de  la  evaluación,  los  “niveles  de  logro”  de  estas  pruebas
estandarizadas deben enunciarse en términos de “competencia”, asegurando
así que integren conocimientos, habilidades y actitudes, es decir, referencias
al saber saber, al saber hacer y al saber ser.

- En los cursos terminales de cada uno de los subciclos
de los distintos niveles de enseñanza, hasta el segundo año de enseñanza
media. Esto permite tener una mayor cobertura de resultados y, por lo tanto,
una  visión  más  real  de  los  progresos  que  experimenta  la  calidad  de  la
educación en el sistema educativo.

También debería modificarse el  contenido del  artículo
14, estableciendo que la clasificación se realice cada dos años y considere
los resultados de los establecimientos educacionales en cuatro mediciones
consecutivas  válidas,  cuando  éstas  sean  anuales,  y  en  dos  mediciones
consecutivas válidas, cuando éstas se realicen cada dos años o más.

5º El proyecto sitúa en el Mineduc, en algunos casos
con la anuencia del Consejo Nacional de Educación, la toma de decisiones
en lo que dice relación con las definiciones pedagógicas. Así ocurre con la
definición de los estándares.

Sin embargo, la información que proporciona el estudio
de  la  educación  comparada  a  nivel  internacional,  postula  que  en  estas
materias  se  debe  establecer  un  sistema  de  consultas  y  participación,
realizada en forma previa a su elaboración definitiva,  que involucre a los
diversos actores del sistema educativo. 

6º  Con respecto  a  las funciones y  atribuciones de la
Agencia de Calidad, el proyecto no se pronuncia significativamente acerca de
los  mecanismos que  permitirían  realmente  asegurar  logros  educativos  de
calidad en el  sistema. El  énfasis  está puesto en la  creación,  funciones y
administración  de una Agencia  de Calidad orientada fundamentalmente  a
evaluar  y  no  a  “asegurar”  la  obtención  de  esa  calidad;  en  este  sentido,
obedece  más  bien  a  una  lógica  de  control  de  calidad  del  producto.  La
Agencia  reduce  su  responsabilidad  a  meras  tareas  de  evaluación.  Así,
considera  “fiscalizar”  y  “supervisar”  el  cumplimiento  de  los  estándares,
normar la  rendición de cuentas y usar  la  jerarquización y clasificación de
establecimientos como un amenazante mecanismo de castigo-recompensa.

Pero la evaluación proporciona información válida para
determinar  las  carencias  y  fortalezas de la  gestión  pedagógica,  es  decir,
facilita el diagnóstico de una situación. De allí se sigue la que debiera ser la
finalidad esencial que se supone debe tener una Agencia de Calidad, cual es
fortalecer y mejorar la calidad de dicha gestión. La evaluación por sí misma
no es la solución mágica a los problemas de calidad que presenta el sistema,
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como parece deducirse de lo que plantea el artículo 8º; no basta evaluar para
asegurar la calidad, y tampoco la amenaza de sanciones si no se alcanzan
determinados estándares en un período de tiempo determinado.

Los  artículos  23,  24  y  26,  referidos  al  apoyo  a  los
establecimientos para asegurar logros educativos de calidad, son demasiado
generales y no establecen obligaciones claras, ni para el Mineduc, ni para las
nuevas instancias organizativas creadas por la ley en procura de cautelar
que este apoyo sea suficiente y de calidad. Es absolutamente indispensable
cautelar  que  los  establecimientos  educacionales  soliciten  el  apoyo  que
efectivamente  requieran  para  mejorar  sus  logros  educativos  y,
paralelamente, garantizar que éste sea adecuado tanto en pertinencia como
en calidad. En tal sentido, el contenido del artículo 23 debería ser revisado. 

A  la  luz  de  la  experiencia  del  apoyo  prestado  a  los
Liceos Prioritarios por las instituciones de educación superior, urge buscar
una  forma  de  asegurar  que  el  apoyo  que  brinden  las  instituciones
precalificadas  para  realizar  esta  tarea  sea  objeto  de  una  periódica
evaluación, con el propósito de verificar si efectivamente califican para esta
importante tarea. Una disposición en ese sentido podría incorporarse en el
artículo 12 del proyecto.

7º Si bien la evaluación de procesos es necesaria para
procurar  un  mejoramiento  en  los  resultados  de  aprendizaje,  lo  que  el
proyecto postula en esta materia, a juicio de la FIDE, se constituye en una
limitación excesiva de la autonomía de los establecimientos educacionales y,
en el caso de la educación particular subvencionada, se contrapone con el
principio de la libertad de enseñanza consagrado en la Carta Fundamental.

Se  podrá  argumentar  que  las  referencias  a  los
estándares de desempeño contenidos en los artículos 4º; 4º bis, 6º letra b; 7º
letras d, g y k; 8º; 9º; 10; 11 y 12 tienen carácter indicativo y que no incidirán
en la clasificación de los establecimientos, pero la obligación establecida de
hacer públicos sus resultados tendrá un efecto similar al de la clasificación. 

Por  lo  mismo,  se  propone  que,  al  menos  para  la
educación  particular,  no  sea  obligatorio  ceñirse  a  estos  estándares,  sin
perjuicio de que la ley contemple su adopción como sugerencia.

8º El inmenso esfuerzo y despliegue de recursos que
involucraría poner en juego una eficaz evaluación de desempeño en más de
10.000  establecimientos  educacionales,  hace aconsejable  concentrar  esta
tarea en aquellos establecimientos que registren deficientes resultados de
aprendizaje,  siendo  admisible,  en  casos  extremos  de  reiteración  de  los
mismos, un proceso de intervención.

El  esfuerzo  mayor  en  los  restantes  establecimientos
debería centrarse en promover un proceso permanente de autoevaluación
institucional, sin que ello signifique una intromisión indebida en la autonomía
de los establecimientos educacionales.

9º En cuanto a los criterios mencionados en el artículo
13, inciso segundo, para los efectos de proceder a la clasificación de los
establecimientos educacionales, no parece pertinente el que hace mención a
“las características de los alumnos del establecimiento”, pues, aunque no lo
menciona, se estaría refiriendo a las características “socioeconómicas”, en

32



circunstancias  que  la  clasificación  debe  tener  un  referente  absoluto;  no
puede haber colegios “buenos para ricos” y “buenos para pobres”.

De hecho, en el mismo artículo, en su inciso cuarto, se
omite  la  referencia  a  esta  consideración  cuando  se  establece  que  la
clasificación se hará “según los resultados de aprendizaje de los alumnos, en
función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje”.

Por otra parte, el artículo en comento se refiere al valor
agregado como criterio para la evaluación de la calidad de los resultados de
un  establecimiento,  aunque  no  desarrolla  mayormente  su  alcance.  Es
importante  considerar  que  el  concepto  de  “valor  agregado”  involucra  un
cambio  radical  en  la  concepción  de  lo  que  se  evalúa,  pasando  de  una
evaluación de ”rendimiento absoluto” a una evaluación del “progreso” en el
aprendizaje y en el desarrollo de competencias, tal como se plantea en la
actual estrategia que disponen los Mapas de Progreso del Aprendizaje.

10. Finalmente, se advierte en el proyecto una escasa
referencia a la forma de abordar el problema del mejoramiento de la calidad
en las diferentes modalidades de enseñanza, tanto de la educación técnico-
profesional, como de la educación especial.

* * * * *

Señor  Nelson  Viveros,  Presidente  de  Asociación  Nacional  de
Funcionarios del Ministerio de Educación (ANDIME).

En primer término, criticó el proceder de las autoridades
y de los dirigentes políticos, quienes –afirmó-- tienden a constituirse en una
oligarquía que no escucha al mundo social y deciden el rumbo del país a
espaldas de la ciudadanía, dado que solamente después de innumerables
intentos  y  solicitudes  formales,  ANDIME era  finalmente  recibida  por  esta
Comisión de Educación, no obstante el despacho previo y actual tramitación
de varias leyes que impactan honda y severamente los roles, funciones y
carreras de los trabajadores del Ministerio de Educación. Señaló que esto
debe terminar y llamó a los parlamentarios a representar el sentir del pueblo
y a no aprobar leyes que sólo son producto de acuerdos entre partidos que
cada día representan a menos personas.

Después de referirse a los trabajadores del Mineduc y a
sus compromisos con la  educación,  hizo  una crítica  al  modelo  neoliberal
instaurado  en  el  país  y  al  rol  subsidiario  asignado  al  Estado  en  materia
educacional en los años ochenta, abogando por una reforma constitucional
que  devuelva  a  éste  el  rol  de  garante  de  una  educación  pública,  laica,
gratuita, integradora y de excelencia.

Luego,  formuló  al  proyecto  las  siguientes
observaciones.

1. Calidad de la educación y Agencia de Calidad.

Considerando que la educación es un proceso global,
que atañe al conjunto de la persona y que va más allá de la escolaridad o del
sistema educativo formal, la "calidad de la educación" no se puede reducir a
determinados resultados de aprendizaje establecidos en el currículum, como
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lo pretende el Art. 13, ni a un producto mercantil, como aparece en el Art. 16,
que exige hacer  pública la información sobre los resultados para generar
competividad en el mercado. Una evaluación y/o medición de resultados con
finalidades de mejoramiento debiera tener un carácter formativo, es decir,
entregar información a los usuarios para mejorar los aspectos deficitarios.

La  ley  disocia  la  evaluación  de  desempeño  de  los
establecimientos de la evaluación para la clasificación de los mismos.  En
esta  última,  sólo  se  consideran  los  resultados  de  aprendizaje  de  los
estudiantes  (Art.  13°),  mientras  que  en  la  primera  se  consideran  otras
variables, como "otros indicadores de calidad de procesos relevantes de los
establecimientos  educacionales,  que  permitan  una  evaluación  integral
referida a los objetivos generales establecidos en la ley, los resultados de la
autoevaluación  institucional,  el  proyecto  educativo  y  las  condiciones  de
contexto del establecimiento" (Art. 8°).

Lo anterior da cuenta de un reduccionismo extremo, al
plantear  la  clasificación  de  las  escuelas  tomando  como  referencia
únicamente  los  resultados,  sin  considerar  el  contexto,  lo  que,  a  la  larga,
tendrá efectos perniciosos en los establecimientos más vulnerables: aumento
de  la  segregación,  estigmatización  de  los  establecimientos  más
desfavorecidos,  entre  otros.  Ello  no  contribuye a  superar  el  círculo  de  la
pobreza, como tampoco al fortalecimiento de la educación pública, que es la
que  atiende  a  la  población  más  vulnerable.  La  lógica  del  mercado  no
resuelve este problema.

Por otra parte, el proyecto establece la evaluación y el
control del sistema escolar como preocupaciones centrales del Ministerio de
Educación  y  sus  agencias,  pero  no  se  hace  cargo  de  los  procesos
pedagógicos que se requieren para lograr mejoramientos efectivos en los
establecimientos más vulnerables, como en el conjunto del sistema escolar.
Por  tanto,  se  des-responsabiliza  de  esta  tarea  primordial  al  Estado,
entregándosela a agencias privadas como lo son las Asistencias Técnicas
Externas.

Cabe mencionar que estudios recientes indican que el
país no está en condiciones de ofrecer asistencias técnicas de calidad, dada
la  magnitud  de  la  demanda  en  las  escuelas  y  liceos  de  la  totalidad  del
territorio nacional. Tanto las universidades como otros organismos privados
no  alcanzan  a  cubrir  todas  las  necesidades,  como  tampoco  están
suficientemente capacitados para atender los requerimientos específicos de
cada comunidad educativa. Se vuelve así a caer en supeditar la educación a
las condiciones del mercado.

Finalmente,  la  iniciativa  en  trámite  omite  definir  un
concepto  de  sujeto  que  se  desea formar  (educar)  en  el  sistema escolar,
quedando reducida su conceptualización a la capacidad que el estudiante
tenga  de  demostrar  determinados  resultados,  en  el  ámbito  puramente
cognitivo (resultados de aprendizaje), desconociendo otras dimensiones del
ser humano que dicen relación con el tipo de ciudadano que se requiere para
la vida en democracia en una sociedad del siglo XXI. Contradictoriamente
con  lo  anterior,  las  bases  curriculares  recientemente  aprobadas  por  el
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Consejo Superior de Educación son explícitas en proponer el tipo de persona
que se quiere formar y la sociedad hacia la cual está convocado (sic).

2.  La  crisis  de  la  educación  y  el  Ministerio  de
Educación.

La  instauración  del  modelo  económico  neoliberal,  ha
generado  una  situación  cada  vez  más  insostenible  e  intolerable  en  la
educación,  que  estando  en  manos  estatales,  se  traspasó  a  las
municipalidades,  como  etapa  intermedia  de  un  proceso  que  la  ha  ido
llevando  hacia  su  casi  total  pérdida  de  sentido,  empobrecimiento  y
privatización.

En  efecto,  la  población  escolar  atendida  en  colegios
municipales se redujo desde el 75 u 80 por ciento histórico a menos del 50
por  ciento  actual,  constituida  fundamentalmente  por  estudiantes
empobrecidos, muchos carentes hasta de familia y de resguardos sociales
básicos,  atendidos  por  profesores  maltratados,  que  perciben  salarios
insuficientes, a los que se les aplica un injusto sistema de evaluación -más
de carácter punitivo que de retroalimentación para su desarrollo técnico-, que
no poseen una carrera profesional y que deben ejercer su labor educativa en
locales  desvencijados,  carentes  de  reparaciones  indispensables  y  de
equipamiento adecuado.

Este negativo cuadro se completa con el hecho de que
el  Mineduc,  organismo  del  Estado  encargado  de  velar  y  asegurar  los
derechos a la educación de toda la población, especialmente de los más
débiles  y  postergados,  experimentó  y  continúa  bajo  un  intenso  embate
privatizador  que  externaliza,  debilita,  reduce  y  desmiembra  sus  roles,
funciones,  estructura  y  tareas.  Esta  situación  tiende  a  intensificarse,
afectando su misión principalmente en dos áreas claves de su quehacer,
como son la supervisión educacional de los colegios y la fiscalización de los
cuantiosos  recursos  públicos  traspasados  a  terceros.  Los  artículos  del
proyecto que definen la  creación de la  Agencia y  la  Superintendencia no
dejan lugar a dudas al respecto (Títulos II y III).

Son especialmente lesivos a la institución los artículos
transitorios primero, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno,
siendo  agudamente  amenazante  para  el  Mineduc  y  su  gente  el  artículo
undécimo, que faculta al Presidente de la República para que, mediante uno
o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación,
que además deberán ser suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las
normas necesarias para modificar la organización del Mineduc con el objeto
de adecuarla a las normas de esta ley, en las cuales se procederá, además,
a  efectuar  la  adecuación  de  las  plantas  de  personal  que  de  dicha
reorganización se deriven.

Ocurre  que  todo  este  proceso,  que  afectará
profundamente al Mineduc, se realiza mediante la delegación de facultades
legislativas al Presidente de la República para dictar "uno o varios DFL", que
contendrán potestades, funciones, ámbitos, plantas de personal, régimen de
remuneraciones, normas para la estructuración y operación de las plantas,
número de cargos, requisitos para su desempeño y, en general, todas las
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objetivaciones  propias  de  la  estructura  de  un  servicio,  pero  cuyas
características  y  variables  no  son  definidas  y  permanecen  en  una  total
nebulosa, no obstante la aparente gran importancia que los autores de la
iniciativa le otorgan a los dos organismos que se crean. Sólo está claro cómo
se conforma el nivel directivo; todo lo restante descansa en el libre arbitrio y
discrecionalidad de estos poderes superiores6.

Del  contenido  de  los  artículos  transitorios  se  puede
concluir la pérdida de variados derechos sociales y estatutarios detentados a
través de sus carreras por los funcionarios que pasen a constituir los nuevos
organismos;  sólo  se  establece  que  los  traspasos  de  personal  no  podrán
significar  disminución  de remuneraciones ni  modificación  de los  derechos
previsionales de los funcionarios traspasados y que cualquier diferencia de
remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria (Art. séptimo)7.

La  situación  de  reducción  y  reestructuración  del
Mineduc  es  la  más  grave  y  preocupante,  pues  no  se  explicitan  sus
características ni parámetros a considerar para ejercer la facultad delegada
que se confiere al Presidente de la República, la cual es propia del Congreso
en una materia tan delicada como ésta para la sociedad y el futuro del país8.

3. Ideas y propuestas de los trabajadores del Mineduc.

El  Estado Chileno debe intervenir  para poner fin a la
selección y discriminación de alumnos en los colegios que se financian con
fondos públicos, la cual favorece la inmoral y retrógrada segmentación social
imperante en el país.

Los funcionarios del Ministerio rechazan los cambios al
marco legal e institucional del sistema educativo actualmente aprobados o en
trámite, porque son más de lo mismo y, peor aún, contribuyen a afianzar las
orientaciones neoliberales vigentes y la mercantilización de la educación del
país con sus perversos efectos sobre la población, especialmente los más
desvalidos.

Estas  iniciativas  están  concebidas  al  margen  de  las
transformaciones regulatorias que están teniendo lugar en diferentes países
del  orbe  producto  de  la  crisis  del  modelo  neoliberal  imperante  y  cuyos
demoledores impactos ya llegaron a nuestro país para mantenerse durante
largo tiempo.

Por eso, ANDIME hizo suya, en 2006, la lucha de los
estudiantes secundarios contra la LOCE y su reemplazo. Pero la Ley General
6 Esta  situación  contraviene  los  planteamientos  de  ANDIME  y  ANEF,  que  sobre  la  creación  y
reestructuración de Servicios han logrado acuerdos con las autoridades de gobierno, particularmente, la
Presidenta Bachelet, que en 2006 firmó un protocolo de acuerdo con ANEF acerca de la participación
de los funcionarios y sus organizaciones representativas en estos procesos.

7 Por  tanto,  los  otros  derechos  no  especificados  propios  de  nuestra  carrera  funcionaria  actual
(estructura,  densidad,  ascensos),  ganados  con la  ley 20.059 en  2005 (cuyos logros gremiales  este
proyecto  borra  de  una  plumada,  cuando  aún  éstos  no  terminan  de  plasmarse  plenamente),  los
incentivos al retiro y otros, pactados entre ANDIME con la autoridad del Ministerio son desconocidos.

8 A ello cabe agregar la incertidumbre a la que se verán enfrentadas las personas que han dedicado toda
una vida a desempeñarse en unos de los ministerios cruciales del aparato estatal chileno. Ese trato no
se lo merecen las 5.000 personas del Mineduc, quienes recientemente cumplimos el 100% de las metas
PMG y de Desempeño Colectivo, con las que se mide el nivel de logro de los Servicios Públicos.
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de Educación recientemente aprobada ni siquiera logra una tibia reforma de
las orientaciones y normas derivadas de una Constitución Política que impide
el ejercicio efectivo y pleno de su derecho a la educación a la gran mayoría
de la población y consagra la libertad de emprender por sobre las justas
prerrogativas de niñas, niños, jóvenes y adultos de contar con una educación
plena, continua e integral para su desarrollo como personas, ciudadanos y
efectivos contribuyentes al crecimiento del país.

a) Educación Pública.

ANDIME defiende el retorno al Estado de los colegios
traspasados  a  los  municipios  en  los  años  80,  al  igual  que  todos  los
establecimientos  de  propiedad  fiscal,  sea  cual  fuere  su  actual  forma  de
gestión,  como  son,  por  ejemplo,  los  establecimientos  de  administración
delegada,  para  que  este  espacio  de  todos  sea  gestionado  en  forma
descentralizada por los Departamentos Provinciales de Educación, a cuyos
efectos  éstos  deberían  experimentar  una  profunda  transformación  y
fortalecimiento,  conformándose  en  Direcciones  Provinciales  de  Educación
(DIPROV),  autónomas  del  Ministerio,  para  hacerse  responsables  de  la
gestión administrativa, técnica y financiera de los establecimientos fiscales
de su jurisdicción, contando para ello con patrimonio propio y una efectiva
administración descentralizada.

b) Financiamiento de la educación.

La inversión que financie la educación deberá asegurar,
a  lo  menos,  la  gratuidad  y  la  no  selección  en  todos  los  niveles  y
modalidades9.  Para  ello,  el  financiamiento  de  los  colegios  públicos  debe
contemplar tres componentes: un financiamiento basal que considere un piso
estándar por curso e incrementos ligados a proyectos o planes de logro que
la comunidad escolar demande; una asignación de recursos públicos sobre
la base de territorialidad y vulnerabilidad social de la población atendida, y
una  asignación  de  recursos  vinculados  al  cumplimiento  de  metas
comprometidas por el establecimiento y su comunidad educativa.

Todas  las  demás  formas  de  financiamiento  actuales,
como el financiamiento compartido, SEP, y otras de igual origen y sentido,
deberían suprimirse, dado el espíritu común que las anima: ser instrumentos
de privatización y subsidiariedad.

Con  respecto  a  los  establecimientos  particulares  que
deseen optar a subvención estatal, ésta podría ser provista siempre que se
cumplan ciertas condiciones, tales como la gratuidad y no selección de sus
estudiantes, y su sometimiento irrestricto a la fiscalización del Mineduc, para

9 Esta  noción  debe  considerar  la  situación  que  ocurre  con  las  universidades  estatales.  Reducidas,
empequeñecidas  por  una  aguda  insuficiencia  presupuestaria,  presionadas  por  la  competencia  de
instituciones privadas, muchas de ellas de dudosa calidad académica, más interesadas en el negocio de
la educación que en contribuir a la  formación superior,  el  desarrollo técnico y científico del  país.
Agrava esta situación la insólita obligación impuesta a las universidades fiscales de autofinanciarse,
que  las  hace  retroceder  desde  la  educación  superior  gratuita  y  prestigiada,  propia  del  periodo
republicano, a una en que la difícil y desesperada lucha por sobrevivir les tiende (a) hacer derivar hacia
la mediocridad y la irrelevancia.
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lo  cual  éste  debe  contar  con  las  atribuciones  y  medios  necesarios  para
efectuar dicha tarea.

4. Conclusiones.

El  proyecto de ley en comento tiende a consolidar la
educación de mercado, coloca en igualdad de condiciones a la educación
municipalizada y a la subvencionada, y no aborda las fallas estructurales y
de  fondo  de  un  sistema  educativo  fundado  en  principios  que  ANDIME
rechaza10.

Los trabajadores del  Mineduc rechazan esta iniciativa
legal, por considerarla insanablemente mal concebida y diseñada.

La ausencia de un debate social y ciudadano sobre una
materia de esta naturaleza le quita legitimidad, especialmente en el ámbito
de lo político, cultural y social.

Esta iniciativa es considerada un intento de continuar
trasladando el sistema educacional del país y los principales roles, funciones
y tareas del Mineduc al mercado, en grave perjuicio de toda la población, con
efectos demoledores para una sociedad cada vez más carente de integración
social, justicia, equidad y participación democrática, que detenta profundos
desniveles  de  bienestar  y  un  creciente  estímulo  al  descontento  y  la
conflictividad social.

ANDIME  se  empeñará  en  desplegar  todos  sus
esfuerzos, junto a otros actores sociales, institucionales y académicos, para
levantar un vasto movimiento social en torno a los temas de educación, con
el objeto de:

a)  Dar  forma  a  un  amplio  debate  nacional  sobre  la
educación que el pueblo chileno aspira;

b) Impedir que sean unos pocos los que decidan sobre
como ejercer nuestro derecho a la educación;

c) Generar un conjunto de ideas y propuestas con las
cuales contrastar las decisiones que la reducida y oligárquica elite política de
Chile  ha  pretendido  imponer  a  los  17  millones  de  personas  de  nuestra
nación, y

d) Emplazar a los candidatos que aspiran a encabezar
nuestra  patria  a  manifestarse  respecto  de  las  alternativas  que  genere  el
mundo social y popular.

* * * * *

10 En lo referente a la Superintendencia de Educación, ANDIME cree que vulnera disposiciones de
rango  constitucional  que  establecen  las  facultades  y  atribuciones  de  la  Contraloría  General  de  la
República, como sería el caso, a modo de ejemplo, del artículo 25 de la ley Nº 10.336, opinión por lo
demás ya manifestada por el Contralor General, don Ramiro Mendoza.
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Señores Pablo Eguiguren y Sebastián Soto, investigadores de Libertad
y Desarrollo.

En  relación  con  la  Agencia  de  Calidad,  el  señor
Eguiguren la consideró, en general, una institución adecuada y fundamental
para un sistema educativo de libre elección como el chileno, ya que permite a
los padres tomar decisiones más informadas respecto a dónde matricular a
sus hijos. También juzgó importante definir el tipo de información que este
organismo dará a conocer y la forma en que lo hará.

No obstante, estimó necesario perfeccionar el proyecto
en los siguientes aspectos en relación con dicho organismo.

Con  respecto  a  los  estándares  indicativos  de
desempeño  (Art.  4º),  observó  que  ellos  son  bastante  amplios
conceptualmente (gestión curricular, calidad de procesos relevantes, gestión
de recursos humanos, convivencia escolar), por lo que difícilmente podrán
ser informados a la comunidad de manera clara y simple, diluyéndose por
otra parte la importancia de la información que se entregue, por esa misma
razón.

Se establece, además, que dichos estándares no darán
origen a sanciones, pero servirán de orientaciones para los establecimientos,
lo  cual  –a  su  juicio--  conlleva  el  riesgo  de  que  éstas  terminen  siendo
impuestas como normas.

Con respecto a los estándares de aprendizaje, estimó
importante, para tener información oportuna sobre la calidad de la enseñaza
que se imparte, que las mediciones del grado de cumplimiento de los mismos
se efectúen una vez al año en cada ciclo y ojala se pudiera incorporar una
anterior al actual SIMCE de 4º básico. 

En cuanto a las materias a evaluar,  estimó que, si  la
formación  ha  de  ser  integral,  deben  concentrarse  esfuerzos  en  medir
aquellas  materias  que  son  básicas  para  generar  conocimientos  en  otras
áreas, como es el caso de lenguaje, matemáticas y quizás historia y ciencias.
En  cambio,  otras  áreas  de  esta  educación  integral,  como  pueden  ser  la
formación valórica o los deportes, deben quedar a criterio de los padres en
cuanto  a  su  ponderación,  dada  la  dificultad  de  evaluarlas
estandarizadamente. 

Por otro lado, Chile debe procurar tener participación en
todas las pruebas internacionales de aprendizaje que sea posible,  ya que
constituyen un “termómetro” para saber en qué pie se encuentra la calidad
de la educación.

Respecto de la clasificación de los establecimientos y la
información de resultados, consideró fundamental que sea la propia Agencia,
y no la escuela (Art. 16), la encargada de entregar esa información, ya que,
obviamente, los colegios con malos resultados no tendrán incentivos para
hacerlo.
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Además,  la  información  que  se  entregue  debe  ser
comprensible para todos. Hay un estudio del profesor Francisco Gallego, de
la Universidad Católica, según el cual el 65% de los padres (los 3 primeros
quintiles)  ni  siquiera  conoce  los  resultados  del  SIMCE.  Menos  sabrá
interpretarlos y entenderlos, a menos que se avance en simplificar la forma
en que se entrega esa información. 

Asimismo, se deben entregar resultados comparativos
respecto de un mismo colegio en el  tiempo y  respecto de otros colegios
cercanos, pertenezcan o no a la misma comuna, de modo que los padres
puedan decidir informada y oportunamente dónde matricular a sus hijos.

Fiablemente, expresó su preocupación en torno a los
siguientes dos elementos:

-  Validación  por  la  Agencia  de  los  mecanismos  de
evaluación  docente  del  sector  particular  subvencionado  (Art.  7,  g),  en
circunstancias que el Ministerio ha demostrado ser un mal evaluador en el
caso de la educación municipalizada, y

- Clasificación de establecimientos en base, entre otros
criterios,  a  las  características  de los  alumnos (Art.  13º),  pues conlleva el
riesgo de que a alumnos vulnerables se les exija menos, en circunstancias
que todos los niños tienen potencial para alcanzar un alto rendimiento.

En  relación  con  la  Superintendencia  de  Educación,
recordó el señor Soto que su creación formó parte del Acuerdo por la Calidad
de la Educación al que Libertad y Desarrollo contribuyó, por lo que no objetó
su  instauración,  pero  sí  algunas  cuestiones  que,  a  su  juicio,  la  harían
ineficiente. Tales son:

1.  Excesivo  desvío  de  recursos  desde  la  gestión
pedagógica al área administrativa, el cual se refleja en dos aspectos:

a)  Auge  normativo  (Art.  47,  g).  En  el  futuro,  los
establecimientos  educacionales  tendrán  que  respetar  no  sólo  las  leyes  y
reglamentos,  sino  también  las  instrucciones  de  la  Superintendencia  (la
“normativa  educacional”),  que  pueden  resultar,  además,  difíciles  de
interpretar y aplicar correctamente.

Para  evitar  este  problema,  se  propone  incorporar
alguna forma de evaluación de costos y un mecanismo de proposición de
normas,  al  estilo  de  la  Superintendencia  de  Pensiones,  que  recibe
comentarios y sugerencias del público antes de dictarlas.

b) Auge de requerimientos de información. Según el Art.
47, letra ñ, no hay ningún límite a la información que la Superintendencia
podrá requerir a los colegios (“la que estime necesaria para el cumplimiento
de sus funciones”), constituyendo infracción grave el incumplimiento en su
entrega.

En este punto, se propone establecer para las escuelas
una excepción similar a la que contempla la Ley de Transparencia para la
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información  que  los  particulares  pueden  requerir  a  la  Administración  del
Estado, esto es, que puedan los colegios eximirse de entregar la información
solicitada por la Agencia cuando ello requiera distraer indebidamente a la
escuela del cumplimiento regular de sus labores habituales. 

2. Evidente desequilibrio entre fiscalizador y fiscalizado,
que  se  refleja  en  que  la  Superintendencia  es  juez  y  parte  y  posee  más
atribuciones que un fiscal de un Ministerio Público, pudiendo ingresar a los
establecimientos  educacionales,  sin  orden  judicial  alguna,  “a  objeto  de
realizar  sus  funciones”  y  citar  a  declarar  a  personas  que  trabajan  en  el
establecimiento, e incluso a terceros, constituyendo circunstancia agravante,
para  efectos  de  sancionar  al  sostenedor,  el  hecho  de  no  concurrir  a  la
citación.

Por  otra  parte,  el  hecho  de  que  las  medidas
precautorias  vayan  a  ser  fijadas  en  el  reglamento  (art.  59)  y  de  que  el
proyecto invierta el peso de la prueba (at. 49), sumado al escaso chequeo
externo, puesto que el control independiente es muy distante (la Corte de
Apelaciones  interviene  sólo  al  final  del  proceso  administrativo),  y  a  una
descripción amplia y un tanto ambigua de las conductas sancionadas (p. ej.
obstaculizar  la  fiscalización:  infracción  gravísima;  no  prestar  el  servicio
educativo  en  conformidad  a  la  ley,  los  reglamentos  y  los  convenios:
Infracción grave), conlleva un gran riesgo de discrecionalidad administrativa,
abuso, errores costosos e inconstitucionalidades relacionadas con el debido
proceso

Al respecto, se propone disminuir  los efectos de esta
situación, adoptando un modelo similar al de la Superintendencia de Valores
y Seguros, donde lo obrado por el fiscalizador es revisado por un órgano
interno  que  no  depende  directamente  del  Superintendente.  Además,  es
esencial que, tratándose de decisiones irreversibles, como la suspensión del
pago de las subvenciones o la revocación del reconocimiento oficial, exista al
menos un chequeo previo,  de manera que no pueda aplicarse la medida
antes  de  que  haya  una  resolución  administrativa  fundada,  legalmente
tramitada. Se sugiere al efecto incorporar un panel arbitral ad hoc o, por lo
menos,  limitar  las  opciones  de  la  Superintendencia  de  tomar  decisiones
irreversibles a la espera de la confirmación de un órgano independiente.

3.  Administrador  Provisional.  Su nombramiento puede
considerarse  una  afectación  muy  grave  de  los  derechos  constitucionales,
pues no existe, en general, un debido un proceso administrativo previo, como
permanente lo ha exigido la Contraloría General de la República. Distinto es
el caso del establecimiento que es intervenido cuando ha incumplido durante
4 años los estándares de calidad, porque allí sí hay debido proceso, pero en
los  demás  casos  que  contempla  el  Art.  86  habría  una  manifiesta
inconstitucionalidad.

4.  Estándar  de  intervención.  Si  existen  recursos
públicos involucrados, es legítima la fiscalización, pero, por lo mismo, debe
estar limitada en los establecimientos particulares pagados. El proyecto lo
reconoce así en ciertas normas (acceso a establecimientos educacionales,
Art.  47,  e),  pero  no lo  hace  en  otras  (citación  a  declarar  a  profesores  y
directivos, Art. 47, f), infracciones graves, Art. 72 h, i y j). Se estima necesario
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incorporar  la  norma  de  consistencia  que  distinga  claramente  entre
establecimientos  particulares  pagados y  establecimientos  subvencionados,
sean particulares o municipales, en cuanto al grado de intervención que ha
de tener en ellos la Superintendencia.

En síntesis, planteó el expositor que los sostenedores
escolares no son grandes empresas (AFP, Isapres, bancos), por lo que la
capacidad  humana,  técnica  y  financiera  para  dar  respuesta  a  los
requerimientos de la Superintendencia son mucho más limitados. Por ende,
es clave que no se sobrecargue a los colegios y que se logre una adecuada
coordinación entre todos los órganos del Estado. Asimismo, es importante
que se equilibre en algún grado la relación fiscalizador – fiscalizado y que se
aumenten los estándares para la intervención del Administrador Provisional
en  los  colegios  y  para  la  intervención  de  la  Superintendencia  en  los
establecimientos particulares pagados. 

* * * * * *

Señor  Jaime  Gajardo  Orellana,  Presidente  Nacional  del  Colegio  de
Profesores.

Recordó, en primer lugar, que el Colegio de Profesores
ha  planteado  en  forma reiterada  su  exigencia  de  fortalecer  la  educación
pública, otorgando una mayor responsabilidad al  Ministerio  de Educación.
Sin embargo, el proyecto actualmente en debate, sobre Superintendencia de
Educación  y  Agencia  de  Calidad,  va  en  dirección  contraria  a  dicha
aspiración.

En  seguida,  formuló  las  siguientes  observaciones
específicas a la iniciativa.

El proyecto de Superintendencia no define qué entiende
por  calidad  de  la  educación,  aunque  se  deduce  que  la  constriñe  a
mediciones estandarizadas. Pero en educación no todo es medible, ya que
se trata de un proceso centrado en personas concretas y reales.

Al centrar la calidad de la educación en estándares de
aprendizaje, se reduce a su mínima expresión el contexto sociocultural en el
cual están insertos la escuela y los estudiantes. La experiencia derivada de
la puesta en vigencia de la Ley de Subvención Escolar Preferencial (SEP),
indica  que  la  estandarización  impuesta  desde  afuera  resulta  en  extremo
injusta y viene a profundizar la brecha en los distintos sistemas educativos.

La creación de la Agencia no es sino una desviación de
recursos  a  terceros  y,  por  tanto,  un  avance  hacia  la  privatización  de  la
educación.

El  profesorado  se  verá  limitado  en  su  toma  de
decisiones con respecto a la marcha del  sistema educativo a partir  de la
imposición  de  los  parámetros  que  la  estandarización  obliga,  con  la
consiguiente pérdida de autonomía profesional en materia curricular. 
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Particularmente preocupante es la disminución del  rol
del Ministerio de Educación, quien cede sus espacios a agencias que pueden
estar en manos de privados.

El Colegio de Profesores rechaza la categorización de
escuelas y la posibilidad de su cierre a partir de mediciones de resultados,
pues ello conduce a la estigmatización de los sectores más vulnerables y no
contribuye  en  absoluto  al  fortalecimiento  de  la  educación  pública  ni  a  la
construcción de un país más democrático.

Por último, la evaluación del desempeño docente, así
como  la  de  los  establecimientos  y  sostenedores,  no  puede  estar  ligada
exclusivamente  a  los  resultados  de  aprendizaje.  Habrá  establecimientos
exitosos donde haya un clima organizacional favorable, donde haya apoyo
del entorno familiar y el conjunto del sistema educativo apunte al desarrollo
integral de los educandos. Cualquiera de estos elementos que falle influirá en
los resultados.

Por esto y otras consideraciones señaladas en múltiples
oportunidades,  el  Colegio  de  Profesores  solicita  al  Ejecutivo  el  retiro  del
proyecto  en  comento,  ya  que  constituye  un  avance  en  las  políticas  de
mercado en la educación, en circunstancias que el magisterio aspira a una
educación con un fuerte rol del Ministerio, con una concepción que otorgue
igualdad de oportunidades a los niños y niñas, que favorezca el desarrollo
integral de toda persona, facilitando un proceso de formación permanente a
lo largo de la vida y que no sea limitado por mediciones estandarizadas.

En su defecto, de no ser posible el retiro de la iniciativa,
se solicita al menos el retiro de la urgencia, para abrir paso a un real debate
social sobre cuál es el sistema educativo que Chile requiere.

Para  terminar,  otros  dirigentes  del  Colegio  de
Profesores destacaron que lo expuesto por su Presidente era fruto de un
amplio  debate  habido  al  interior  del  gremio  e  interpretaba  a  todos  los
sectores políticos representados en él. Plantearon, además, la necesidad de
revisar el  actual sistema de financiamiento de la educación por asistencia
promedio;  aumentar  las  horas  de  trabajo  no  lectivo  de  los  profesores  y
permitirles trabajar en el contexto en que se desenvuelven las escuelas para
ser educadores y no meros instructores, además de devolver al Mineduc la
facultad de administrar directamente, al menos, las escuelas rurales uni, bi y
tri-docentes.

* * * * *

Señor  David  Arce,  Presidente  de  la  Federación  de  Estudiantes
Secundarios de Santiago Sur (FESSS).

Expuso,  primeramente,  algunas  consideraciones
generales sobre el proyecto, destacando que los actores sociales, diversos
expertos  nacionales  e  internacionales  así  como  el  Consejo  Asesor
Presidencial  para la  Calidad de la Educación,  ya habían diagnosticado el
fracaso del actual sistema escolar chileno, debido al intento de organizarlo
como un modelo de mercado des-regulado, donde el Estado carece de las
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atribuciones necesarias para asegurar calidad y equidad al conjunto de la
población y para fiscalizar el buen uso de los recursos públicos.

En  tal  sentido,  estimó  que  el  proyecto  en  estudio
avanza en la dirección correcta, pero advirtió que éste debe formar parte de
un  todo  integrado  y  coherente  con  el  proyecto  de  LGE,  afirmándose  en
ambos  la  prioridad  que  la  educación  representa  para  el  Estado  y
estableciendo medidas concretas para su desarrollo y fortalecimiento.

Por de pronto, señaló que la iniciativa en comento debe
mencionar  qué se  entiende por  calidad,  aclarar  si  ésta  se  mide sólo  por
resultados  académicos  y  contemplar  herramientas  para  asegurar  que  un
sostenedor tendrá una buena gestión.

Opinó que nuestro sistema educativo requiere más y
mejor  Estado,  pues  sólo  así  se  podrán  definir  estándares  y  exigencias
comunes para todos los establecimientos educacionales; ir en apoyo de las
escuelas con mayor vulnerabilidad económico-social; asegurar igual calidad
educativa a todos; supervisar y fiscalizar el uso de los recursos públicos y
privados que ingresan a las escuelas, y cerrar colegios cuando éstos,  en
forma sistemática y reiterada, no entreguen una educación de calidad a sus
estudiantes.

Con respecto al Art. 7º letra h, consideró inaceptable la
mención hecha a la “clasificación de los alumnos”. Observó, además, que
según  dicha  disposición  los  resultados  de  las  pruebas  estandarizadas
deberán ser informados a los padres y apoderados, sin que se puedan usar
para fines que perjudiquen al alumno. Sin embargo, no se especifica cómo
se informará a los padres y apoderados, ni cómo se asegurará que estos no
se usen para fines negativos. 

En  el  Art.  21,  echó  de  menos  una  mención  a  la
modalidad de educación de adultos como objeto de evaluación periódica por
parte de la Agencia.

En  general,  estimó  necesario  rescatar  aspectos
conceptuales y operativos presentes en la ley de subvención preferencial,
que apuntan a mejorar los procesos de evaluación y apoyo a las escuelas
más vulnerables.

Por último, señaló que el proyecto sobre aseguramiento
de  la  calidad  puede  constituir  un  real  aporte  y  avance,  siempre  que  se
inscriba en las consideraciones generales anteriores y reafirme o redefina
ciertos aspectos que aún resultan insuficientes o poco claros en su actual
formulación.

Añadió que en la definición del concepto de calidad y en
su evaluación está en juego la visión de la educación que el país requiere.
Sin embargo, en este sentido, el proyecto de ley posee una visión parcial y
restrictiva de la calidad. Si bien señala que ésta involucrará no solo los logros
de aprendizaje, sino también la evaluación de las instituciones escolares y de
los directivos, docentes y sostenedores, finalmente, cuando clasifica a los
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establecimientos, se basa sólo en los resultados de aprendizaje promedio de
los alumnos.

Concluyó  señalando  que  la  calidad  educativa  debe
evaluar no sólo resultados, sino también procesos; debe tener en cuenta la
diversidad  socioeconómica  y  cultural  de  la  población  atendida;  las
modalidades  educativas  y  sus  especificidades  propias;  el  clima  y  la
convivencia  escolar;  las  dimensiones  cognitiva,  emocional  y  valórica;  la
integración  de  necesidades  educativas  especiales;  la  participación  de  la
comunidad educativa; la calidad del liderazgo directivo; el  espacio para el
trabajo cooperativo de los docentes;  la construcción de ciudadanía;  la  no
discriminación y el  aporte  que el  proyecto educativo realiza a la  igualdad
educativa, a la integración y a la cohesión social.

* * * * *

Señor Cristian Bellei, investigador asociado del Centro de Investigación
Avanzada en Educación de la Universidad de Chile.

En  general,  compartió  la  necesidad  de  un  cambio
institucional para avanzar en el mejoramiento de la educación, pues existe un
cúmulo  de  antecedentes  académicos,  sociales  y  políticos  que  así  lo
justifican, y este proyecto es parte de esa reforma institucional.

Observó que la iniciativa despachada finalmente por el
H. Senado es mejor que la versión original que le tocó analizar el año 2007,
pues resuelve varias de las limitaciones que aquélla, en su opinión, contenía.

Señaló que el  sistema escolar chileno debe enfrentar
tres grandes desafíos: a) mejorar el sistema de reconocimiento oficial y de
acceso a fondos públicos por parte de los establecimientos, b) mejorar los
mecanismos  de  intervención  de  las  escuelas  de  bajo  rendimiento  y  de
responsabilización por sus resultados, y crear un sistema de aseguramiento
de la calidad que contemple no sólo una agenda de reforma y políticas de
mejoramiento  educativo,  sino  también  de  creación  de  capacidades  para
preservar los logros a través del tiempo.

Consideró  importante  tener  presente  que,  en  los
sistemas escolares con cobertura universal y en países con bajo crecimiento
poblacional, el tercero de los desafíos mencionados es crítico y los otros dos
sólo  debieran  ser  vistos  en  función  de  éste,  pues  la  ilusión  de  que  los
sistemas mejoran por la “fuerza destructiva” de la competencia es sólo eso, y
todos los sistemas desarrollados tienen más bien un compromiso con el éxito
de las escuelas que financian.

El  punto  central,  entonces,  es  cómo  crear  una
institucionalidad que combine lo más sabiamente posible la presión-exigencia
por  mejorar  el  servicio  educativo  y  obtener  crecientemente  mejores
resultados,  con el  apoyo necesario  para  generar  capacidades  y  sostener
procesos de mejoramiento en las escuelas.

Pues  bien,  en  el  contexto  internacional,  la  reforma
educativa  basada  en  estándares  es  quizás  el  paradigma de  las  políticas
educacionales dominante en el  mundo desarrollado,  aunque con enormes
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variaciones  en  su  interior.  Es  interesante  advertir  que  esta  reforma
institucional  es  un  reconocimiento  de  que  la  dinámica  autorregulada  del
mercado  no  opera  con  eficiencia,  efectividad  ni  equidad en  educación,  e
intenta  producir  estos  efectos  por  la  vía  de  regulaciones,  evaluaciones,
sanciones  e  incentivos,  etcétera,  provistos  por  una  autoridad  institucional
pública.

Añadió  que,  según  la  experiencia  internacional,  un
sistema  de  aseguramiento  de  la  calidad  basado  en  estándares  debe
contemplar ciertos elementos centrales, tales como: definición de estándares
de  aprendizaje  exigentes  y  comunes;  evaluación  de  resultados  de
aprendizaje  para  propósitos  diagnósticos  y  para  exigir  responsabilidades,
asociar  consecuencias  a  los  resultados  de  la  evaluación;  construir
capacidades  en  la  base  del  sistema  (capacitación,  recursos),  a  fin  de
garantizar  igualdad  de  oportunidades  de  aprendizaje  entre  los  alumnos
(consecuencias justas); mayor poder del Estado sobre la educación, mayor
centralidad de la escuela como foco del proceso de accountability, etcétera.

En tal sentido, observó que el proyecto en comento es
débil  en  los  componentes  de  creación  de  capacidades  profesionales  y
dispositivos de apoyo para el mejoramiento continuo de las escuelas. 

Por otra parte, advirtió que una política de mejoramiento
educativo basada en el cumplimiento de estándares acarrea una serie de
dificultades, como pueden ser: la reducción o alineación del curriculum como
efecto no deseado de la asociación de consecuencias a los resultados; la
dificultad de interpretar los resultados en relación a las prácticas de gestión y
enseñanza;  la  justicia  de  las  consecuencias  de  las  mediciones  para  los
alumnos y docentes, frente a las desiguales condiciones de enseñanza, entre
muchas otras.

Estimó que, en rigor, la ley en proyecto deja abiertas la
mayoría  de  estas  cuestiones,  criticas  para  poder  ponderar  el  potencial
impacto de su aplicación, ya que algunas decisiones “técnicas” al respecto
pueden  transformar  sustantivamente  el  carácter  de  esta  nueva
institucionalidad, donde los detalles son tanto o más importantes que “la idea
gruesa”.

Seguidamente,  formuló  las  siguientes  observaciones
específicas al articulado del proyecto:

Superintendencia de Educación.
Objetivo:

 Fiscalizar el uso de los recursos por los sostenedores y establecimientos

 Fiscalizar  que  sostenedores  y  establecimientos  cumplan  la  normativa
educacional

 Atender reclamos y denuncias, estableciendo sanciones si corresponde

Sobre recursos, el texto no es muy claro en cómo se fiscalizará. Será importante
coordinar esta normativa con la exigencia de “giro único” de la LGE. Sostenedores
deberán rendir cuenta pública del uso de los recursos; el análisis de la Super sólo se
referirá a la legalidad del uso de los recursos. P: ¿incluye el uso exclusivo para fines
educacionales de la subvención estatal?
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Investigará denuncias y reclamos, y establecerá sanciones. P: ¿investigará a todos
los potenciales afectados más allá de los que reclamaron? (e.g. cobros o sanciones
por no pago, expulsiones indebidas, etc. pueden haber afectado potencialmente –
como amenaza, por ejemplo- a muchos otros padres-alumnos de una escuela).

Infracciones graves:

Aplicará  sanciones  que  van desde  amonestación  y  multa,  hasta  privación  de la
subvención y revocación del reconocimiento oficial.

 Se refieren básicamente a cuestiones financieras

 Requisitos para el reconocimiento oficial

 Evaluaciones, remuneraciones, etc.

 “d)  incumplir  reiteradamente  los  estándares  de  aprendizaje…  sólo  se
sanciona  con  revocación  reconocimiento  oficial”   (P:  esto  no  es  preciso,
porque existe también la sanción de “reestructuración”, ver más abajo)

P: ¿no debiera además mencionarse explícitamente los requisitos adicionales para
recibir la subvención estatal?

Infracciones menos graves: (sólo amonestación y  multa)

 Infringir deberes y derechos de la normativa

 No prestar el servicio educativo conforme a la ley

P:  ¿por  qué  cambiaron  de  “graves”  como  estaban  en  el  primer  proyecto?  Es
evidente para mí que su importancia ameritaba aquella clasificación.

Es un agravante la reiteración de la falta.

P: ¿qué se hará con todas las faltas que no han sido sancionadas en estos años,
según  informes  conocidos?  Entiendo  que  no  se  pueda  aplicar  normas
retrospectivamente, pero ¿irán al CV del sostenedor-escuela?

“Administrador Provisional” (intervención del establecimiento)

Reemplaza al sostenedor hasta e término del año escolar, en casos graves de mal
funcionamiento y cuando han pasado los 4 años en la categoría de “Desempeño
insatisfactorio” ¿“Mal desempeño”? (ver p.24)

Para el cierre por mal desempeño:

 Sólo si existen establecimientos cercanos mejor clasificados

 Se debe asegurar la matrícula de los alumnos

Podrá también “reestructurar” el establecimiento (no cerrarlo), siempre que:

 Sea municipal (público)

 No existan establecimientos cercanos mejor clasificados

 Máximo 2 veces en 10 años

“Establecimiento cercano” es:

 municipal o particular “gratuito”

 que no selecciona a estos alumnos

 que esté en la misma comuna

 tenga matrícula disponible

COMENTARIO: 

- La  ley  prácticamente  no  desarrolla  la  –muy  importante-  idea  de
“reestructuración” (“un nuevo comienzo” del establecimiento)
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- ¿Por  qué sólo  establecimientos  públicos  pueden  ser  reestructurados? En
casos justificados, podría ser conveniente reestructurar uno privado (e.g. que
el  estado  haya  invertido  recursos  relevantes  en  él  en  infraestructura  y
equipamiento, que no haya oferta suficiente en el área, etc.).

- ¿Es razonable  cerrar  escuelas  públicas  en sectores donde el  resto de la
oferta disponible es sólo o mayoritariamente privada? Es cierto que la norma
establece  que  si  son  privados  deben  recibir  a  todos  los  alumnos  que
quedaron  sin  escuela  y  ser  gratuitos,  pero  ambas  condiciones  pueden
cambiar  en  el  mediano  plazo.  Esta  medida  puede  poner  en  peligro  la
capacidad de satisfacer adecuadamente el derecho a la educación en ciertas
zonas. Quizás es mejor establecer la reestructuración como el primer paso
(salvo excepciones) para las escuelas públicas.

Agencia de Calidad.
Objetivo es Evaluar y Orientar para el mejoramiento. Funciones:

 Evalúa logro de los alumnos en base a estándares de aprendizaje

 Evalúa desempeño de establecimientos y sostenedores y docentes en base
estándares indicativos

 Clasifica establecimientos en base a logro de estándares de aprendizaje

Clasificación.

Considera:

 todas las áreas evaluadas,

 la distribución de los alumnos en relación a los estándares,

 las características de los alumnos

 y –en lo posible- indicadores de valor agregado

Además

  “podrá” considerar resguardos para que cambios en la clasificación no se
deban a cambios en la composición del alumnado

 clasificación anual

 considera 3 mediciones anuales consecutivas

 escuelas  nuevas  son  “satisfactorias”  hasta  cumplir  requisitos  (i.e.  3
mediciones anuales)

Clasifica  todos  los  establecimientos  según  “grado  de  cumplimiento  de  los
estándares” de aprendizaje, en:

1. Buen desempeño: sólo son evaluados in situ si y cuando lo quiere o acepta
el sostenedor. Podrán ser consultores de otros establecimientos.

2. Desempeño  satisfactorio:  Agencia  determinará  frecuencia  de  visitas
evaluativas.

3. Desempeño regular: serán evaluados en ciclos de 2 a 4 años.

4. Mal desempeño: serán evaluados in situ al menos cada 2 años.

COMENTARIO:  en  rigor,  la  única  consecuencia  clara  de  este  sistema  de
clasificación es que modula la frecuencia con que un establecimiento recibe visitas
evaluativos, ¿será suficiente?

Dado además que reitera que sobre las escuelas y los sostenedores los estándares
son sólo indicativos, la pregunta es ¿aparte de las escuelas de mal desempeño, qué
empujará al “resto” de las escuelas al mejoramiento continuo que se busca? (otra
vez, el grado de relevancia de esta pregunta depende de qué tan estrictos sean los
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estándares, pero podría suceder que prácticamente la totalidad de las escuelas no
enfrenten mayores presiones para mejorar, porque tienen muy bajas chances de ser
de mal desempeño).

Es una tarea pendiente diseñar el sistema de “aseguramiento de la calidad” para
este segmento –mayoritario probablemente- de escuelas.

“Mal Desempeño”.

(Cada vez se dice que se informará a los padres…).

Deberán recibir apoyo del Mineduc o expertos, por plazo máximo de 4 años

Si  al  año  siguiente  de  la  clasificación  no  logran  salir  del  mal  desempeño,  pero
muestran mejora significativa, reciben apoyo por 2 años más

Si en 2 años no muestran mejora significativa, se da facilidades de transporte a los
padres para irse a otra escuela de mejor clasificación

Si después de 4 años (i.e. consecutivos) sigue en mal desempeño, se inicia proceso
para revocar reconocimiento oficial

COMENTARIO: varias veces la ley menciona la idea de promover entre los padres
las escuelas de mejores resultados, esto repone la necesaria reflexión sobre las
trabas que tienen las familias para elegir la escuela para sus hijos: aun entre las que
reciben recursos del  estado,  se puede excluir  a  las  familias  por  razones más o
menos  arbitrarias  (como  la  adecuación  con  el  proyecto  educativo),  académicas
(repitencia,  selección  académica),  y  sobre  todo financieras  (cobro financiamiento
compartido). Chile tiene aquí una deuda: si de verdad quiere poner el acento en la
libertad  de  los  padres  de  elegir  y  hacerlo  cada  vez  más  informadamente,  es
completamente inconsistente que luego no puedan acceder a la escuela elegida por
barreras como las anteriores.

COMENTARIO:  ¿hay  alguna  estimación  de  cuántas  escuelas  podrían  ser
clasificadas como mal desempeño y luego serlo por cuatro años consecutivos, para
llegas a ser objeto de estas sanciones?

Por  ejemplo,  en  la  ley  SEP:  “un  establecimiento  queda  clasificado  como  en
Recuperación si su promedio SIMCE en las tres mediciones (2002, 2005 y 2006) es
inferior a 220 puntos”. Siguiendo los criterios anteriores, mi predicción es que una
ínfima cantidad de establecimientos podría llegar a enfrentar estas “consecuencias
fuertes” del sistema, o incluso a sentirse amenazado a enfrentarlas. Este comentario
apunta no sólo a recordar la necesidad de estudiar los detalles técnicos del sistema,
sino a reconocer que NO SE PUEDE CONFIAR EN EL CIERRE de establecimientos
como mecanismo  relevante  de  mejoramiento  de  la  calidad.  Lo  verdaderamente
relevante es –de nuevo- cómo este sistema de verdad promueve el mejoramiento
continuo de la gran mayoría de las esuelas, y no sólo mantiene estresada a una
minoría.

¿Cómo se mejora? (no es claro el vínculo entre párrafo 2° y 4°, ¿hablamos de lo
mismo?)

- Elabora  informes  evaluativos  de  desempeño  que  podrán  contener
recomendaciones  de  carácter  indicativo.  Sirven  para  fortalecer  las
capacidades  de  autoevaluación,  orientar  planes  de  mejoramiento,  y
promover mejoramiento continuo. Se basan en informes de autoevaluación y
visitas evaluativos. Evaluaciones son más frecuentes mientras más bajos los
resultados.

- Después de evaluados, los sostenedores DEBERÁN elaborar o revisar un
Plan  de  Mejoramiento  Educativo,  haciéndose  cargo  de  las  debilidades
detectadas; explicitar acciones, metas y recursos. Estos informes y planes
serán considerados en futuras evaluaciones.
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- Apoyo  técnico  podrá  ser  provisto  por  el  Mineduc  o  consultores  de  un
Registro.

- Padres  son  informados  sobre  mejores  establecimientos  de  la  comuna  o
comunas vecinas.

COMENTARIO: 

- aquí la ley me parece contradictoria, primero afirma que todo lo institucional
es  voluntario,  pero  luego  dice  que  es  obligación  hacer  un  proyecto  de
mejoramiento y que éste debe tomar en cuenta las sugerencias del informe
de la agencia, ¿?

- la ley no hace mención alguna al tema de los recursos para implementar
estos planes de mejoramiento

-  en  rigor,  ni  la  Super  ni  la  Agencia  son  instituciones  que  tengan  por
propósito  el  apoyo  al  mejoramiento,  esto  es  el  rol  del  Mineduc.
Extrañamente, esta ley no contiene un capítulo sobre el Mineduc y su rol de
políticas y apoyo a los establecimientos,  que es la pieza faltante en este
“sistema” si quiere de verdad intentar asegurar la calidad educativa.

Más distinciones institucionales sobre los “sostenedores”.
El proyecto acierta al considerar el “sostenedor” como un actor a evaluar, pero se
queda corto. Los sostenedores no son todos iguales.

En primer  término,  el  proyecto prácticamente no reconoce la  especificidad de la
educación de propiedad pública. El municipio no es un sostenedor cualquiera. Tanto
el Consejo Asesor como el informe del Banco Mundial recomiendan estudiar hacer
distinciones entre sostenedores privados y públicos, en cuanto al tipo de relación
con el estado.

En segundo término, los sostenedores poseen diferentes capacidades y grados de
complejidad.  Quizás  el  sistema de  “reconocimiento  oficial”  podría  complejizarse,
introduciendo también esta distinción entre ser un sostenedor reconocido y tener la
posibilidad de abrir otra escuela. Más aun, se podría usar estándares para certificar
o al menos graduar la calidad de los sostenedores, al punto que algunos de ellos
podrían estar acreditados para cumplir labores adicionales (como asesorar a otros o
asumir su gestión en situaciones de crisis, por ejemplo).

Finalmente, el sistema actual no diferencia entre sostenedores y escuelas recién
llegados, de otros de reconocida experiencia y calidad. El sistema de evaluación-
fiscalización  podría  también  estar  graduado  en  ese  sentido:  sólo  luego  de  un
período de prueba, se adquiere la autonomía que da el reconocimiento oficial. Esto
debe ser analizado en el contexto mencionado al inicio: cada vez más se tratará no
de expandirse, sino de mejorar los proveedores en una zona dada.

* * * * *

Señor Ramiro Mendoza Zúñiga, Contralor General de la República.

Formuló  sus  planteamientos  dando  lectura  al
documento que se transcribe a continuación.

I. PRECEDENTE DE LA INICIATIVA.

1. Antecedentes.

El proyecto tiene como precedente uno anterior, cuyo objeto era el de crear una
Superintendencia  de  Educación;  su  trámite  legislativo  se  inició  por  Mensaje  Nº
216-355, de 23 de mayo de 2007, ante el Senado. Este proyecto concebía a esa
Superintendencia como servicio funcionalmente descentralizado orientado tanto al
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mejoramiento de la calidad educativa como al buen uso de los recursos públicos en
el ámbito educacional.

Observaciones de la Contraloría General. Oficio Nº 39.736, de 3 de septiembre de
2007.  Este  proyecto sugería  dos tipos  de observaciones principales,  que fueron
transmitidas ala Comisión de Educación del Senado por el oficio indicado.

Atribuciones  fiscalizadoras  de  la  Superintendencia.  La  primera  índole  de
observaciones se relacionaba con las atribuciones fiscalizadoras que el  proyecto
reconocía  a  la  Superintendencia  en  relación  con  la  actividad  financiera  de  los
sostenedores públicos y privados del  sistema educacional  que reciben aportes y
subvenciones estatales, los cuales están sometidos, en grado variable,  al control
jurídico y financiero de este Organismo Contralor.
A juicio de éste, los pertinentes artículos del proyecto vulneraban el artículo 98 de la
Constitución  Política  y  pugnaban  con  diversos  preceptos  del  ordenamiento  que
reconocen atribuciones a la Contraloría General en todo el ámbito de sostenedores
públicos y privados del sistema educacional que reciben aportes y subvenciones
estatales (v.gr., los artículos 6° inciso segundo, 7°, 16 inciso segundo, 21 A y 25, de
la  ley  Nº  10.336,  Orgánica  de  la  Contraloría  General,  y  136  de  la  ley  18.695,
Orgánica Constitucional de Municipalidades, y 53 del decreto con fuerza de ley Nº 2,
de 1996, del Ministerio de Educación) y que el proyecto somete al control financiero
de la Superintendencia.

Sugería, por lo tanto, este Organismo Contralor, adecuar aquellas disposiciones del
proyecto incompatibles con la realidad normativa señalada, y, en su caso, precisar
que  la  actividad  del  nuevo  servicio  debería  realizarse  "con  sujeción  a  la
supervigilancia  técnica  de  la  Contraloría  General  y  sin  perjuicio  de  sus  propias
atribuciones de control".

Fiscalización  de  la  Contraloría  General  sobre  la  Superintendencia.  La  segunda
observación que formulaba la Contraloría General en su oficio Nº 39.736, de 2007,
concernía al régimen de fiscalización a que el proyecto sometía al servicio que se
proponía crear. Dicha fiscalización debería ejercerse, de acuerdo con el artículo 54
del  proyecto-,  "exclusivamente  en  lo  que  concierne  al  examen  de  cuentas  de
entradas y gastos", en circunstancias que todos los servicios de la Administración
del  Estado  están  sometidos,  conforme  a  lo  prescrito  por  el  artículo  98  de  la
Constitución Política, al control jurídico y ala fiscalización de sus ingresos y gastos
por la Contraloría General.

El informe sugería someter a la Superintendencia a la plena fiscalización de la 
Contraloría General.

A continuación se revisarán algunas de las sugerencias de la Contraloría General
que no fueron consideradas por el Senado, principalmente en lo que dice relación
con la Superintendencia de Educación.

2. La nueva iniciativa.

Por indicación de la señora Presidenta de la República, de 5 de agosto de 2008, se
reemplazó  el  proyecto  anterior  por  una  nueva  iniciativa,  concerniente  ésta  al
establecimiento  de  un  SISTEMA  NACIONAL  DE  ASEGURAMIENTO  DE  LA
CALIDAD  DE  LA  EDUCACIÓN  PARVULARIA,  BÁSICA  Y  MEDIA  Y  SU
FISCALIZACIÓN.  Este proyecto,  sometido a tramitación de suma urgencia en el
Senado (Cámara de Origen),  fue aprobado por  éste y  remitido  a la  Cámara de
Diputados por oficio Nº 330/SEC/09, de 4 de mayo de 2009. Con fecha 20 de julio
de 2009, la Comisión de Educación, Deportes y Recreación, ha invitado al Contralor
General a una sesión especial, para los efectos de dar a conocer su opinión acerca
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del presente proyecto de ley, solicitándole "apoyar sus planteamientos mediante una
breve minuta que pueda ser distribuida entre los miembros de la Comisión".

Características generales del proyecto. Para estructurar un sistema para los efectos
indicados,  el  nuevo  proyecto  propone  crear  dos  organismos:  una  Agencia  de
Calidad de la Educación -con el objeto de evaluar y orientar el mejoramiento de la
calidad de la educación, considerando las particularidades de sus distintos niveles y
modalidades- y una Superintendencia de la Educación, con el objeto de fiscalizar el
uso  de  los  recursos  por  parte  de  los  sostenedores  que  reciben  aportes  y
subvenciones del estado. Nos referiremos particularmente a esta última entidad.

II. LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN.

1. Fiscalización parcial sobre la Superintendencia.

Los términos en que el proyecto en actual tramitación concibe a este servicio son
muy similares a los de la iniciativa anterior. El actual articulado otorga competencia
a  la  Superintendencia  en  aspectos  relacionados  con  el  control  financiero,
persistiendo en este aspecto en reconocerle atribuciones en materias que son de
competencia de la Contraloría General. Insiste también en restringir la competencia
fiscalizadora  de  este  Organismo  Contralor  "exclusivamente"  a  lo  que  atañe  "al
examen de cuentas de entradas y gastos".  De este modo, las observaciones que
formulara  la  Contraloría  General  en  su  oficio  Nº  39.736,  de  2007,  mantienen
fundamentalmente  su  validez,  con  la  salvedad  evidente  de  que  es  preciso
entenderlas  referidas  ala  numeración  que  las  disposiciones  tienen  en  el  nuevo
articulado de la iniciativa.

En efecto, el artículo 106 del proyecto en actual tramitación reitera lo que expresaba
el artículo 54 de la primera iniciativa en el sentido de que:  "La Superintendencia
estará  sometida  a  la  fiscalización  de  la  Contraloría  General  de  la  República
exclusivamente  en  lo  que  concierne  al  examen  de  las  cuentas  de  entradas  y
gastos".

En tal  sentido,  hay que reiterar  también en este punto lo  ya informado por esta
Entidad  Fiscalizadora  en  su  oficio  Nº  39,736,  de  2007,  en  el  sentido  que,  "de
acuerdo  con  el  artículo  98,  inciso  primero,  de  la  Constitución  Política  de  la
República, la Contraloría General ejercerá el control de legalidad de los actos de la
Administración,  complejo  orgánico este último del  que pasaría a  formar  parte la
Superintendencia de Educación en su calidad de servicio público descentralizado,
en caso de prosperar este proyecto de ley", por lo cual la pretensión del proyecto de
excluir  a  los  actos  de  la  Superintendencia  "del  control  de  legalidad  -y  de  los
instrumentos  del  mismo  en  el  orden  del  examen  preventivo,  de  la  facultad
dictaminante, y de las acciones de auditoría- se aparta" palmariamente de la Carta
Política. Por lo demás, la intención del artículo 106 del proyecto de establecer, sin
sujeción  a  la  norma  jurídica  suprema,  un  estatuto  especial  de  control  para  la
Superintendencia,  tiene  una  consecuencia  negativa  adicional  en  lo  concerniente
específicamente ala fiscalización de orden financiero, en la medida que emplea una
locución  -"examen  de  cuentas  de  entradas  y  gastos"- que  parece  excluir  la
posibilidad del eventual juzgamiento de esas cuentas a que se refiere también la
Constitución con tal motivo.

Es  por  ello  que  se  reitera  la  necesidad  de  someter  a  la  Superintendencia  de
Educación  a  la  plena fiscalización  de la  Contraloría  General.  No parecen haber
razones  válidas  que  lo  desaconsejen.  Por  lo  demás,  son  varias  las
superintendencias  que  conviven  satisfactoriamente  bajo  este  modelo  de
fiscalización contralora, como acontece, por ejemplo,  con la Superintendencia de
Servicios Sanitarios,  la  Superintendencia  de Pensiones y la Superintendencia de
Electricidad y Combustibles, entre otras.
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A este respecto, conviene tener presente lo resuelto por el Tribunal Constitucional
en sentencias recientes, roles 1032 y 1051 -sobre Sistema de Pensiones Solidarias
y Transparencia y Acceso a la Información-, en las que ha declarado que normas
del  tenor  del  artículo  106  que  se  comenta  no  tienen  la  virtud  de  limitar  las
atribuciones  de  control  jurídico  que  corresponden  a  la  Contraloría  General  por
imperativo del artículo 98 de la Constitución Política.

2. Atribuciones fiscalizadoras de la Superintendencia de Educación.

En relación con las atribuciones fiscalizadoras de la Superintendencia de Educación,
cabe señalar  que el  antiguo artículo  3°,  Nº  6  -a  cuyo respecto esta  Contraloría
General  informó  mediante  su  oficio  Nº  39.736  del  año  2007-,  asignaba  a  la
Superintendencia  la  atribución  de  "Fiscalizar  el  uso  de  los  recursos  públicos
traspasados a los sostenedores educacionales y exigir rendición de cuentas de los
mismos.".  Pues bien,  el  actual  artículo  46 de la  nueva iniciativa  señala  que ala
Superintendencia le corresponde, en lo pertinente, "fiscalizar el uso de los recursos
por los sostenedores y los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente
por el Estado".

De la  comparación de ambos conceptos,  aparece que,  con la  eliminación de la
expresión  recursos  públicos,  las  atribuciones  de  esta  Contraloría  General  de  la
República quedan intactas en cuanto a las facultades que la Constitución Política de
la República y su ley orgánica constitucional le confieren, en cuanto a la fiscalización
de  los  recursos del  fisco,  de las  municipalidades  y de los  demás organismos y
servicios que determinen las leyes.  De este modo, a juicio de este Organismo de
Control con la actual presentación normativa no existen inconvenientes para que
esta Contraloría ejerza sus labores de fiscalización que la Constitución Política de la
República, en general, y el ordenamiento jurídico en particular, sobre  los recursos
públicos involucrados. Cualquier interpretación en sentido contrario, contravendría el
texto constitucional en lo que se refiere a las atribuciones del Ente Contralor.

3. Examen de cuentas.

Complementariamente, el artículo 47 -equivalente al artículo 3°, N°6, segunda parte,
que facultaba a la Superintendencia para fiscalizar el uso de los recursos públicos
traspasados a los sostenedores educacionales y "exigir rendición de cuentas de los
mismos", de la iniciativa anterior- reconoce a aquélla en su letra b) la atribución de
"fiscalizar la rendición de cuenta del uso de los recursos, mediante procedimientos
contables simples, generalmente aceptados", de acuerdo con el Párrafo 3° del Título
I -"de la rendición de cuentas".

Dentro de ese párrafo, el artículo 50 del proyecto previene que "Los sostenedores y
los  establecimientos  educacionales  subvencionados  o  que  reciban  aportes  del
Estado,  deberán  rendir  cuenta  pública  del  uso  de  los  recursos  mediante
procedimientos contables simples, generalmente aceptados, respecto de cada uno
de sus establecimientos educacionales de acuerdo a los instrumentos y formatos
estandarizados que fije la Superintendencia. El análisis de la rendición de cuentas
sólo implicará un juicio de legalidad del uso de los recursos.". Su inciso segundo
agrega  que  "Además,  previa  resolución  que  señale  la  existencia  de  sospechas
fundadas,  la  Superintendencia podrá realizar auditorías o requerir,  a petición  del
sostenedor del establecimiento educacional, que instituciones externas las efectúen,
para comprobar la veracidad y exactitud de la información financiera que le hayan
proporcionado. Si estas auditorías fueran realizadas por instituciones externas, la
elección  de  la  institución  y  su  financiamiento  corresponderá  al  sostenedor.  La
institución que realice la auditoría externa, deberá estar inscrita en un registro que
para tales efectos lleve la Superintendencia.".
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Al  respecto,  cabe  reiterar  lo  expresado  por  este  Organismo  Fiscalizador  en  el
aludido oficio Nº 39.736 de 2007, en cuanto a que "Adicionalmente, y para terminar,
cabe comentar que el sentido que atribuye el párrafo 3° del Título 1 del proyecto de
ley a la expresión "rendición de cuentas" no es ciertamente el propio que posee en
el Derecho público y administrativo chileno -expresivo de la idea de justificación del
tratamiento dado al ingreso e inversión de recursos financieros-, pues se extiende a
aspectos  relacionados  con  la  calidad  del  servicio  educativo  que  brindan  los
establecimientos  educacionales  susceptibles  de  ser  fiscalizados  por  la
Superintendencia.  Por  lo  tanto,  este  órgano  de  Control  sugiere  modificar  dicha
terminología,  pertinente  en  todo  caso  pero  especialmente  en  el  marco  de  una
Superintendencia caracterizada por el control técnico educacional.".

Asimismo, esta rendición no debe confundirse con la atribución de este Organismo
Fiscalizador de examinar las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes
del  Fisco,  de  las  municipalidades  y  de  los  demás  organismos  y  servicios  que
determinen las leyes.

De este modo, la Contraloría General de la República debe hacer presente que la
"rendición  de  cuentas"  entregada  por  el  proyecto  a  la  Superintendencia  de
Educación, difiere de la potestad constitucional de este Organismo Fiscalizador en
orden al "examen de cuentas" y exigir rendición de cuentas, en el contexto de su ley
Orgánica Constitucional,  de modo que cualquier  interpretación que se aparte de
esta lógica, importa una contravención al texto constitucional y, de este modo, sería
conveniente dar debida cuenta de la especialidad de esta verdadera  rendición de
cuenta pública que pretende el proyecto para quienes son sujetos de la misma y, en
este sentido, sería oportuno identificar en el propio texto la naturaleza de  "cuenta
pública educativa" que busca el legislador.

4. Auditorías.

La  letra  c)  del  mismo  artículo  47  le  atribuye  la  facultad  de  "realizar  y  ordenar
auditorías a la gestión financiera de los sostenedores".

5. Interpretación del ordenamiento jurídico.

La  letra  m)  del  mismo  artículo  47  confiere  a  la  Superintendencia  atribuciones
relacionadas con la interpretación administrativa de la normativa pertinente y con la
expedición de  "instrucciones fundadas de general aplicación al sector sujeto a su
fiscalización, sin perjuicio de las facultades propias del Ministerio de Educación". A
estas atribuciones interpretativas se refiere también el artículo 97 del proyecto, que
en  su  letra  g)  confiere  al  Superintendente  la  atribución  de  "interpretar
administrativamente,  en  materias  propias  de  su  competencia,  las  leyes,,
reglamentos  y  normas  técnicas  que  rigen  las  entidades  y  materias  fiscalizadas,
elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento".

En tal sentido, cabe recordar lo señalado en el oficio N° 39.736, de 2007, en cuanto
que "si la intención es que sólo la Superintendencia que se crea posea competencia
en materias tales como la anotada,  sería necesario que,  con el  objeto de evitar
futuras dificultades en la aplicación e interpretación de la normativa de que se trata,
se deroguen expresamente las disposiciones,  que respecto de ellas, le confieren
potestades al Ministerio de Educación.".

III. CONCLUSIONES.

Puede advertirse, por lo tanto, que el proyecto sigue postulando como propias de la
Superintendencia  atribuciones  que  corresponden  ala  Contraloría  General  en
ejercicio de sus funciones de control jurídico y financiero sobre las diversas clases
de  sostenedores,  públicos  y  privados,  de  establecimientos  educacionales  que
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reciben  aportes  o  subvenciones  del  Estado.  Hay que insistir  que todos ellos  se
encuentran sometidos  a algún grado de fiscalización contralora significativa,  con
fundamento  en  el  artículo  98  de  la  Constitución  Política  y  otras  normas  del
ordenamiento jurídico  -por ejemplo,  los artículos 6° inciso segundo,  7°,  16 inciso
segundo, 21 A y 25, de la ley Nº 10.336, Orgánica de la Contraloría General, 136 de
la ley 18.695,  Orgánica Constitucional  de Municipalidades,  y 53 del  decreto con
fuerza de ley N° 2,  de 1996,  del  Ministerio  de Educación-,  que le  encomiendan
ejercer el control jurídico de los órganos y servicios de la Administración del Estado
y fiscalizar el debido ingreso e inversión de los fondos públicos.

Hay que insistir, tal como lo destacara la Contraloría General en el informe dirigido a
la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados por el ya aludido oficio N°
39.736, de 2007, que, a juicio de este Organismo Fiscalizador,  el proyecto debería
hacer  claridad definitiva acerca de la  improcedencia  de que la  Superintendencia
intervenga,  por  la  vía  del  control  financiero,  de  las  auditorías,  del  examen  de
cuentas o del ejercicio de labores interpretativas del ordenamiento u otras, en el
ámbito  de  las  atribuciones  fiscalizadoras  que  esta  Entidad  Fiscalizadora  ejerce
sobre los servicios  educacionales  administrados tanto por los Departamentos de
Educación Municipal como por las respectivas corporaciones municipales, y por las
demás entidades estatales que administran establecimientos de esta índole.

Tratándose  de  los  establecimientos  particulares  que  reciben  subvenciones
educacionales, sujetos, en armonía con el artículo 98 de la Constitución Política, a la
fiscalización contralora conforme al  artículo 25 de la  Ley Nº 10.336,  el  proyecto
tendría  que  precisar,  para  hacer  jurídicamente  procedente  la  intervención  de  la
Superintendencia  de  Educación,  que  "deberá  realizarse  con  sujeción  a  la
superintendencia técnica de la Entidad Fiscalizadora Superior y sin perjuicio de sus
atribuciones de control".

En su oportunidad, la Jefa de la División Jurídica del
Mineduc opuso a las observaciones del Contralor los siguientes argumentos:

- En ningún caso el proyecto de ley le atribuye a la Superintendencia una facultad
exclusiva en la fiscalización del uso de los recursos por parte de los sostenedores y
establecimientos  educacionales  reconocidos  oficialmente,  ni  pretende  derogar  la
normativa vigente que confiere a la Contraloría General facultades de fiscalización
general en el uso de los recursos públicos.

- Por otra parte, el artículo 98 de la Constitución Política dispone que la Contraloría
General ejercerá el control de legalidad de los actos de la administración; fiscalizará
el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y demás
organismos y servicios  que determinen la  Constitución  y las leyes;  examinará  y
juzgará  las  cuentas  de  las  personas  que  tengan  a  su  cargo  bienes  de  esas
entidades, llevará la contabilidad general de la Nación y desempeñará las demás
funciones que le encomiende la ley orgánica respectiva.
- Por tanto, ni la Constitución Política, ni la Ley Orgánica de la Contraloría General
disponen  que  a  este  organismo  contralor  corresponda  la  facultad  exclusiva  de
fiscalizar el uso de los recursos fiscales ni que ella sea excluyente de la fiscalización
que puedan realizar otros organismos en la materia.

- En cuanto a la fiscalización a la que se someterá la Superintendencia, el artículo
106  del  proyecto  de  ley  dispone  que  ésta  sólo  se  someterá  al  control  de  la
Contraloría  General  en lo  relativo  al  examen de cuentas  de entradas y  gastos,
cuestión que sólo en apariencia presenta cierta contradicción con el artículo 16 de la
LOC de la Contraloría General que dispone en su inciso final que los organismos del
Estado que cumplan funciones de fiscalización quedarán sujetos al  control  de la
Contraloría General y deberán observar las instrucciones, proporcionar los informes
y antecedentes que éste le requiera, para hacer efectiva la fiscalización de cautelar
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el cumplimiento de sus fines, la regularidad de sus operaciones, hacer efectivas las
responsabilidades  de  sus  directivos  y  funcionarios  y  obtener  la  información  y
antecedentes necesarios para formular un Balance Nacional, fiscalización que, en
todo caso,  se  encuentra  limitada  para  este  tipo  de organismos  en los  términos
señalados.

-  La ley  puede extraer  en parte a las  superintendencias  de la  esfera normativa
pública general con fines determinados. Así lo hace el artículo 1 del DFL Nº 3 de
1997,  que  señala  explícitamente  que  no  obstante  su  carácter  de  institución  de
derecho público, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras "no se
considerará como integrante de la Administración Orgánica del Estado ni le serán
aplicables las normas generales o especiales dictadas o que se dicten para el sector
público". Lo mismo acontece con la Superintendencia de Valores y Seguros, ya que
el artículo 2° del DL Nº 3538 de 1980 dispone que a ella y a su personal "no les son
aplicables las normas generales o especiales dictadas o que se dicten para regular
la administración del Estado", ya sea centralizada o descentralizada.

- Lo anterior permite afirmar que es el legislador quien determina los contornos del
sistema de control público y su estructura orgánica y funcional. Por lo tanto, la ley
-como es  el  caso- puede restringir  los aspectos del  control  que debe ejercer  la
Contraloría General sobre ciertos organismos. Y lo que se ha querido lograr con ello
es generar una instancia de control mucho más eficiente y eficaz, especializada en
el  ámbito  educacional,  pues  el  modelo  de  control  público  no  se  agota  en  la
Constitución ni en la ley orgánica de la Contraloría.

- No es efectiva, en consecuencia, la afirmación de que en virtud del proyecto de ley
la  Contraloría  General  quedaría  excluida  de  ejercer  cualquier  función  de
fiscalización sobre los recursos públicos que se destinen a educación. El proyecto
no  la  priva  de  esta  facultad,  pero  el  ordenamiento  jurídico  vigente  tampoco
establece que ésta sea exclusiva del organismo contralor.

- Si bien el proyecto de ley limita a la Contraloría General en su función de fiscalizar
a la  Superintendencia,  con excepción del  examen de entradas y gastos,  ello  es
perfectamente posible por lo ya señalado, lo cual ha sido reconocido en diversos
fallos por el Tribunal Constitucional. 

- Las atribuciones de control se justifican en la Superintendencia en razón de su
capacidad técnica, que encuentra materialización en la labor central de fiscalización
del  cumplimiento  de  la  normativa  educacional  por  parte  de  los  sostenedores
públicos y privados.

-  No  es  extraño,  entonces,  que  en  el  modelo  legal  de  superintendencias  se
establezcan  reglas  especiales  que definan  de manera diversa los  controles  que
sobre ella debe ejercer la Contraloría,  limitándola únicamente al  examen de sus
cuentas de entradas y gastos.

-  Tampoco  es  extraño  que  la  Superintendencia  pueda  fiscalizar  aspectos
financieros, puesto que otras superintendencias, y el Ministerio de Educación, ya lo
hacen, lo que se explica en razón del diseño legal de funciones especializadas de
regulación y fiscalización sobre ámbitos específicos de actividades de importancia
pública.

- El modelo propuesto de Superintendencia de Educación no hace sino replicar el
actual modelo legal existente en nuestro país. En efecto, la Superintendencia tiene
facultades de fiscalización no solamente en los aspectos técnicos, sino, además, en
lo que se refiere a la actividad financiera de los sostenedores objetos de control,
entre  otras  atribuciones.  Además,  nuestro  modelo  legal  de  superintendencias
reconoce prácticamente a la totalidad de ellas facultades normativas, incluidas las
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de interpretación administrativa, y una serie amplísima de facultades fiscalizadoras y
sancionadoras.

* * * * *

Señor  Gregory  Elacqua,  Subdirector  del  Centro  de  Políticas
Comparadas de Educación de la Universidad Diego Portales.

Inició su exposición haciendo una breve reseña de las
reformas educacionales emprendidas en el país a partir de 1981 y de sus
principales características.

Añadió que la mayoría de los expertos concuerdan en
que  tales  reformas  educacionales  han  tenido  efectos  positivos.  A  saber:
mayor y más equidad en enseñanza media; incremento en todos los niveles
de  educación  superior;  incremento  en  todos  los  niveles  de  enseñanza
preescolar,  aunque  bajo  comparado  con  otros  países;  mejor  calidad  de
infraestructura  escolar;  jornada  escolar  completa  para  la  mayoría  de  los
colegios  (más  del  75%);  salarios  docentes  más  altos  (salarios  reales
aumentaron  en  156%)  y  mejor  calidad  de  postulantes  a  carreras  de
pedagogía  (calificaciones  en  pruebas  de  admisión  subió  un  16%),  leve
mejora en integración escolar (en sectores bajos y medios).

Por otra parte, afirmó, las reformas de la Concertación
han  generado  pocos  costos  y  otorgado  muchos  beneficios  a  profesores,
sostenedores  y  funcionarios  (más  empleo,  estabilidad  laboral,  mejores
condiciones laborales, mejores salarios), mientras que otros sectores fueron
receptivos  porque  las  reformas  no  cuestionaban  la  educación  particular
subvencionada ni la descentralización de escuelas municipales.

Es así que las características principales del sistema de
descentralización y subvención en Chile se mantienen iguales después de 28
años; más de la mitad de los estudiantes chilenos asisten hoy a una escuela
privada  y  las  encuestas  de  opinión  pública  reportan  altos  niveles  de
satisfacción de los padres con esas escuelas.

Sin embargo, la llamada Revolución de los Pingüinos
dejó  en  evidencia  la  existencia  de  una  deuda  de  calidad  y  equidad  del
sistema educacional, principalmente del sector municipalizado, en especial,
con la población escolar de más bajos ingresos.

Ello se manifiesta en que, pese a que el gasto público
en educación se multiplicó por cuatro desde 1990, no ha habido mejoras
significativas en el aprendizaje de los alumnos; el desempeño global de los
alumnos en Chile es uno de los mejores de América Latina, pero todavía está
muy por debajo de los países de la OCDE y países emergentes de Asia y
Europa  del  Este;  el  5%  de  los  alumnos  de  15  años  en  Chile  obtienen
resultados  sobre  la  mediana  de  la  OCDE  en  lenguaje,  y  se  observan
tendencias  similares  en  matemática,  ciencia  y  educación  cívica,  pero  los
resultados  SIMCE  están  estancados  desde  1997  y  persisten  brechas
importantes  en  los  resultados  educativos  por  nivel  socioeconómico  del
alumnado.
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En esas condiciones, un sistema de aseguramiento de
la  calidad  parece  ser,  a  juicio  de  este  expositor,  el  cambio  estructural
necesario para superar las falencias anotadas. Ello, porque la mayoría de los
países del OCDE, que exhiben los mejores resultados educativos, emplean
pruebas alineadas a estándares y cuentan con sistemas de aseguramiento
de calidad.

Por otra parte, la evidencia internacional reciente sobre
sistemas de aseguramiento de calidad muestra que:

-  La  presión  que  ejerce  la  rendición  de  cuentas
(clasificación  y  fiscalización  con  consecuencias)  induce  a  las  escuelas  a
alterar  sus  practicas  pedagógicas  de  una  manera  que  beneficia  a  los
estudiantes (ej. Rouse et al., 2008).

-  Proporcionar  información simple  y  focalizada (como
propone el proyecto de ley) ayuda a la toma de decisiones efectivas de los
padres (Hanushek et al., 2007 y Hastings et al., 2007) y directores (Teske et
al., 2001).

-  No  basta,  sin  embargo,  con  las  presiones  e
información.  Los  apoyos  técnico-pedagógicos  son  vitales  para  ayudar  a
levantar a las escuelas más deficitarias (Schleicher, 2006).

- Persiste un debate sobre los métodos mas efectivos
de clasificar e intervenir en escuelas para lograr mejores resultados (Kane y
Staiger, 2003, McEwan et al., 2008 sobre Chile; debate en EEUU, Inglaterra,
Nueva Zelanda, Holanda, Irlanda).

-  Todos los sistemas con alto  desempeño reconocen
además  que  es  imposible  mejorar  algo  que  no  se  mide.  De  ahí  que
monitorear los resultados les permite identificar y difundir mejores prácticas;
indicar  con  precisión  las  áreas  más  débiles  y  hacer  que  las  escuelas
respondan por sus resultados. Se utilizan, además, dos mecanismos para
monitorear la calidad de la enseñanza y el aprendizaje: pruebas o exámenes
externos con consecuencias e inspecciones o revisiones de calidad.

- Las inspecciones escolares evalúan el desempeño de
un establecimiento con relación a un conjunto de indicadores de referencia. A
diferencia  de  las  pruebas,  las  inspecciones  evalúan  tanto  los  resultados
educativos como los procesos que los impulsaron y, como consecuencia de
ello, pueden ayudar a las escuelas y a los sistemas escolares a identificar
áreas específicas que requieren mejoras. 

Finalmente, el  profesor Elacqua enumeró los desafíos
que en su opinión debiera enfrentar la ley en proyecto para cumplir con éxito
los objetivos que se ha planteado. Ellos son:

-  Fortalecer  la  autonomía  de  los  sostenedores  y
escuelas, sin ser demasiado prescriptiva (lecciones de la Ley SEP).
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- Impulsar un modelo en el que las escuelas realizan los
planes de mejoramiento  y  la  Agencia  y  la  Superintendencia  fiscalizan su
cumplimiento.

-  Focalizar  el  apoyo  técnico  en  escuelas  deficitarias,
pues resulta ineficiente supervisar e intervenir escuelas que logran buenos
resultados, como lo demuestran los casos de Holanda y EEUU).

- Procurar una supervisión y fiscalización eficiente.

-  No  intervenir  escuelas  exitosas  por  problemas
administrativos (ej. no pagar las cuentas).

- Establecer sanciones de acuerdo a la gravedad de la
falta.

- Explorar fórmulas para intervenir de manera eficaz en
las escuelas que no mejoran, aprovechando las lecciones de los programas
de escuelas críticas y P-900).

-  Desarrollar  las  capacidades  técnicas
descentralizadamente (ATEs, en regiones).

* * * * *

Señora  Loreto  Fontaine,  investigadora  en  Educación  del  Centro  de
Políticas Comparadas de Educación de la Universidad Diego Portales.

En su introducción, valoró la creación de un sistema de
aseguramiento  de  la  calidad  que,  en  el  marco  de  una  oferta  educativa
diversa,  observe  el  desempeño de  los  colegios;  establezca   incentivos  y
consecuencias para las escuelas, de modo que se potencien aquéllas que
logran  aprendizajes  con  sus  alumnos  y  dejen  de  operar  aquellas  que
fracasan en este objetivo, y proporcione a los usuarios información fidedigna
y comprensible tanto sobre los resultados como sobre aquellos aspectos de
los establecimientos que resulten menos visibles para los padres. 

Valoró,  asimismo,  el  esfuerzo  legislativo  que  se  ha
hecho  en  este  proyecto  en  busca  de  asegurar  a  todos  los  alumnos
oportunidades  efectivas  de  aprendizaje  y  consideró  acertado  separar  las
funciones de supervisión en dos entidades: una que evalúe y apoye a las
escuelas,  buscando  que  éstas  mejoren,  y  otra  que  se  ocupe  del
cumplimiento de las leyes que rigen al sector, incluyendo las consecuencias
para los establecimientos que no alcanzan los estándares de aprendizaje
exigidos. Esta fórmula tiene el mérito de que un organismo enfoca su acción
exclusivamente al objetivo primordial de evaluar la calidad, independizando
esta  función  de  la  de  implementar  políticas  provenientes  del  Ministerio  y
evitando así  la  situación de calificar  el  desempeño de un establecimiento
siendo juez y parte a la vez. 

Estimó que las instituciones que integren el sistema de
aseguramiento de la calidad debieran ser organismos modernos, eficientes;
dotados  de  personal  altamente  calificado;  que  actúen  con  respeto  a  los
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diferentes  proyectos  educativos,  permitiendo  la  coexistencia  de  diferentes
visiones; que den espacio a los propios colegios para decidir  sus metas y
formas  de  mejorar  su  desempeño,  y  que  operen  sin  entorpecer
indebidamente la marcha normal  de las escuelas,  teniendo como objetivo
principal  proteger el  interés de los alumnos y sus padres en obtener una
buena enseñanza.

Desde  este  punto  de  vista,  opinó  que,  si  bien  el
proyecto tiene muchos aspectos positivos, contiene también elementos que,
si no se corrigen, no sólo le restarán efectividad, sino que además producirán
una serie de conflictos innecesarios en el sistema escolar. 

En relación con la Agencia de Calidad, estimó que ella
puede hacer una gran contribución a mejorar el servicio educativo entregado
por  las  escuelas,  debido  al  aporte  de  estándares  de  aprendizaje  y  de
desempeño exigibles,  y  a  las  señales que se dan al  sistema de que las
escuelas  de  bajo  rendimiento  no  podrán  seguir  funcionando,  y  porque
permite  que  la  comunidad  tome  decisiones  más  informadas.  Con  todo,
manifestó su preocupación por algunas falencias que pueden ser fácilmente
remediadas sin desnaturalizar el proyecto y que se enumeran a continuación.

1. Injerencia en el proyecto educativo de los establecimientos. 

La evidencia internacional muestra que los organismos
de supervisión son exitosos cuando no se dedican a imponer procesos, sino
que se centran en los resultados;  cuando crean con los establecimientos
supervisados una relación de cooperación armónica; cuando utilizan como
insumo la autoevaluación y la definición de metas propias de las unidades
educativas;  cuando  acompañan  con  instrumentos  de  apoyo  a  los
establecimientos.  También  se  sabe,  gracias  a  estudios  comparativos  de
pruebas internacionales, que las escuelas son más efectivas si ellas mismas
tienen control sobre algunos aspectos, como el nombramiento del personal y
la distribución de su presupuesto. 

En  este  sentido,  preocupa  que  el  proyecto  de  ley
entregue  a  la  Agencia  de  Calidad  funciones  que  pueden  obstaculizar  la
implementación de modelos propios o innovadores por parte de las escuelas.
Los procesos tales como gestión curricular, gestión de recursos humanos y
convivencia escolar pueden adoptar diferentes formas y sería lamentable que
por la vía de exigir el cumplimiento de ciertos estándares de desempeño se
impusiera  una sola  forma de administrar  un  establecimiento,  o  que  a  un
establecimiento con óptimos resultados se le cuestionaran sus procesos por
diferir del “modelo” propuesto.

Aunque  los  estándares  de  desempeño  sean  sólo
indicativos, el que ellos “orienten” la evaluación de un establecimiento, como
dice el proyecto, presenta importantes inconvenientes, conlleva el riesgo de
rigidizar  la  administración  de  los  establecimientos  y  diluye  las
responsabilidades,  sin  garantizar  nada  en  cuanto  al  logro  de  los
aprendizajes. 

Recomendó,  por  lo  mismo,  establecer  que  los
estándares  de  desempeño  se  referirán  sólo  a  la  presencia  de  ciertos
procesos  en  la  gestión,  no  a  sus  características,  y  acentuar  el  carácter
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indicativo de ellos.  De lo contrario, los establecimientos quedan limitados a
seguir  instrucciones  y  dejan  de  ser  responsables  de  las  acciones  que
emprendan, ya que éstas les son impuestas por la autoridad. 
2. Multiplicidad de foco.

Llama la atención que la Agencia, teniendo por delante
una inmensa tarea que cumplir  (implementar  evaluaciones masivas a los
alumnos, clasificar más de 10.000 escuelas e informar sobre su desempeño),
deba diversificar sus esfuerzos hacia asuntos de dudosa eficacia, como es la
evaluación de los sostenedores y la validación de los modelos de evaluación
docente de los establecimientos particulares subvencionados (art. 7, g). Con
ambos procesos se corre el  riesgo,  como ha sucedido con la  evaluación
docente, de terminar entregando información no confiable y de desprestigiar
la institución, al construir un sistema ineficiente, sujeto a presiones de grupos
de  interés  y  que  en  definitiva  no  cuenta  con  la  confianza  general.  La
información sobre el sistema que se entregue a los usuarios debe ser clara y
fácil  de  comprender,  pero  es  posible  que  la  presentación  de  múltiples
parámetros sólo conduzca a una información ineficiente y poco legible, que
confunda a los usuarios.

3. Insuficiente evaluación de aprendizajes.

Establecer  un  sistema  nacional  de  medición  de
resultados de aprendizaje, así como coordinar la participación de  Chile en
las evaluaciones internacionales, son tareas fundamentales de la Agencia y
hay consenso entre especialistas sobre el  gran valor  que ha tenido  para
nuestro  país  la  evaluación  sistemática  y  de  gran  nivel  técnico  que  ha
realizado el SIMCE en los últimos años, y la posibilidad que han brindado las
evaluaciones internacionales de conocer los estándares de aprendizaje del
mundo desarrollado y de medirse con ellos. Sin embargo, no está clara en el
proyecto  la  periodicidad  de  estas  evaluaciones,  ya  que  no  se  indica  la
frecuencia  de  ellas.  Sería  conveniente  establecer  que  cada  año  debe
medirse al menos un curso de cada ciclo, definir las áreas prioritarias que se
deben  medir  y  también  una  frecuencia  mínima  (ojalá  anual)  para  la
participación en pruebas internacionales (art. 7°, a).

4. Insuficiente comunicación de resultados.

Un sistema de aseguramiento de la calidad como el que
se pretende instaurar debe proveer información de fácil acceso a todos los
usuarios del sistema escolar. En el proyecto en estudio falta una mención
clara al papel de la Agencia en cuanto a comunicar a los padres el resultado
obtenido  en  las  mediciones  nacionales  de  aprendizaje  (SIMCE)  por  el
establecimiento al que asisten sus hijos y la categoría en que éste ha sido
clasificado (Art. 16 y 25). Tal responsabilidad no debe dejarse en manos de
los  establecimientos,  pues  se  ha  demostrado  que  éstos  no  traspasan  la
información a los padres.11

11 ? En  una  encuesta  reciente  el  92%  de  los  padres  de  establecimientos  municipales  y  89%  de
particulares subvencionados dice desconocer el SIMCE del establecimiento al que asisten sus hijos.
“La otra aula”, Ideas y propuestas, Nº 35, agosto 2009, Fundación Jaime Guzmán E.  
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Asimismo, el informe que la Agencia emita sobre cada
establecimiento  debiera  ser  público  y  entregarse  a  toda  la  comunidad
educativa, lo cual no queda estipulado en el proyecto. 
5. Apoyo técnico a las escuelas.

El  proyecto  establece  para  las  escuelas  de  mal
desempeño la obligación de recibir apoyo técnico, recurriendo para ello al
Ministerio de Educación o a un grupo de expertos aprobados por éste. Pero
al no indicarse la provisión de recursos para esta asesoría, dicha opción se
invalida, ya que las escuelas tendrán que recurrir al único asesor gratuito,
que es el  Ministerio.  Nuevamente se pone al  organismo estatal  como co-
responsable del desempeño de la escuela, lo que generará fricciones entre
los tres organismos involucrados (Agencia, Superintendencia y Ministerio) y
les quitará legitimidad para adoptar las medidas y sanciones necesarias en
caso de que la escuela no logre superar sus deficiencias. (Art. 26). 

En relación con la Superintendencia de Educación, la
opinión de la señora Fontaine fue aún más crítica, pues su diseño le pareció
desenfocado  del  rol  principal  de  dicho  organismo,  cual  es  ocuparse  del
cumplimiento de la normativa legal, extendiéndose sus atribuciones a otros
aspectos,  sin  que  se  asegure  un  efecto  positivo  sobre  la  calidad  de  la
educación que entregarán los establecimientos ni  una mayor satisfacción de
los usuarios. Por el contrario, estimó que, de no corregirse algunos aspectos,
este organismo será una fuente de conflictos y fricciones dentro del  sistema,
aumentará las tensiones en la educación municipal, alejará del sector a los
profesionales  más  valiosos  y  no  contribuirá  a  mejorar  la  educación  que
reciben los alumnos. Tales aspectos son los que en seguida se enumeran.

1. Fiscalización del uso de los recursos.

No es posible definir en qué consiste un uso adecuado
de los recursos. Más aún, entre distintos proyectos educativos puede haber
diferencias muy marcadas y muy legítimas en el uso de los recursos, según
sean las prioridades que ellos hayan establecido de acuerdo a sus objetivos.
De ahí que una escuela deba ser juzgada por sus resultados y no por la
forma en que distribuyó sus recursos para obtener éstos. Por lo demás, la
utilización  que hagan los  sostenedores de  los  ingresos  de  la  subvención
general no está normada por ley, por lo que no se ve cuáles podrían ser las
infracciones que pudieran cometerse al respecto y sería una equivocación
obligar a los establecimientos a asignar fondos a objetivos determinados por
una autoridad ajena al establecimiento. 

Por otra parte, el proyecto no distingue los recursos que
provienen de la  subvención de aquéllos  que provienen del  aporte  de  las
familias  o  del  propio  sostenedor,  en  cuyo  caso  no  correspondería  una
fiscalización del Estado más allá de la que realiza normalmente Impuestos
Internos. Igualmente, parece inadecuado que se incluya en esta fiscalización
también a los establecimientos particulares pagados, que no reciben aportes
del Estado y que funcionan sobre la base de un acuerdo entre privados (art.
46 y 47). 

A  juicio  de  la  expositora,  el  mayor  beneficio  para  el
sistema se conseguirá si el énfasis se pone en promover la transparencia, es
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decir, en la rendición de cuenta pública sobre los recursos traspasados por el
Estado y la entrega oportuna de esta información a la  comunidad educativa.

2. Exceso de normativa y duplicación de funciones.

El  proyecto  faculta  a  la  Superintendencia  a  dictar
reglamentos e instrucciones, sin acotar sobre qué asuntos puede hacerlo y
sin  control  de  otro  organismo.  En  estos  momentos,  las  escuelas  están
sujetas a una normativa muy frondosa y reciben una multiplicidad de órdenes
y  requerimientos  de  distintos  organismos,  que  son  incluso  contradictorios
entre sí. La labor de los directivos se ve entorpecida por esta superposición
de exigencias y dejan de realizar la labor de gestión pedagógica que debiera
ser el centro de su quehacer. 

Se  hace  necesaria  una  revisión  cuidadosa  de  este
aspecto, eliminando el exceso de regulación, la duplicación de funciones con
otros  organismos  del  Estado,  las  repetidas  y  múltiples  exigencias  de
información y, en general, los procedimientos engorrosos e innecesarios. Por
lo demás, en el proyecto la coordinación de los órganos del Estado queda
supeditada a un reglamento, lo que parece insuficiente para reorganizar esta
maraña de funciones dispersas en distintos entes responsables (Art. 111). 

3. Magnitud de la operación.

Las  facultades  y  funciones  que  se  proponen  para  la
Superintendencia  no  parecen  tomar  en  cuenta  que  las  instituciones
fiscalizables son más de 10 mil. Tampoco parecen considerar que la mayoría
de los operadores privados en educación son empresas pequeñas y que una
porción importante de las municipales son también de tamaño menor. Cabe
reflexionar acerca de la relación entre costos y beneficios que tiene montar
una operación de tal magnitud para fiscalizarlas a todas. 

La opción escogida para la Agencia, de concentrar los
esfuerzos en aquellas  unidades educativas  que tienen peores resultados,
parece más razonable. Esta modalidad aumenta la eficiencia, pone el acento
donde verdaderamente se beneficia a los alumnos y se transforma en un
incentivo para las escuelas que lo hacen mejor. Sería lamentable que por
fallas administrativas de menor cuantía,  como pueden ser algunas de las
infracciones consideradas, se entorpeciera la marcha o se desanimara a los
actores de establecimientos eficientes. La experiencia con la implementación
de la ley de subvención preferencial ha mostrado las dificultades inherentes a
un proceso de supervisión de este tipo. Las escuelas han gastado cantidades
desproporcionadas  de  tiempo  y  esfuerzo  en  llenar  formularios  y  emitir
documentos, los que el Mineduc sencillamente no ha tenido la capacidad de
visar. Sería recomendable, para el éxito del proyecto, que se implementara
de modo experimental sólo en algunas Direcciones Provinciales (sic) y se
evaluara la experiencia antes de ponerla en marcha en todo el país. 

4. Calidad de la relación con los actores y exceso de atribuciones.

Un  sistema  de  aseguramiento  de  la  calidad  escolar
tendría, por definición, que relacionarse en forma positiva y armónica con las
instituciones supervisadas, pues su finalidad no es sólo monitorear la calidad,
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sino también inducirla.  En Chile, las escuelas han operado tradicionalmente
en condiciones precarias, por lo que tienen mucho que aprender y la mayoría
de ellas tiene por delante una larga tarea para llegar a buenos niveles en sus
resultados. Para ello necesitan operar en un marco que les entregue apoyo,
incentivos adecuados, normas razonables y señales claras de hacia dónde
orientar los esfuerzos. 

Sin embargo, este proyecto definitivamente no consti-
tuye un aporte en tal sentido, debido a que, por una parte, propone una rela-
ción muy desquilibrada de poder y de derechos entre la Superintendencia y
las instituciones supervisadas y, por otra, contiene disposiciones que pueden
dar lugar a abusos y acciones malintencionadas en perjuicio de estas institu-
ciones, sin darles la posibilidad de defenderse, ya que la Superintendencia
actúa como juez y parte, y el sostenedor puede acudir a la Corte de Apela-
ciones sólo al  final  del  proceso. Esto resulta de especial  gravedad por el
clima de desconfianza que se crea y porque desincentiva la participación de
las mejores personas como sostenedores y en labores directivas y adminis-
trativas. 

Por otra parte, cabe tener presente que esta ley regirá
tanto para sostenedores privados como para los municipales, y es altamente
probable que, si hay irregularidades administrativas, éstas afecten a todas
las escuelas de un determinado municipio. Siendo así, es importante evitar
que las medidas precautorias y sanciones que se adopten  no debiliten más
aún  a  la  educación  municipal  y  desprestigien  injustamente  a  autoridades
elegidas  por  votación  popular,  como  son  los  alcaldes.  Los  padres  son
sensibles a las situaciones inestables de las escuelas y no dudan en retirar a
sus hijos cuando perciben que ellas están en problemas. Por ello, se sugiere
que  las  sanciones  más  graves,  como  la  inhabilitación  del  sostenedor,
suspensión  de  la  subvención  y  revocación  del  reconocimiento  oficial,
requieran el acuerdo de algún otro organismo. 

Administrador provisional.

El  nombramiento  de  un  administrador  provisional  es
una medida excepcional,  que sólo se justifica en casos extremos, ya que
tiene enormes consecuencias al interior de una comunidad educativa y con
toda probabilidad ahuyenta a los usuarios. Por tal razón, deben determinarse
con  mayor  claridad  y  precisión  los  casos  para  tomar  una  medida  de  tal
trascendencia, sugiriéndose revisar especialmente los siguientes: 

-  Desempeño  insatisfactorio.  Convendría  estipular
claramente que el administrador provisional se nombrará cuando, a causa de
mantenerse  por  más  de  cuatro  años  en  la  categoría  de  desempeño
insatisfactorio,  a  un  establecimiento  se  le  ha  retirado,  por  consejo  de  la
Agencia, el reconocimiento oficial, afectándose por tanto la continuidad del
año escolar. 

-  Ausencia  del  sostenedor.  Convendría  establecer  en
qué forma se calificará el riesgo de continuidad del año escolar, ya que se
presta para arbitrariedades. 
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- Cuando, por razones imputables al sostenedor, éste
no realiza los pagos previsionales y de servicios. Existen otros mecanismos
legales y órganos con facultades muy efectivas para resolver estas materias,
lo que hace innecesario y desproporcionado un cambio de administración
que afectaría la marcha normal de un establecimiento, más gravemente que
la situación que se trata de remediar. Además, este proyecto estipula que la
propia Superintendencia puede imponer --por mera sospecha-- la retención
precautoria  de  la  subvención,  medida  que  puede  ser  la  causante  de  un
atraso  en  el  pago  de  las  obligaciones  del  sostenedor,  produciendo  una
cadena de sanciones que al  final  pueden demostrarse injustificadas,  pero
que  ocasionarán  grave  daño  a  una  comunidad  escolar.  Igualmente  cabe
tener en cuenta que esta situación de retraso en los pagos puede darse en
un municipio, afectando con toda probabilidad no a un establecimiento, sino
a todos los de la comuna a la vez, lo que obligaría a una administración
provisional de todos ellos. En momentos en que se debate una reforma de la
educación pública, no parece prudente producir esta situación de crisis que
solo causaría desprestigio a la educación municipal y que introduciría nuevos
elementos de facto en la discusión. 

-  Facultades  del  administrador.  Parece  del  todo
cuestionable que el administrador tenga la facultad de constituir prenda sobre
los bienes del establecimiento, sea éste de propiedad municipal o privada.
Igualmente, no parece adecuado que, dadas las amplias facultades que se le
otorgan,  el  proyecto  no  defina  los  requisitos  para  ser  administrador  y
entregue esta definición a un reglamento. 

-  Reestructuración de un establecimiento.  Habría que
definir qué es reestructuración, pues no queda claro en el proyecto. 

Planta de personal.

Resulta  injustificable  que  el  personal  de  los  nuevos
organismos que se crean deba provenir del Ministerio de Educación. Es una
disposición que discrimina en contra de otros profesionales y que impedirá la
participación de las personas más calificadas. Por lo demás, esta disposición
carece de fundamento, ya que los estudios del propio Ministerio reconocen
como problemas de su aparato de supervisión “fuertes inercias instituciona-
les, rigidez en sus procedimientos y en la gestión de recursos humanos, lo
cual ha redundado en conductas que obedecen a intereses también burocrá-
ticos --centradas en procedimientos--, gremiales y corporativos, más que en
el verdadero objetivo de la actividad educacional: el aprendizaje de todos los
alumnos”.12 

En  suma,  la  señora  Fontaine  dijo  ver  en  la
Superintendencia un organismo destinado a fiscalizar aspectos que, en su
mayoría, podrían ser −y, de hecho, son− controlados por otros medios (por
ejemplo,  la  mayor  parte  de  los  problemas  de  información  errónea  sobre
matrícula y asistencia se podrían evitar mediante tecnologías informáticas de
fácil  acceso hoy), y observó que sus funciones se sobreponen con las de
otros organismos reguladores, y que sus objetivos y su diseño presentan el
riesgo de disminuir la eficiencia, perjudicar la convivencia de todo el sistema
y, especialmente, desestabilizar la educación municipal. 
12 ? Mineduc (2003). Coordinación Nacional de Supervisión, División de Educación General, 
“Supervisión educacional en Chile. Experiencias públicas y privadas: lecciones y aprendizajes”.
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Reconociendo  que  para  avanzar  en  calidad  de  la
educación  se  requieren  instituciones  que  impidan  la  inoperancia  y  la
impunidad,  y  que brinden apoyo e información a los actores del  sistema,
llamó a no perder de vista cuáles son los verdaderos problemas y advirtió
que el proyecto no contribuirá mayormente a resolverlos, a menos que se
corrijan los aspectos analizados. 

* * * * *
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